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HONORABLE CAMARA:



	Vuestra Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social pasa a informaros el proyecto de ley, de origen en un Mensaje, y con urgencia calificada de simple, sobre gobierno y administración regional.



	Durante el estudio de esta iniciativa, la Comisión contó con la asistencia y colaboración del señor Alvaro García, Ministro subrogante del Ministerio de Planificación y Cooperación; del señor Gonzalo Martner, Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo; de los señores Francisco Fernández, Luis Lira y Rodrigo Pineda, asesores del Ministerio del Interior y José Espinoza, asesor del Ministerio de Hacienda.



	En razón de un acuerdo adoptado para dar cumplimiento al artículo 212 del Reglamento de la Cámara de Diputados, la Comisión escuchó a la señora Ema Budinich, representante del Instituto Libertad; y, a los señores José María Saavedra y Antonio Sancho, del Instituto Libertad y Desarrollo; Juan Cavada, Jefe del Departamento de Política 
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Regional de MIDEPLAN, y Eduardo Dockendorfff del Centro de Estudios para el Desarrollo.



	La Comisión en sus giras realizadas a diversas zonas del país, escuchó a autoridades regionales, provinciales y municipales, como, asimismo, a representantes de las organizaciones vecinales, laborales y empresariales, información toda que, sin lugar a dudas, resultó de trascendental importancia para el estudio del proyecto en informe.







I.� ANTECEDENTES GENERALES.�



	Es del caso señalar que este Capítulo comprenderá, por la extensión y complejidad del tema abordado, tres enunciados distintos, sobre los cuales cabe advertir que si se es recurrente en algunas materias en particular, esto obedece a la imperiosa necesidad de ser tratadas bajo otra perspectiva o bien, de ahondar en ellas para efectos de una mayor ilustración.





A.� La Regionalización. doctrina, principios, y sus distintas manifestaciones en Chile.



	El proceso de desarrollo económico de los países, particularmente cuando éste se da basado en estrategias de industrialización y urbanización, tiende a crear una geografía económica caracterizada por una creciente concentración geográfica de la población y de las actividades económicas.  Empero, este mecanismo, inicialmente 
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beneficioso para impulsar su propio desarrollo, adquiere una proporción tal que lo transforma, a la postre, en un obstáculo del propio crecimiento.



	Esta tendencia a la concen�tración excesiva, salvo casos verdaderamente excepcionales, no puede corregirse a través del mercado y del sistema de precios, planteamiento en el que concuerdan prácticamente todas las escuelas de política económica, desde la que postula la “Economía social de mercado" hasta las que se inclinan por un centralismo cada vez más gravitante por parte del Estado. Por tanto, se está frente a uno de los varios problemas sociales que precisan de una deliberada intervención de la sociedad sobre sí misma. En América Latina, esta preocupación llevó históricamente a poner en práctica diversas formas de intervención sobre la manifestación territorial del crecimiento económico, muchas de las cuales se basaron en meras "copias" de modelos ensayados en otras latitudes.



	El especialista en la materia don Sergio Boisier explica que, en la década de los cuarenta se popularizó en América Latina el modelo de desarrollo regional representado por la TENNESSE VALLEY AUTHORITY (TVA), un exitoso programa iniciado por Roosevelt como parte de la política antirrecesiva de los Estados Unidos en el inicio de los años 30. Que la TVA ha sido una agencia federal cuyos propósitos inmediatos eran el control y la utilización del sistema fluvial de una hoya hidrográfica, con importantes efectos derivados, en términos del crecimiento económico de la cuenca, y que �el éxito de esta experiencia hizo que se la replicara en varios países latinoamericanos, siendo los ejemplos más conspicuos la Corporación Venezolana de la Guayana y la Corporación del Valle del Cauca (Colombia).
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	Este tipo de intento de promover el desarrollo de la periferia de los países, llevó a definir una serie de regiones, coincidentes con cuencas fluviales en lo que acertadamente ha sido llamado, posteriormente, el "Enfoque hidráulico del desarrollo regional".



	En la década de los cincuenta, la preocupación oficial por orientar geográficamente el crecimiento cambió de óptica al focalizar la atención en la situación deplorable de extensas zonas caracterizadas por problemas estructurales de pobreza y subdesarrollo relativo.



	Esta vez, el modelo inspira�dor fue la Cassa per il Mezzogiorno, la agencia estatal italiana, creada en 1950, para modernizar el sur de Italia. Nuevamente, esto llevó a definir regiones en las cuales se crearon diversas modalidades de Corporaciones de Desarrollo que seguían el modelo de la Cassa. Entre muchos ejemplos, el más notorio fue y sigue siendo la Superintendencia para el Desarrollo del Nordeste (SUDENE), en el Brasil.



	De nuestra perspectiva, a mediados de la década de los sesenta se originan, en varias regiones latinoamericanas, modificaciones de tipo político trascendente que traerían aparejadas cambios radicales en cuanto a estos planteamientos iniciales. Así, en Chile, en el Perú, en Venezuela y en Panamá, el control del Estado pasa a manos de partidos políticos, coaliciones, e incluso a manos de las Fuerzas Armadas, y en todos los casos señalados, se plantean proyectos políticos progresistas y reformadores que tienen como trasfondo común su adherencia a la ideología 
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de la modernización, que¡ como se sabe, propiciaba la necesidad de reformas socioeconómicas que le permitiesen a los países obtener un grado de progreso similar al que había caracterizado a las naciones más desarrolladas. Dentro del tal postulado, la idea de integración nacional ocupaba un lugar preponderante, dado que el diagnóstico asignaba, precisamente, a aquélla una buena parte de los males del subdesarrollo. La integración nacional se interpretaba en términos físicos, económicos y socio�políticos y para facilitar el logro de ella se planteó �la necesidad de “ordenar", de un modo distinto, el territorio nacional a través de una nueva división territorial, sistema que se denominó regionalización, esto es, la subdivisión de todo el territorio nacional en regiones, destinado a reemplazar a la antigua y colonial división político�administrativa.



	Independientemente del valor de la ideología de la modernización, esta propuesta específica tiene una racionalidad no despreciable, puesto que es indudable que la división territorial de un país debe responder adecuadamente a los tiempos y las antiguas provincias reflejaban una. realidad. económica, social y política largamente superada.



	Adentrados en lo que es un enfoque global de la regionalización, se requiere distinguir entre varios tipos de ésta. En primer lugar, se puede señalar la regionalización funcional o sectorial, establecida por las agencias del sector público con el propósito del administrar, de forma óptima, los planes y políticas de los sectores respectivos, por ejemplo, educación, salud, obras públicas, defensa, etc., siendo eficiente esta forma de regíonalización para lograr sus propios fines, y, por otra parte, no despertar
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resistencias en cuanto a su aplicación.  En Chile, a mediados de los 60, existían 27 regionalizaciones distintas.  Otro caso se da, en la regionalización de planificación o multipropósito, estructurada con el fin de desagregar territorialmente planes y políticas de desarrollo, correspondiendo a cortes horizontales y siendo una especie de denominador común de las anteriores, dependiendo su eficacia del poder político de la propia planificación. En general, tampoco generan resistencias sociales.  Se distingue, también, la regionalización administrativa o de desconcentración (muy similar a las citadas) establecidas con el objeto de una coordinación interagencial y de acercar el Gobierno y la Administración a las personas; éstas, sin embargo, generan enconadas resistencias al interior de la Administración Pública, ya que implican modificaciones en las rutinas y en la distribución del poder dentro de la Administración Pública, ya que implican modficaciones en las rutinas y en la distribución del poder dentro de la Administración del Estado.   Finalmente, tenemos la llamada regionalización política para fines de descentralización político-territorial, siendo la categoría más compleja y la que involucra el mayor número de dificultades puesto que entra directamente a redistribuir el poder político en la sociedad.  Este último tipo de regionalización tiene como presupuesto, junto con la creación de autoridades políticas, el surgimiento de nuevas estructuras políticas y administrativas en las regiones.



	Resulta útil, de conformidad a lo reseñado por el tatadista Boisier, por otra parte, clarificar la forma de cómo se lleva a cabo una regionalización o cuáles son los factores que se utilizan para estructurarla.  Al respecto hay que indicar, desde el comienzo, que no existe una teoría de la regionalización y, en consecuencia, no se puede hablar de una 
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de carácter óptimo. Toda regionalización, en la práctica, es un proceso permanente de invención que, estructurada en un mecanismo dado, entrega soluciones de tipo global a problemas de igual carácter, siendo, por tal motivo, permanentemente sub-óptima. Mas, existen varios criterios que contribuyen a crear, con cierta lógica, una propuesta de regionalización "científica", por así decirlo. El criterio matemático, así llamado porque guarda algún grado de similitud con ciertos principios de la teoría de conjuntos, propicia que una regionalización debe ser exhaustiva, esto es, abarcar todo el territorio del país; exclusiva, no deben producirse sobreposiciones de regiones, y, continua, es decir, que siempre será posible ir de un punto a otro de la región haciendo un recorrido que no se aparte de la misma. El criterio geográfico, por otra parte, alude a la necesidad de definir las regiones de forma que su superficie no sea tan extensa que impida la presencia sistemática de la administración en todos los puntos de ella, como, asimismo, la necesidad de qué toda región cuente, al menos, con un centro urbano, organizador del espacio regional y capaz de servir como centro de servicios, y, �eventualmente, como centro de crecimiento. El criterio económico, procura definir las regiones de forma que posean un tamaño económico lo suficientemente grande como para sustentar procesos de crecimiento no subsidiados e, igualmente, la necesidad de que las regiones tengan, en lo posible, una estructura económica diversificada para maximizar los resultados multiplicadores de las inversiones y, finalmente, el poseer una pauta de exportaciones, igualmente diversificada, de forma de minimizar los resultados adversos de los ciclos depresivos causados por disminuciones en la demanda externa. El criterio administrativo, se plantea en orden a establecer
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regiones que incluyan "sumas completa” de las unidades de la división político�administrativa vigente e, igualmente, en el sentido de dotar a las nuevas regiones de las formas de administración que sean del caso. El criterio político, establece la necesidad de dotar a las regiones de una autoridad política y se refiere a las modalidades alternativas de su generación, así como a los efectos de una regionalización sobre el régimen político y electoral. Finalmente, el criterio sociológico, uno de los más importantes, guarda relación con el sentimiento de identificación de la población con la región y en su definición, sin ser concebida como algo impuesto por la autoridad central.



	Superados los escollos que, naturalmente, presenta un proceso de regionalización Y pensando en un funcionamiento eficiente del mismo, se pueden citar varias ventajas �sobre las cuales coinciden la mayoría de los tratadistas� que aquél representa para el país: la desconcentración y descentralización de los servicios públicos requiere de escalas territoriales consonantes con las escalas en que se subdivide la prestación de servicios. Así, por ejemplo, en materia de educación, la escuela básica tiene un ámbito comunal, el primer ciclo de la secundaria, un ámbito probablemente provincial, en tanto que el segundo ciclo se ubica en un contexto regional al igual que la enseñanza profesional y, así, sucesivamente. La región representa un espacio idóneo para articular iniciativas y proyectos que superan la escala municipal, ya sea por su tamaño o por la necesidad de coordinación; de hecho, toda la región está constituida por un conjunto de municipios con una articulación más compleja que la simple sumatoria de
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 ellos. Las regiones, también, constituyen espacios adecuados para fomentar la participación de la población en un nivel que supera la micro participación social local y que, al mismo tiempo, constituye un mayor compromiso que la participación nacional. Las regiones se muestran actualmente como elementos determinantes para mejorar la competitividad comercial internacional en el contexto de la conformación de grandes bloques de países, apreciándose, con claridad, en el caso europeo, en donde, a partir del año 1993, los estados nacionales comenzarán a perder primacía en términos que la competencia, así como la cooperación, se dará entre regiones, de ahí que las regiones fuertes serán vitales en el futuro. La regionalización y el fortalecimiento regional significan una contribución importantísima para resguardar un creciente desarrollo económico del país, al contrarrestar la tendencia a la "megalopolización" de la región capital, que, a la larga, significa menos crecimiento económico por la desmedida absorción de recursos para gastos en infraestructura de la misma. La regionalización, al contribuir a una mejor distribución de los recursos con que cuenta el país sobre su propio territorio y al fomentar el impulso creador interno de las regiones, implica una contribución directa a la equidad social, en términos . de la reducción de las disparidades en las condiciones de vida de los habitantes de las mismas regiones. La relación entre la pobreza y el territorio, que involucra un verdadero círculo vicioso, debido a que no se puede salir de tal condición por estar inserto en espacios que poseen un bajo índice de “capital humano” o bien, debido a que estructuralmente están rezagados, se debe romper mediante la implementación de políticas territoriales adecuadas.
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	Es	necesario destacar el hecho de que una regionalización política es un ,presupuesto ineludible en una democracia moderna y estable en el tiempo. Una concentración exagerada del poder político no permite el funcionamiento de un sistema realmente democrático, cualquiera sea quien lo detente, y, por tanto, la estabilidad depende de una mejor distribución del poder, entendiéndose que se debe beneficiar a todos los cuerpos intermedios de la sociedad. Al ser muchos de ellos de naturaleza territorial, fuerza es concluir que las regionales son, en parte, las receptoras de tal cuota de poder. A mayor abundamiento, es posible sostener que una sociedad es tanto o más democrática cuando mayor es el grado de diversidad dentro de la unidad de la Nación que tolera, constituyendo las regiones aquel elemento aglutinador de tal diversidad, sin caer en una suerte de anarquismo territorial, a decir del señor Boisier.



	Sostiene, además, que la re�gionalización también presupone un horizonte temporal, cual es, que no puede ser rígida a lo largo del tiempo, pero, de igual forma, las modificaciones permanentes o efectuadas cada ciertos años dificultan la consolidación social. de las regiones, impiden que la gente se identifique con su región, cuestión extremadamente importante, que se debe tener presente desde varios puntos de vista. Por otra parte, pueden coexistir distintas regionalizaciones para diferentes horizontes de tiempo; se puede trabajar con muchas regiones para la planificación de mediano plazo y con pocas y grandes regiones para efectos de una planificación prospectiva.
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	Un análisis, de forma sinté�tica de la experiencia internacional en materia de regionalización, permite formular la siguiente gráfica. En Francia, la historia de la regionalización abarca un período más que centenario, pero los jalones más recientes son el establecimiento de las regiones programas en 1954, su transformación en establecimientos públicos en 1972 y, finalmente, su estructuración como colectividades territoriales en 1982, esto es, como entidades políticas. En Italia, la Constitución de 1947 creó 18 regiones, 5 de las cuales poseen un estatuto particular. En España, la Constitución Autonómica de 1978 creó 17 Comunidades, 4 de las cuales también han gozado de un tratamiento particular. En Perú, la Constitución de 1979 introduce la región como primera división política del país; en 1987, se dicta la ley de Bases de la Regionalización y a partir de 1988 se han dictado todas las leyes creando 11 de las 12 establecidas constitucionalmente. En Colombia, un decreto ley del año 1987 crea las 5 regiones de Planificación y establece, en cada una, un Consejo Regional de Planificación Económico y Social. En Guatemala, la Constitución del año 1985 incorpora la regionalización y la descentralización del país. En Venezuela, la primera regionalización se remonta al año 1969, habiendo sido rediseñada en varias oportunidades. En Bolivia, el Parlamento ha recibido más de una docena de proyectos de ley que dicen relación con la regionalización. Finalmente, en los países de estructura política federal restantes los intentos de regionalización propenden a la búsqueda de un reforzamiento del federalismo, más que introducir nuevas divisiones territoriales; no obstante, en el Brasil son importantes las Macro�regiones de Planificación.
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		En nuestro país la regionalización, sin perjuicio de otros intentos anteriores, según se verá más adelante, con el carácter de una política pública,. comienza en el año 1966,	bajo la dministración del Presidente Frei, dando	cumplimiento, anticipado, de esta manera, a lo dispuesto en la ley 	Nº 16.635, que creó la Oficina de Planificación Nacional.  A la sazón, se	establecieron 12 unidades territoriales,

incluyendo la zona Metropolitana.	En el año 1974, con la dictación del D.L. Nº 575, se estableció la  actual regionalización conformada por 13 Regiones, incluyendo la Región Metropolitana, produciéndose, desde esa fecha hasta ahora, dos cambios importantes: la secesión de Cautín de la primitiva región conformada por Valdivia y Osorno y la incorporación del antiguo departamento de San Antonio a la Región de Valparaíso, situaciones, ambas, que han generado, sin duda, fricciones y conflictos a nivel regional.



	Otros cambios a lo precep�tuado al D.L. N° 575 consistieron en meras separaciones y agregaciones de provincias, sin que ello lleve involucrado situaciones de conflicto como las anteriores. También, se estableció una importante institucionalidad política, administrativa, financiera y participativa en las regiones, en términos de Intendentes Regionales, SERPLAC, SEREMI, COREDE y FNDR, tema en el cual ahondaremos en su oportunidad.



	Los mayores obstáculos a que se ve enfrentado todo proceso de regionalización, y del cual no se sustrae nuestro país, son que es imposible, por una parte, que una regionalización satisfaga a todos, y de ahí que siempre le mantienen situaciones de conflictos
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potenciales y por otra, en la mayoría de los casos, siendo Chile un ejemplo vívido, las regiones son el resultado de un acto de voluntarismo político, artificial, pero del todo necesario.   En esta situación, después de establecer la regionalización, resulta imperioso estructurar social y políticamente las regiones, es decir, hay que darle contenido al continente que representa un territorio determinado, siendo una misión ineludible en el caso de regionalizaciones de tipo político, conforme lo sustenta la gran mayoría de la doctrina.



	Por último, es necesario tener presente que la regionalización es siempre un medio o mecanismo imprescindible para la obtención de un desarrollo regional descentralizado.



	Centrándonos en una regiona�lización de tipo político, que se alcanza sólo con una correspondiente descentralización, útil resulta aclarar el sentido de tres conceptos, que suelen erradamente emplearse como sinónimos. La deslocalización es un mecanismo por el cual se traslada desde un lugar del territorio a otro un organismo, sin alterar el proceso decisional, ni teniendo ningún tipo de correspondencia, como se ve, con lo que es la descentralización. La desconcentración, en tanto, implica traspasar capacidades para tomar decisiones desde un determinado nivel de la estructura administrativa a otro de rango inferior, dentro de la propia organización, en forma exclusiva y permanente, sin necesitarse, para ello, de la creación de nuevas entidades de administración, puesto que no precisan de personalidad jurídica ni de patrimonio propio, independiente del órgano que realiza dicho traspaso. La descentralización, en cambio, implica reconocer
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determinadas competencias a organismos que no dependen jurídicamente del Estado, requiriéndose, en consecuencia, personalidad jurídica, patrimonio y normas propias de funcionamiento.



	Esta última puede ser de tipo funcional, territorial o político, dándose la posibilidad de que estas formas "puras" de descentralización se combinen en la práctica dando lugar a tipos mixtos, siendo importante consignar, en el caso que nos preocupa, la forma político�territorial.



	Cabe recalcar, siguiendo al autor Sergio Boisier, que la descentralización política sólo puede sustentarse dentro de un esquema de corte democrático, dado que, a su juicio, descentralizar, en este sentido, involucra no sólo compartir el poder, sino crear nuevos espacios políticos que pueden ser llenados por sectores políticos diferentes e incluso antagónicos a aquéllos que detentan el poder. De ahí que no pueda afirmarse que es posible una descentralización política en regímenes autoritarios, concluye, teniendo cabida sólo, en rigor, en sistemas políticos unitarios centralizados. Por último, se debe destacar que constituye siempre el resultado de un acto de voluntarismo político del Gobierno o del Parlamento, dependiendo del instrumento jurídico con que se implemente, suscitando siempre, sin embargo, un proceso dialéctico en el que juegan ofertas políticas y, demandas sociales.



	La descentralización genera una mayor democracia �se afirma�, en la medida que el poder político redistribuido mediante un proyecto descentralizador tenga romo depositario un agente
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socialmente adecuado que, en el caso de las regiones, no puede ser sino la propia sociedad o comunidad regional organizada como tal, produciéndose un efecto nulo o contrario si tiene como receptor una estructura burocrática o grupos sociales dominantes oligárquicos y retardatarios.  Sin embargo, en nuestro país las regiones delimitadas físicamente no tienen una contrapartida en la realidad social, y, por ende, todo proyecto decentralizador en, términos territoriales, implica una construcción política y social de las regiones.  La primera, alude al establecimiento del aparato político y administrativo de las nuevas regiones, algo que puede hacerse incluso por decreto; la construcción social, en cambio, debe hacerse desde y con la embrionaria sociedad regional.  La construcción social de una región implica potenciar su capacidad de organizarse independientemente y por sí, transformando una sociedad con escasa iniciativa, sesgada por intereses sectoriales, con poca identidad territorial y, en definitiva, pasiva, en otra, organizada,  cohesionada, consciente de la particular identidad sociedad –región, capaz de emprender acciones o proyectos de carácter políticos colectivos, esto es, de transformarse en sujeto e su propio desarrollo.  En ese sentido la descentralización política regional representa una eficaz herramienta para el logro de una sociedad más democrática y más equitativa.



	El término desarrollo regional involucra –consignando el parecer del especialista precitado-, por una parte, a la región y, por otra, al país en su conjunto.  Así, en el primer caso, representa un proceso localizado de cambio social, permanente y sostenido, que tiene por objeto el progreso de la región, de la comunidad regional como un todo y de cada 
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habitante de ella. Este sistema, requiere para que sea fructífero, por cierto, de crecimiento económico pero, además, es preciso que se dé un creciente proceso de autonomía decisional por parte de la región, que permita determinar su particular estructura de desarrollo y el uso de los instrumentos de política necesarios; una creciente capacidad regional para captar y reinvertir el excedente económico regional, que posibilite mantener en el tiempo su propio crecimiento; un creciente proceso de inclusión social que implique una mejoría sistemática en la distribución interpersonal del ingreso y que facilite la participación de la población en el sistema decisional regional; una creciente y activa conciencia social ambiental que preserve la calidad de vida y racionalice la explotación de los recursos lo finalmente, un creciente equilibrio sectorial y territorial en el modo de expansión económica de la región, de manera de difundir sobre todo el espacio regional los beneficios del crecimiento. El segundo aspecto, esto es, aplicado el concepto de desarrollo regional al ámbito nacional, implica el garantizar la diversidad dentro de la unidad nacional, reconociendo a cada colectividad territorial un espacio autónomo de realización, es decir, propio y diferenciado. Se trata, en consecuencia, que cada región cuente con un grado de descentralización tal que le permita, ajustándose al marco jurídico unificador de la Nación y a las estrategias nacionales de desarrollo, optar por sus propios estilos de desarrollo y aplicar �las medidas de orden económico y administrativo pertinentes.



	El establecimiento de políti�cas requiere de una base de análisis científico de las causas que explican la ocurrencia (o no de un fenómeno complejo como es el desarrollo de la región; es claro, no
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obstante, que aquél que encuentra en estrecha relación con su crecimiento económico, el que, a su vez, depende del grado de recursos que se asignen y del conjunto de políticas económicas, macro y sectoriales, que se apliquen.  Otro factor importante a considerar en este sentido, lo constituye, finalmente, lo que la región es capaz de hacer por sí misma, esto es lo que se ha denominado como la capacidad de organización social de la región que, por cierto, debe ser estimulada y construida, cabiendo al Estado un papel preponderante, puesto que es el responsable tanto del reparto de los recursos públicos entre las regiones, como del diseño y ejecución e un determinado cuadro de políticas económicas, sin desatender el importante rol que, obviamente, juega la región en su carácter de sujeto social, capaz de transformar el crecimiento en desarrollo.



	Las variables a considerar en todo planteamiento estratégico sobre el desarrollo regional de un país serían, según el mismo autor, las siguientes: no es posible impulsar simultáneamente procesos de desarrollo en todo los puntos o áreas del territorio nacional, de donde se sigue que el desarrollo regional es siempre selectivo, dependiendo, en última instancia, e una decisión política, que debe fundamentarse, tanto como sea posible, en criterios técnicos; en la medida en que el desarrollo regional se concibe como un proceso gradual descentralizador, ello implica, de suyo, un proceso paulatino; la centralización responde a un rasgo cultural e ideosincrático, cuya reversión exigirá largos procesos de aprendizaje social, que deben ser experimentados en algunas regiones, para replicarse posteriormente; se trata de un proceso de largo plazo cuyos resultados no serán mediatos, por lo cual se debe estructurar en base a políticas con 
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basamentos sólidos, sientíficos y tecnológicos, que permitan renovar y modernizar la base productiva regional; tal desarrollo regional sólo puede ser entendido como un proceso asociativo entre el sector público y el privado que, para su concreción, se han creado varios instrumentos de política. La incentivacíón del desarrollo regional no depende sólo de instrumentos económicos, siendo, en muchos casos, la animación físico�social de los agentes del desarrollo regional más importante que las medidas puramente económicas. En atención a la diversidad de los elementos que se conjugan en el desarrollo regional, la implementación de cualquier política en ese sentido requiere, no sólo la canalización de recursos financieros, sino que, al mismo tiempo, necesita la más estricta coordinación interagencial en el sector público. Finalmente, el desarrollo acelerado de una o más regiones tiene como contrapartida inevitable el control de la expansión física y económica de la región que tradicionamente ha operado como la principal región de acumulación, normalmente la región capital y, en nuestro país, la Región Metropolitana.



	Principios elementales que se deben tomar en cuenta en la conformación de una estrategia regional son el de la "probabilidad", esto es, que si existen varias formas para resolver una situación, es obvio que cada una de ellas tendrá una probabilidad de éxito distinta, como quiera que esto se constate, incluyendo tiempo y recursos; el de la "selección", o sea, que exista una opción previa, intuitiva, racional, o vivencial, de los atributos de la situación en los cuales vale la pena centrarse, desechando otros que, en un momento dado, aparecen como de segundo orden; el hecho de que una estrategia es un tipo de accionar que implica un
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intento de anticipación a las reacciones que desata, supone un conocimiento acerca del patrón de conducta pasado, presente y futuro del sujeto sobre el cual recae, sea éste un individuo, una empresa, una colectividad o un Estado.



	Según el autor Sergio Boisier, las características esenciales de este procedimiento que se analiza son: el concentrarse en sólo algunos aspectos del problema para el cual se desea definir un curso de acción y de la adopción de una modalidad de procedimiento reactivo, seleccionándolo de entre las tres posibles: la reacción ofensiva, que busca destruir a un oponente; la reacción interactiva, que supone un conocimiento teórico sobre las funciones de reacción del cual no disponemos, y la reacción cooptativa, que busca transformar un potencial adversario en un potencial aliado.



	Para este mismo autor el diseñar actualmente una estrategia de desarrollo regional presupone conocer, a cabalidad, los cambios que han ocurrido en el mundo y que tienen atingencia con el tema, de manera de diseñar políticas eficaces, señalando, al efecto: el menor ritmo de carecimiento agregado de la economía; los mayores costos energéticos; los cambios en la concepción misma del desarrollo, como un proceso más complejo y más cualitativo que el mero crecimiento; la disponibilidad de tecnología eficiente en pequeña escala; la separación geográfica de las funciones en una empresa; la menor disponibilidad de fondos públicos; las mayores dificultades para predecir el futuro; la presión a favor de la participación local y la mayor conciencia ambiental.
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Concluye, recalcando que una estrategia de desarrollo regional, concebida primeramente a un alto nivel de globalidad, requiere comenzar por un enfoque de la región, sin que éste se refiera tanto al qué hacer sino, principalmente, al cómo hacer.



	En	este sentido se �trata, entonces, de estructurar una estrategia que busque generar un escenario y un clima que potencie las fuerzas endógenas de la región y que haga factible el surgimiento de la sinergía regional, produciendo la concertación y el aminoramiento de conflictos. De ahí que el procedimiento para su formulación debe ser fruto de un intercambio de opiniones, lo que, naturalmente, ocupa mucho tiempo, es difícil y de resultado incierto; más, sería insólito pensar en un diseño que se imponga desde arriba, desligado de la realidad en donde se va a aplicar.



	Volviendo sobre nuestro país, en donde, a juicio del profesor Sergio Galílea, las dinámicas de desarrollo son desiguales, tanto territorial como socialmente, y que forman parte de su propia cultura, encontrándose arraigadas en las conductas de los agentes privados y, en importantes ocasiones, de la inversión pública, se ha visto que lamentablemente, éstas han estado institucionalmente apoyadas por estructuras y normativas centralizantes. En el pasado se han hecho esfuerzos aislados por revertir esta situación, mediante la implementación de algunas actividades económicas directamente de infraestructura para tal desarrollo o de políticas excepcionales en algunos territorios, sin que ello haya servido para siquiera atenuar el siempre dominante desigual desarrollo de las regiones.
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	Ahondando en el tema, explica, que las demandas regionales por desconcentración y descentralización para reducir las desigualdades regionales, se han traducido en políticas públicas desde hace ya varias décadas en el país.  Durante los años 1958 al 1964, en respuesta a los devastadores sismos que afectaron gran parte del sur, se reestructura el Ministerio de Economía, que se convierte en el Ministerio de Economía, Fomento y, Reconstrucción, al tiempo que se otorgan nuevas atribuciones y recursos a la Corporación de Fomento de la Producción, creándose, en cada provincia, un Comité de Programación Económica y Reconstrucción, organismo mixto de carácter consultivo, los cuales,	por diversas razones, no lograron su consolidación, desapareciendo prácticamente al cabo de algunos años. 

También, en aquel tiempo, se formulan en el país un conjunto de disposiciones legales, no sistemáticas, para acoger estas demandas descentralizadoras, las que, en la literatura académica sobre el tema, se denominan “regionalismos implícítos".  Tal es el caso de la Ley del Cobre, la Ley del Fósforo, la creación de la Junta de Adelanto de Arica y de la Corporación de Magallanes.  En síntesis, este conjunto de disposiciones obedece a un enfoque de ordenamiento territorial, que se caracteriza por delimitar un área que presenta problemas particulares y por legislar para esas particularidades, sin tomar en consideración, por lo menos explícitamente, las relaciones y los flujos de capital, bienes y personas entre ella y otras partes del territorio nacional.



	Entre los años 1964 y 1970 se da impulso a la planificación económica mediante la creación de la Oficina de Planificación Nacional, una de cuyas principales funciones sería, a partir de entonces, la
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planificación del desarrollo regional. Además, se postula un decidido proceso de normalización que, entre sus logros principales, incorpora a ODEPLAN y, dentro de ella, a una Subdirección Regional como encargada de la planificación regional. Logros importantes del período, a su juicio, son también la difusión e internalización en el país de la teoría y la práctica del concepto de Región, la creación en algunas regiones de Oficinas Regionales de Planificación, el establecimiento de una base estadística regional, la incorporación de la temática territorial en las principales universidades del país y la creación y consolidación del polo de desarrollo Concepción Talcahuano.



	En el período 1970 al 1973 se continuó con las tareas propias de la planificación regional, esbozando diversos cambios que intentan ser congruentes con el proyecto político impulsado a la sazón. A pesar de las dificultades obvias para caracterizar dicho período, cabe recordar que el triunfo electoral del Mandatario electo en aquel tiempo se concreta en las provincias del país y, no en el Area Metropolitana �de Santiago, situación que, naturalmente, demuestra la importancia que el Gobierno de la época atribuía al tema, explica.



	Desde el año 1973, continúa, se observa un compromiso fuerte con las ideas del desarrollo regional, intensamente imbuidas de consideraciones geopolíticas y de descentralización. Se dictan los decretos leyes Nºs. 573 y 575 que contienen, prácticamente, todas las disposiciones e instrumentos que la Constitución de 1980 recoge y que hoy regulan el proceso de regionalización. Huelga señalar que en la formulación de
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los cuerpos legales antes referidos se recogió tanto las demandas regionales como la oferta de conocimiento y experiencia de los años anteriores.



	Se concibe, entonces, la descentralización funcional y territorial del país como un adecuado mecanismo para reducir el peso estatal en la toma de decisiones. Se introduce la Región como la unidad básica de Gobierno y de administración interior; se establece tal Fondo Nacional de Desarrollo Regional; se crea, en el Ministerio del Interior, la Subsecretaría de Desarrollo Regional, reconociéndose la importancia política del tema; se hacen funcionar, después de varios años de indefinición, los Consejos Regionales de Desarrollo, concebidos como mecanismos de participación social; se desconcentran los Ministerios a través de las Secretarías Regionales Ministeriales; se dota a las regiones, vía designación del poder central, de una autoridad política (Intendente Regional) con atribuciones y potestades importantes; se establece en cada región una Secretaría Regional de Planificación y Coordinación, como organismo técnico asesor de la autoridad política, dependiente de O'DEPLAN; se pone en funcionamiento un Banco Integrado de Proyectos que surge, en sus inicios,	como niciativa del Banco Regional de Proyectos y se dan importantes pasos en el manejo descentralizado de los servicios sociales de educación y salud, sin olvidar la mayor autonomía presupuestaria de las municipalidades.



	Lo que es, sin lugar a dudas, una importante labor en este campo, sobre todo si se reconoce objetivamente que gran parte de las políticas recogen inquietudes y planteamientos formales hechos por gobiernos anteriores para enfrentar la concentración de población y actividades, las consecuentes disparidades territoriales y la
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centralización de decisiones del país da a lugar a críticas, desde el punto de vista doctrinario, de generación y uso del poder político.



	En nuestra nación, a decir del señor Galilea, en la actualidad, se observan fuerzas importantes para establecer la justicia y la equidad territorial, aun cuando se trate de una empresa de suyo difícil, lo cual debe comprometer al Gobierno, al Congreso, a los Partidos Políticos, al empresariado nacional y regional, a las universidades y a los medios de comunicación. Lo importante es entender, cabalmente, que puede haber un camino en la dirección del desarrollo equitativo territorialmente, que potencie efectivamente la diversificación exportadora, para construir una economía capaz de crear empleos rentables; para enfrentar nuestra apertura externa y hacer realidad nuestras ideas de integración; para evitarnos los costos crecientes de una metropolitización desproporcionada, y para, por último, preservar nuestro medio ambiente.



	Una reestructuración a nivel territorial y una descentralización en el orden político son aspiraciones largamente aguardadas por la población del país. Las dificultades relacionadas con la concentración de población y de actividades en el Area Metropolitana de Santiago, las consecuentes disparidades entre las diversas regiones, provincias y comunas del país habida cuenta de los significativos montos de inversión y de gastos corrientes que aquélla demanda, la falta de armonía entre el crecimiento sectorial y su traducción en el plano geográfico nacional, y el centralismo en las decisiones, son percibidas como los causantes del sub�
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desarrollo o de la falta de desarrollo de los diferentes territorios del país.



	En efecto, indica el señor Galilea, la Región Metropolitana y, más específicamente, el Area Metropolitana de Santiago, concentra alrededor de un tercio de la población del país y cerca del 43% del Producto Geográfico Bruto.  Esto último, significa que cerca de la mitad de los bienes y servicios finales disponibles en la economía nacional se generan en el territorio de la Región Metropolitana.  Además, ésta concentra todos los Ministerios, las agencias públicas y las sedes de los partidos políticos, caracterizados por un estilo de funcionamiento altamente centralista.  Finalmente, en la capital se desarrollan las principales actividades sociales y culturales del país.  En síntesis, las expectativas de realización de cada individuo, cuando se analizan los indicadores de esperanza de vida, el ingreso medio y el acceso a vivienda, entre otros, son mucho mayor en la Región Metropolitana que en las restantes del país, lo que lo obliga a emigrar a la capital, produciéndose, idefectiblemente, el nocivo centralismo.



	Se trata, en definitiva, para lograr la tan ansiada equidad territorial, de establecer en el conjunto del país condiciones esenciales de vida para sus habitantes, constituyendo la lucha contra la pobreza una de las materias que se debe abordar con entereza y energía, puesto que representa un serio obstáculo en este camino.  Se deben elaborar programas específicos para mejorar la estructura básica, de manera que sustente un desarrollo rural elemental.  Cabe un papel principal en este sentido, demás está decirlo, al Fondo Nacional de Desarrollo Regional, el que,�
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apoyado ahora por el Fondo de Solidaridad Social, se erijen como herramientas adecuadas para lograr el objetivo propuesto: uno, favoreciendo a los lugares, y, el otro, ayudando a las personas.



	A decir del señor Galilea, los estudios existentes sobre la situación de pobreza, han puesto énfasis en el hecho de que est estado, que afecta a un importante sector de las personas, presenta orígenes diversos, dependiendo del escenario geográfico en que dichas personas se insertan. Sin duda, que parte��� de su situación de pobreza se ve explicada debido a sus propias carencias en educación, nutrición y salud, principalmente; o bien, por su ubicación en el mercado laboral. Sin embargo, puede darse por el simple hecho de residir en un lugar estructuralmente pobre. De ahí que un primer aporte debe ir dirigido a los "lugares", lo que posibilita un posterior apoyo que privilegie a las "personas".



	Se hace imprescindible, continúa, en la búsqueda de la equidad territorial, dotar a las regiones de una institucionalidad más eficiente, más adecuada para resolver problemas que sólo para “procesarlos y tramitarlos".� que `tenga una mínima pero sólida estructura profesional y, que disponga de recursos que permitan que las competencias, que paulatinamente se vayan transfiriendo desde , el nivel central, se puedan llevar a la práctica, sin pretender con esto, desde luego, reproducir todas las estructuras del gobierno central en las regiones, ya que tal ente burocrático tendría nulas posibilidades de supervivencia.
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	Al empresariado nacional y sobre todo al regional, le corresponde, ciertamente, también un rol importante. Deben ir más allá de declaraciones descentralizantes globales y de exigencias a la autoridad o a los Poderes Públicos, apoyando, particularmente, la tarea de preinversión.



	En el país, afirma el citado autor, se dan las condiciones actualmente para un acuerdo sólido y, a largo plazo en torno al desarrollo regional. En los actores económicos y sociales se muestra una actitud práctica, concreta y que ha ido superando la hiperideologización de las últimas décadas. Desde el ámbito público surgen lineamientos claros y precisos que buscan armonizar el crecimiento económico con la equidad social; de fortalecimiento de potestades y recursos para las regiones y de eficiencia y modernización de la gestión pública.



	En lo que respecta al Gobierno y Administración a nivel regional hoy en día, el señor Walter Fraser comenta que, reconociendo la existencia de un régimen político unitario, el problema de la autonomía regional se ha dado, hasta el momento, en términos relativos. La institucionalidad actual limita seriamente el poder efectivo de las regiones, tal como éste se expresa a través del Intendente Regional. Las regiones son objetos de desarrollo y no tienen la capacidad real de transformarse en sujetos de su propio desarrollo. Carecen de un auténtico poder regional, estando obligadas a ajustarse muy estrechamente a las políticas de nivel nacional, dificultándose seriamente la definición de políticas regionales específicas. De igual forma, al definirse la inversión rectorial, no sólo en base a políticas 
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sectoriales, sino que, además, en instancias centrales de decisión, se entraba la coordinación intrasectorial y la coordinación espacial de las inversiones, incluso aquéllas provenientes del FNDR. A nivel de recursos financieros se plantea igual situación: son definidos centralmente los fondos sectoriales, los fondos municipales provenientes del Fondo Común Municipal y el FNDR se distribuyen intrarregionalmente por decisión de la Subsecretaría de Desarrollo Regional.



	Conocido, someramente, desde el punto de vista político administrativo, el estado de las regiones, cabe ahora definir una estrategia que les permita a éstas alcanzar un grado creciente de desarrollo, con una apropiada independencia del nivel central, de manera de obtener, a la postre, su engrandecimiento y el de la nación toda. Según el autor Walter Fraser, aquélla se puede estructurar desde dos perspectivas: una nacional, que responde al modo tradicional con que históricamente se ha abordado el problema del desarrollo regional, y una desde abajo, es decir, desde las regiones, sujeta, posteriormente, a una coordinación interregional. Ciertamente, un estudio que incluya las dos formas de aproximación al problema, constituirá una sólida base en el diseño del mecanismo que permita solucionarlo.





**********





	Un primer antecedente sobre regionalización y descentralización se encuentra contenido en la Carta Fundamental del año 1925, en la que se.juzgó conveniente ahondar la descentralización de los servicios públicos, para conferir a los organismos provinciales y comunales facultades administrativas que se radicaban sólo en el
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nivel nacional de éstos. La Constitución aludida, en su capítulo IX, se refirió al régimen administrativo interior, a la administración provincial, a la administración comunal y a la descentralización administrativa. El artículo 107 de la misma, señalaba que “las leyes confiarán paulatinamente a los organismos provinciales o comunales las atribuciones y facultades administrativas que ejerzan en la actualidad otras autoridades, con el fin de proceder a la descentralización del Régimen Administrativo Interior".



	En lo referente a la administración provincial, la Constitución establecía que ella se encontraba a cargo del intendente, designado por una asamblea provincial, que presidía el mismo, y, que estaba integrada por representantes designados por las municipalidades de la provincia. Estos organismos no funcionaron lo conforme a la Ley 7.164, los intendentes respectivos los subrogaron, de modo que lo que podría estimarse como germen de la regionalización y descentralización, en lo concerniente al funcionamiento de las asambleas provinciales, no prosperó.



	A partir de 1974, el Decreto Ley N° 573, de ese mismo año, tal como se señalara en su oportunidad, contiene el Estatuto de Gobierno y Administración Interior del Estado. Como complemento necesario de la normativa constitucional del referido Decreto Ley, simultáneamente se aprueba el Decreto Ley Nº 575, que divide al país en regiones y señala sus respectivas capitales, textos legales sobre los cuales nos detendremos más adelante.
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	Por otra parte, mediante el Decreto Ley Nº 1.289, de 1976, dictado en cumplimiento de los mandatos constitucionales de los decretos leyes antes comentados, se aprueba la Ley Orgánica de Municipios y Administración Comunal. Confirma la definición de las Municipalidades dada por estos textos, señala atribuciones (funciones) privativas y compartidas, estas últimas como clara ampliación de la órbita de competencia del gobierno local, en relación con las disposiciones de la ley orgánica anterior, Nº 11.860. Asimismo, en este orden de ideas, es preciso destacar que, en forma supletoria, se confieren atribuciones al régimen municipal para concurrir con otros servicios a la solución de cualquier problema que afecte a los intereses de la comuna.



	Este Decreto Ley entrega al alcalde el ejercicio de todas las facultades y funciones de las municipalidades, acorde ello con la normativa que suprimió las corporaciones de regidores, a las que la legislación anterior a 1973 confería prácticamente la plenitud de las atribuciones de la administración comunal. Dispone que, para cumplir sus funciones, las municipalidades pueden ejecutar actos y celebrar los contratos que sean necesarios, lo que representa una importante innovación frente al principio contenido en el artículo 59 de la citada Ley Nº 11.860 y en el artículo 42 de la Constitución de 1925, en cuya virtud se entendía que las municipalidades, los alcaldes y los funcionarios no tenían facultad sino para celebrar los actos y contratos que taxativa y expresamente señala la ley.



	Dentro del ámbito de competencia municipal, se produce el traspaso a las municipalidades de la administración de los servicios educacionales, de prestación de acciones de salud y de atención de menores.
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	La reglamentación de la transferencia de administración de los indicados establecimientos se contiene en el D.F.L. Nº 1�3.063, del año 1980; y el financiamiento, en parte está previsto en el Decreto Ley Nº 3.476, del mismo año, cuyo artículo 19 establece que las municipalidades, por los establecimientos educacionales que tomen a su cargo, podrán acogerse al beneficio de la subvención fiscal que estatuye ese cuerpo legal.



	Con el ordenamiento que regula las funciones de la administración regional y local tienen directa relación las normas que establecen la división del territorio nacional, para estos efectos, en provincias y éstas en comunas, y que se encuentran contenidas en los Decretos Leyes N°s. 2.867 y, 2.868, de 1979; el primero, relativo a la delimitación de regiones y provincias y, el otro, atinente a la división en comunas de cada territorio provincial. Además, por lo que se refiere a la Región Metropolitana, su gobierno y administración se rigen por el Decreto Ley Nº 3.260, de 1980, que contempla la división de dicha región en provincias, y por el Decreto Ley N° 3.642, de 1981, que establece la división comunal de la Provincia de Santiago, antes denominada Area Metropolitana. La reformulación comunal de la Provincia de Santiago, que consistió en la creación de 17 nuevas Comunas, se establece en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 1�3260, de 1981, en el que también se señalan los límites específicos de todas las Comunas �antiguas y nuevas� de la Provincia de Santiago y las de las otras cinco provincias que integran la Región Metropolitana, es decir: Chacabuco, Cordillera, Maipo, Talagante y Melipilla.
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	Por último, el ordenamiento orgánico constitucional de la administración municipal puede decirse que tiene su culminación con la vigencia, desde mayo del año 1988, de la Ley N° 18.695, dictada en cumplimiento del mandato contenido en el artículo 107 de la Constitución Política.



**********





	En la descentralización administrativa impulsada por la Constitución de 1925, entonces, no existió, lamentablemente, una clara definición de los conceptos de descentralización y de desconcentración, siendo esta diferencia fundamental para una cabal comprensión jurídica del proceso global de regionalización.



	La forma de Estado unitario, como se vio, trae generalmente aparejada la consecuencia de una tendencia marcada hacia el centralismo.  El poder central actúa como un centro de atracción que absorbe a los poderes locales, de tal manera, que la forma de Estado y la centralización son dos fenómenos correlativos.



	A decir del autor Manuel Daniel, la forma o régimen de centralización se destaca por su aspecto piramidal, lo que significa que los órganos convergen hacia un jerarca único y superior y, desde el punto de vista jurídico, carecen de personalidad propia.







�33.



	Frente a la complejidad de la vida moderna, para satisfacer en forma más eficiente los múltiples intereses colectivos y por la necesidad imperiosa de distribuir funciones y capacidad de decisión, el Estado contemporáneo ha visto surgir dos correctivos: la descentralización y la desconcentración.



	La descentralización adminis�trativa es uno de los paliativos que el mundo moderno ha buscado para combatir el centralismo y significa que el Estado distribuye sus funciones y crea órganos para cumplir cometidos específicos.



	Los organismos descentrali�zados sel caracterizan porque no están subordinados jerárquicamente a ningún otro órgano administrativo, sino que reciben atribuciones directamente de la ley. Además, están dotados de personalidad jurídica, tienen patrimonio y responsabilidad propios, están sujetos al control del poder central, que recibe el nombre de tutela, la que se diferencia de la dependencia jerárquica, porque se ejerce a través de un órgano contralor.



	El	sistema de descentra�lización administrativa se genera como consecuencia del crecimiento de la función administrativa y de la expansión de la actividad del Estado.	La tecnología se ha introducido también en la administración, que ha debido atender funciones de carácter económico y social con connotaciones, muchas veces, empresariales.  Se han creado, así, organismos especializados por su materia o de índole local, a los cuales se ha otorgado una determinada competencia que ejercen en una relación que no es de jerarquía con el poder central, sino de supervigilancia.
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El sistema involucra, en consecuencia, un régimen de relativa autonomía en la realización de sus cometidos y en la atención de los intereses que se le confían, pero que, de todos modos, siguen siendo intereses del Estado; se obtienen, como ventajas inmediatas, según el referido autor, las siguientes:



	a) Los intereses regionales o locales aparecen más favorecidos por el hecho de que las decisiones que se adoptan a su respecto, se toman en el lugar en que se producen las necesidades y aspiraciones de los administrados;



	b) Al descender el nivel de decisión, se descongestiona y agiliza la acción administrativa, porque evita las revisiones que exige la estructura jerárquical y



	c) La solución de los problemas queda en manos de quienes los conocen directamente y en profundidad, por la conexión que la autoridad tiene con la vida y circunstancias de la región.



	La desconcentración adminis�trativa es, por su parte, el mecanismo en virtud del cual Se transfieren competencias de los órganos superiores a los inferiores y se disminuye la subordinación de éstos a aquéllos.



	La desconcentración implica que los agentes locales del poder central tienen competencia para adoptar ciertas decisiones sobre asuntos regionales y locales, pero permanecen jerárquicamente subordinados al poder central.
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	Un órgano transfiere facul�tades y atribuciones a otros órganos, pero éstos quedan sujetos a la dependencia jerárquica de aquél. La desconcentración no crea agentes independientes, es sólo el traspaso de competencias de un ente de la, administración a otro inferior.



	El órgano desconcentrado carece de personalidad jurídica propia, no actúa por sí mismo, sino con la personalidad del órgano central. No tiene, tampoco, patrimonio propio.



	Como ejemplo, en Chile podríamos citar el Servicio de Impuestos Internos, que está jerárquicamente sometido al Presidente de la República, porque es un servicio dependiente del Ministerio de Hacienda; las secretarías regionales ministeriales y las direcciones regionales de servicios.



	Los intentos descentra�lizadores realizados por los gobiernos en el sentido administrativo, conforme lo señala el señor José Fernández Richard, sea por falta de visión, sea por carencia de una adecuada asesoría técnica, sea por falta de comprensión de los reales problemas de las provincias, no llegaron a integrar las regiones entre sí, sino más bien tendieron a mejorar sus condiciones para que cumplieran mejor su papel de dependencia directa del centro de poder del país. Sin embargo, según señala la profesora Luz Bulnes, la decisión de alcanzar una nueva estructura administrativa, ya sea delegando atribuciones a los órganos locales o creando entes personificados en las diferentes regiones del país, comenzó a concretarse en el curso de la administración pasada.
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	Sobre el particular, cabe señalar la creación de la Comisión Nacional de la Reforma Administrativa (CONARA), por Decreto Ley Nº 212, de 17 de diciembre de 1973, que cumplió su misión con la participación de equipos técnicos de alto nivel, tanto nacionales como extranjeros, y con la contribución de autoridades profesionales y representantes que pertenecían a las distintas regiones.



	En el artículo 12 de este decreto ley se establecieron las atribuciones de este �organismo y, entre ellas encontramos la de "estudiar y programar medidas tendientes a hacer una adecuada regionalización administrativa del país".



	Como resultado de esta iniciativa, en julio de 1974, se dictaron los decretos leyes 573 y 575. El primero de ellos fue de rango constitucional y aprobó el estatuto de gobierno y administración interior del Estado, reemplazando, de ese modo, el régimen que sobre la materia consagraba la Constitución de 1925. Por el segundo texto legal se estableció la regionalización del país, fijando las doce regiones más la Región Metropolitana de Santiago.



	En virtud de estas normas se derogaron los capítulos VII y IX de la Constitución de 1925, relativos al gobierno interior del Estado y al régimen administrativo interior.





	Con la díctación de los decretos leyes aludidos, se daba comienzo a una nueva división política y administrativa del país, la que se inicia como un proceso gradual que toma el nombre de regionalización.
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	Creemos de interés señalar los principios orientadores de los cambios que se propiciaban a los sistemas de gobierno regional, provincial y comunal.  Se establece un sistema jerárquico de autoridades y organismos, en cuyo vértice superior se encuentra el intendente regional, autoridad dotada de atribuciones para dirigir y administrar la región, con la asesoría de un Consejo Regional de Desarrollo, organismo de participación regional en el proceso de desarrollo socioeconómico, y de una Secretaría Regional de Planificación y Coordinación, ente técnico que colabora con ambos.  Lo siguen los gobernadores; provinciales, que representan al intendente regional en la nueva división territorial y administrativa que se crea, siendo éstos también asistidos por un comité técnico asesor que colabora con su gestión; y, finalmente, en la base del sistema, se encuentran las municipalidades, a cargo de un alcalde, que es asesorado por un Consejo Comunal de Desarrollo una Secretaría Comunal de Planificación, organismos de participación y estudio, respectivamente.



	Al mismo tiempo, se establece un sistema de desconcentración de las atribuciones de los Ministerios y servicios nacionales para permitir la adecuada resolución de los problemas regionales y comunales.



	Los principios expresados se concretan en los Decretos Leyes Nºs 573 y 575, de 1974, ya mencionados.
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	Por el decreto ley 573 se consagra tal. estatuto del gobierno y administración interior del Estado, dividiendo el territorio de la República en regiones y las regiones en provincias. Para los efectos de la administración local, las provincias se dividirán en comunas. Con este decreto ley se materializa el proceso de regionalización del país, apareciendo una nueva división territorial, que es la región, la que no sólo considera los elementos geográficos, sino también otras variables como son los factores humanos, de seguridad, socioeconómicos, etc.



	Esta unidad territorial, al no estar definida en los textos legales, puede entenderse como una unidad geográfica, obra exclusiva de una naturaleza, como también se puede pensar en una unidad socioeconómica, caracterizada por ciertas actividades e intereses. Pero, además, puede existir como ente jurídico�político planificado por el hombre, que ha tomado en consideración elementos geográficos, económicos y culturales.



	En todo caso, la regional¡�zación no puede ser producto del arbitrio; es creación de la voluntad humana, pero considerando un complejo de elementos proporcionados por la naturaleza.



	En las últimas décadas, tanto en Chile como en los países americanos y europeos, como se analizó, se ha evidenciado la necesidad de crear nuevas estructuras territoriales.



	En general, dada la multiplicidad de manifestaciones que reviste la región, se ha preferido no consagrar una 
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definición de carácter jurídico, sino limitarse a tener presente que, en definitiva, la región no es otra cosa que el ente territorial estructurado sobre las bases y en concordancia con la región geográfica y socioeconómica y cuyo grado de competencia estatal depende de muchas variables.



	Por estas razones, no es posible establecer en forma universal la naturaleza jurídica de la región.



	Es evidente que en un Estado federal los órganos regionales tendrán competencias diferentes que en un Estado unitario, donde, en general, no gozarán de competencias normativas o legislativas, pues se estaría desvirtuando la esencia del Estado unitario.



	El proceso de regionalización en Chile obedeció a objetivos y, criterios que se definieron desde sus comienzos. Se pretendió facilitar un desarrollo del país considerando el todo y cada una de las unidades territoriales en que aquél se divide, sobre la base de una adecuada integración nacional.



	Por lo tanto, los conceptos de desarrollo e integración están permanentemente presentes en la normativa y en la gestión vinculada al proceso regional y permiten ilustrar el verdadero alcance del mismo.



	A decir del jurista Arturo Aylwin, en Revista Política, en su publicación "El proceso de descentralización administrativa”: “los decretos leyes 573 y 575, que pusieron en marcha la regionalización, establecieron la gradualidad del proceso, pues resultaba 
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evidente que la implementación del nuevo sistema requería de muchos recursos naturales y técnicos, de diversas reformas, de modificaciones de estructuras y de procedimientos y, aún más, de la formación de hábitos de cambios de mentalidad.



	En primer término comenzaron a regir, desde 1974, las regiones I y XII, ubicadas en los extremos del país, y la región VIII, ubicada en la zona central.



	Dichas regiones operaron de inmediato con sus respectivas provincias. La experiencia adquirida con su funcionamiento facilitó la continuación del proceso con las regiones, razón por la cual aquéllas fueron conocidas con el nombre de regiones piloto.



	En segundo lugar, previo acuciosos estudios, se hizo la división provincial del resto de las regiones, las que entraron en funcionamiento el 12 de enero de 1976.



	En tercer lugar, se reguló la división provincial y la organización de la Región Metropolitana, la que entró a regir a contar del 12 de abril de 1980.



	Paralelamente y en armonía con este proceso gradual, se aprobó la nueva ley de organización de las municipalidades, que entró en vigencia el 14 de enero de 1976 y permitió asumir a los municipios su nuevo rol dentro del sistema regional. Más tarde, después de un largo período de recopilación de anteceden�tes y de estudios
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Sobre la materia, se establecieron las nuevas comunas y se dictaron sucesivas normas que ampliaron la competencia municipal.



	Del mismo modo, también en forma gradual se han ido desconcentrando territorialmente los ministerios y los servicios nacionales y se han creado servicios descentralizados en las regiones.”.



	La Constitución de 1980 mantienen en el artículo 3° la forma de Estado universitario y establece, a continuación, que su territorio se divide en regiones.



	Dice el artículo 3°:



	“El Estado de Chile es unitario, su territorio se divide en regiones.  La ley propendrá a que su administración sea funcional y territorialmente descentralizada”.



	Por Estado unitario debemos entender aquél en que el poder conserva una unidad en cuanto a su estructura, al elemento humano y al territorio sobre el cual recae.  El poder estatal se ejerce sobre todo el grupo humano que habita el Estado, de manera que las decisiones políticas obligan por igual a todos los gobernados.



	La característica más fundamental del Estado unitario –y en ello coinciden los tratadistas- es que la competencia legislativa está reservada sólo a los órganos centrales, de manera que si existen órganos locales, éstos sólo tienen como competencia la ejecución de la actividad estatal.
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	La fuente u origen del artículo 3°, antes, transcrito, fueron básicamente la Constitución de 1925 y el D.L. 573, de 1974. Sin embargo, un antecedente directo lo constituye el Acta Constitucional Nº 2, de 1976, sobre ''Bases de la Institucionalidad”.



	No obstante la importancia trascendental del proceso de regionalización puesto en marcha y los logros evidentes que se han alcanzado, el examen objetivo de este proceso, desde el punto de vista doctrinario, también deja en evidencia una serie de deficiencias y problemas no resueltos.



	El método más adecuado para evaluar los resultados de la regionalización debería consistir en el análisis de cada uno de los objetivos planteados para apreciar su grado de cumplimiento. 



	Uno de estos objetivos es de orden económico, al postularse el desarrollo equilibrado de las regiones. Varios trabajos recientes coinciden en señalar que este objetivo no se ha cumplido. En efecto, los índices económicos sugieren que no se ha alterado la concentración económica en la Región Metropolitana, que aporta más del 40% del producto geográfico bruto.



	El estudio del señor Dagmar Raczyunski, integrante de CIEPLAN, que examina las variaciones del PGB a nivel regional entre 1974 y 1982, señala: "La evolución del PGB regional entre 1974 y 1982 y su composición sectorial mostró que las regiones y áreas orientadas a satisfacer el mercado nacional se deprimieron en beneficio de aquéllas que poseían disponibilidad o potencialidad para la exportación de recursos 
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naturales. Hubo una expansión de la producción minera, de la pesca y los rubros silvícola y frutícola del sector agropecuario. La producción de estas actividades se expandió en las regiones con ventajas comparativas en estos rubros y con cierta infraestructura preexistente para su explotación: las regiones mineras de Antofagasta y Atacama; las regiones forestales en el centro�sur, principalmente las de Maule y Bío�Bío; las áreas fruti�hortícolas en la zona central (valle del Aconcagua y el valle central de O'Higgins).”.



	El mismo estudio sintetiza lo ocurrido en el sector económico: "Considerando no sólo los recursos públicos destinados explícitamente a las regiones a través del Fondo Nacional de Desarrollo Regional UNDR), sino que la política fiscal en su conjunto, las regiones beneficiadas fueron la Metropolitana y, la de Aysén. En las restantes 11 regiones hubo una expoliación de recursos en favor de la Región Metropolitana. Las regiones más fuertemente gravadas fueron cuatro: las dos que contienen los principales centros industriales alternativos a Santiago, Valparaíso y Concepción; Coquimbo, una de las regiones más pobres del país; y Antofagasta, una de las regiones más ricas".



	Los objetivos económicos planteados en aquel tiempo para la regionalización se vieron afectados por la recesión económica, lo que explicaría el hecho de que el monto del Fondo Nacional de Desarrollo Regional nunca alcanzó al 5% de los ingresos, como se había previsto.
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	Pero además de los aspectos económicos de la regionalización en este enfoque sociológico, interesan los objetivos de carácter social propuestos en el plan de regionalización. Este, enfatizó el objetivo de participación social de la comunidad en tal proceso.



	Se reconocía como uno de los fundamentos de la regionalización una participación real de la población en la definición de su propio destino, contribuyendo y comprometiéndose, además, con los objetivos superiores de su región y del país.



	La participación social cons�tituye el núcleo sociológico de la regionalización, lo que permitirá que esta última sea un proceso arraigado en las bases de la población, es decir, un proceso que tiene raíces y que va de ellas a la cúspide.



	Ahora bien, uno de los aspec�tos más criticados de nuestro proceso de regionalización reside precisamente en la escasa participación de las personas, grupos 11 organizaciones representativas de la comunidad, concluye el profesor Hernán Godoy Urzúa.



	Las estructuras administra�tivas en pro de la regionalización sólo serán eficaces, entonces, si favorecen la participación activa de las personas, grupos y organizaciones locales, así como el respeto de su autonomía y la acogida razonable de sus iniciativas.



	Por ejemplo,  la articulación de los organismos públicos con las entidades privadas es un supuesto en la 
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regionalización. Este requisito no se ha cumplido en el actual proceso de regionalización debido a los déficit de participación social.



	Asociado a este déficit, otro punto vulnerable consiste en el escaso poder de decisión, que, en la práctica, tienen las autoridades y organismos regionales, no obstante las atribuciones que poseen.



	La ley asigna, por ejemplo, considerables atribuciones a los intendentes regionales, como resolver respecto de los proyectos de políticas, planes de desarrollo y presupuesto regional, oyendo al consejo regional de desarrollo; fijar las prioridades de los proyectos y, programas regionales; dictar los reglamentos, etc. También la ley otorga a los alcaldes el manejo de recursos monetarios mayores que en el pasado; no obstante lo cual el proceso de toma de decisiones permanece centralizado y sujeto a la aprobación de la autoridad jerárquica superior.



	Otro aspecto criticado por el profesor Godoy del proceso de regionalización es el olvido inexplicable de sus dimensiones culturales.



	Existe en Chile una serie de culturas regionales, diferenciadas entre sí por condicionantes del medio geográfico y de sus recursos naturales, por la formación de su estructura social y por el desenvolvimiento histórico de sus instituciones.



	Expresiones objetivas de esta existencia de las culturas regionales de Chile son la literatura descriptiva o interpretativa de las regiones a través de la narrativa, la poesía, el ensayo; las 
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investigaciones y las historias locales; las expresiones plásticas constituidas por la arquitectura, el urbanismo, la pintura y las artesanías populares, como la música y los bailes, los mitos y leyendas, las fiestas y festividades. Por último, los tipos sociales y las figuras históricas representativas de las regiones.



	Para ser efectiva y sólida, la regionalización debe tener soporte cultural, que en el caso de Chile corresponde a las culturas regionales.



	Región y cultura aparecen vinculadas por nexos de reciprocidad. La cultura contribuye a configurar cada región y el desarrollo de aquélla fortalece la regionalización. Por ello, en gran parte, la regionalización es un proceso cultural, además de económico y político�administrativo.



	A la serie de manifestaciones objetivas de las culturas regionales, ya mencionadas, habría que agregar los aspectos subjetivos, que se refieren al conocimiento, difusión y aprecio de los valores regionales, es decir, al grado de conciencia existente en los miembros de cada región acerca de la propia identidad cultural.



Este componente subjetivo de las culturas regionales es deficitario, a juicio del referido profesor, debido al desconocimiento de dichas culturas, aun entre los habitantes de las respectivas regiones.
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B.- Análisis jurídico y operatoria del proceso de regionalización.



	Tal como se señalara, de conformidad a la Constitución Política de 1980 –artículos 3° y 99, entre otros- la región viene a constituir la base territorial fundamental para el gobierno y administración interior del Estado.  Así, las dos disposiciones de la Carta Fundamental precitadas disponen que el territorio de la República se divide en regiones y éstas, a su vez, para los fines señalados, en provincias.



	Sin perjuicio de aquella normatica que no ha sido afectada por las modificaciones introducidas a su texto original, cabe hacer presente para una mejor comprensión de los alcances de los comentarios y afirmaciones que se efectúan en esta parte del informe, que éstos deben entenderse referidos, en general, a las disposiciones de aquél vigentes al momento de dictarse los respectivos cuerpos legales a que se haga mención y, por último, en caso alguno, a las últimas alteraciones de que fuera objeto la Constitución por la Ley N° 19.097, e 12 de noviembre del año recién pasado, puesto que, precisamente, son éstas las que sirven de necesario e ineludible fundamento al proyecto de ley motivo de este informe, como, asimismo, a aquél que, en fecha reciente, fuera conocido y estudiado por vuestra Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social, con ocasión de su primer trámite constitucional, y que dice atingencia con modificaciones que se propondrá introducir a la legislación municipal.



	A pesar de que, como se vio, la Carta Fundamental reconoce expresamente a la región como unidad territorial básica,
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No procede a definirla ni, tampoco, se determina sus límites, estableciendo, solamente, en el inciso final del último de los artículos precitados, que la modificación de aquéllos y la fijación de sus capitales será motivo de una ley de quórum calificado, a proposición del Presidente de la República, por lo que se definición hay que buscarla en la doctrina que, como se habrá visto en otras partes del presente informe, ha intentado un sinnúmero de conceptos.



	Satisfactorias resultan aquéllas que la enfocan bajo una doble perspectiva: una de índole amplia y otra más restrictiva.  Así, la primera, enfoca a la región como aquel espacio geográfico predeterminado por la ley, esto es, un ente de carácter meramente espacial.  La segunda, la visualiza como una unidad territorial, integrada por dos o más provincias, vinculadas por intereses socioeconómicos y culturales más o menos compartidos, lo que posibilita el manejo de sus recursos en términos de facilitar su desarrollo integral, dotado de población suficiente para impulsar este último y con un lugar central que actúa como impulsor de las actividades económico-sociales y de orientador de la dinámica de su crecimiento.  Por consiguiente, la región viene a constituir, de acuerdo a lo afirmado por el especialista Zarko Luksic, la base territorial donde se conjugan los intereses nacionales y locales, radicándose en ella servicios públicos y organizaciones sociales interdependientes, siendo éste, por lo demás, un marco de referencia geográfico-jurídica para orientar la acción de los poderes del Estado, de la administración centralizada y de los órganos de planificación económica y social.  En último término, concluye, aparece como el más eficiente eslabón de la plena participación de las iniciativas creadoras del sector privado, en íntima armonía con las autoridades.
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	Profundizándose en lo ya indicado en su oportunidad, en cuanto a que el inicio de nuestro actual proceso de regionalización tuvo su origen en los Decretos Leyes Nºs. 573 y 575, ambos de 1974, se estima interesante transcribir, a continuación, los considerandos del primero de ellos, con el propósito de lograr una visión más acabada de las razones tenidas en cuenta por las autoridades de la época, cualquiera sea el juicio que merezcan unos y otras, para concretar esta iniciativa:





	“1.° Que el hecho de que el Estado de Chile sea unitario, constituido por una sola asociación política, no se contrapone con el de que su Gobierno se ejerza sobre la base de una organización interna que obedezca a un criterio de descentralización y desconcentración;



	2.° Que este proceso de integración nacional debe lograrse a través de:



	a) Un equilibrio entre el aprovechamiento de los recursos naturales, la distribución geográfica de la población y la segurídad nacional, de manera que se establezcan las bases para un desarrollo más racional de todas las regiones que integran el territorio nacional.



	b) Una participación efectiva de la población en la definición de su propio destino,
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contribuyendo y comprometiéndose,	además,	con los objetivos superiores de su región y del país, y



	c) Una igualdad de oportuni�dades para recibir los beneficios que reportará el proceso de desarrollo en que está empeñada la Junta de Gobierno.



	3.° Que la necesidad de lograr más plenamente las metas del desarrollo económico y social requieren de una mejor utilización del territorio y de sus recursos.



	La excesiva concentración económica en algunas ciudades del país, especialmente en Santiago, está alcanzando niveles de tal magnitud que obliga a distraer cuantiosos recursos en obras urbanas, que obviamente tendrían una rentabilidad social mayor si fuesen invertidos en actividades productivas que permitirían un crecimiento económico más acelerado y regionalmente equilibrado;



	4.° Que es de toda conve�niencia establecer una nueva división político�administrativa del territorio nacional con el objeto de posibilitar la planificación del desarrollo, lo cual implica:



	a) Una organización adminis�trativa descentralizada, con adecuados niveles de decisión en función de unidades territoriales definidas con tal objeto;



	b) Una jerarquización de las unidades territoriales;
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	c) Una dotación de autoridades y organismos en cada unidad territorial con igual nivel entre sí y con poderes de decisión equivalentes, de modo que sea posible su efectiva complementación, y



	d) La integración de todos los sectores, mediante instituciones que aseguren su actuación en conjunto y no aisladamente;



	5.° Que es preciso reemplazar el actual Régimen de Administración Interior por, un régimen que agregue al concepto de Administración, el de Planificación, y que ambos tengan como objetivo el desarrollo socioeconómico del país;



	6.° Que el concepto de desarrollo debe ser incorporado al Régimen de Administración Interior, como una función preferente del Estado, e íntimamente ligado al orden y seguridad interior del país;



	7.° Que los anteriores funda�mentos son coincidentes con las conclusiones de los estudios técnicos y también con el resultado de las consultas realizadas a diferentes sectores representativos de la comunidad nacional y regional, y



	8.° Que la trascendencia y complejidad de esta reforma hace necesario que sea realizada en forma gradual, de modo tal que las estructuras existentes se adecuen en forma progresiva y sistemática;”.
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	Todos estos postulados, normas allí contenidas y en los otros textos legales sobre la materia dictados con anterioridad a la Constitución Política de 1980, fueron recogidos por ésta, destacando su artículo 100 que "el Intendente es un funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República, de quien es su agente natural e inmediato en la respectiva región", constituyéndolo, así, en el representante directo del Primer Mandatario en la región correspondiente, por lo que debe ejercer sus funciones de acuerdo a la normativa vigente y a las órdenes e instrucciones que le imparta aquél, correspondiéndole, como tareas fundamentales, la formulación de las políticas de desarrollo de la región, ajustándose a los planes nacionales, y ejercer la supervigilancia, coordinación y fiscalización de los servicios públicos, con excepción de la Contraloría General de la República y de los Tribunales de Justicia (en concordancia con el artículo 38 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado).



	El nombramiento del Intendente es entregado, como es de suponer de la lectura de la anteriormente transcrita norma, al Presidente de la República, teniendo un plazo de tres días para asumir, contado desde que le sea notificado el decreto respectivo.



	Los requisitos exigidos para desempeñar tal cargo son los siguientes:



	a) Ser ciudadano con derecho a sufragio;

	

	b) Haber cumplido con la ley de reclutamiento y movilización, en los casos que proceda.
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	c) Tener salud compatible con la función;



	d) Haber aprobado la enseñanza básica y poseer el nivel educacional o título profesional o técnico que la naturaleza del cargo exige;



	e) No haber cesado en algún cargo público por calificación deficiente o por medida disciplinaria, salvo que hayan transcurrido más de cinco años desde la expiración en las funciones, y



	f) No hallarse procesado o condenado por crimen o simple delito ni encontrarse inhabilitado para el ejercicio del cargo.



	Tales exigencias, en lo espe�cífico, se encuentran contempladas en el artículo 113 de la Constitución y en el artículo 42 de la Ley de Bases, y en lo general, esto es, extensibles a todo funcionario de la Administración del Estado, en el artículo 11 de la ley Nº 18.834.



	Al respecto, debe hacerse mención al hecho de que son inhábiles para ocupar el cargo en comentario los menores de veintiún años de edad; los que estén declarados en quiebra por sentencia ejecutoriada; y, finalmente, las personas naturales y los administradores o gerentes de personas jurídicas o de sociedades que tengan o caucionen contratos con el Estado.



	También debe tenerse presente que, de conformidad al primitivo Texto Constitucional, al cual nos estamos refiriendo, según se señaló, el cargo de Intendente es incompatible con los de 
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Gobernador y Alcalde, con excepción de los Intendentes que pueden ser Gobernadores de la provincia que sea cabecera de la región y los Alcaldes designados por el Presidente de la República, e, igualmente, es incompatible con los cargos de Diputados y Senadores.



	De conformidad a lo precep�tuado en el artículo 10 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 22, de 1959, sobre Servicio de Gobierno Interior, entre otros aspectos, se dispone que en caso de ausencia o impedimento para ejercer el cargo, el Intendente es subrogado por el Secretario de la Intendencia, con la salvedad que el Presidente de la República puede designar a otra persona.



	Interesante resulta en esta parte del informe, atendida la nueva estructura que, de conformidad a la reciente reforma constitucional, se da al Gobierno y Administración de la región, señalar las funciones que, en la actualidad, cumple desempeñar al Intendente, las que se encuentran diseminadas en una serie de cuerpos legales �algunos de antigua data�, sin perjuicio de aquéllas, de orden genérico, que se consultan en la Constitución de 1980 y en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.



	1.� Así, entre aquellas rela�tivas con el Gobierno y Administración Interior, se pueden señalar las siguientes:



	a) La de dirigir las tareas propias del Gobierno Interior, de conformidad a las directrices impartidas por el Primer Mandatario, en forma directa o a través del Ministerio del Interior.
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	b) La de resolver, con acuerdo del COREDE, los planes de desarrollo y de presupuesto regional, como, asimismo, las modificaciones de que sea objeto.



	c) La de priorizar los proyectos y programas, los que habrán de ser aprobados, modificados y compatibilizados por el Gobierno Central a fin de conciliarlos con las políticas, planes y presupuestos nacionales.



	d) La de disponer del presupuesto regional anual, ciñéndose a la normativa presupuestaria existente a este respecto.



	e) La de representar extraju�dicialmente al Estado en la región, en materia de celebración de contratos y. actos indispensables para su desarrollo, a ser financiados con el presupuesto regional.



	f) La de ordenar que se formen comisiones sectoriales e intersectoriales para la realización de estudios sobre materias específicas.



	g) La de dictar resoluciones, instrucciones y reglamentos para el ejercicio de sus atribuciones.



	h) La de ejercer una serie de facultades que, al igual que a los Gobernadores, el Decreto de Fuerza de Ley Nº 22, de 1959, les entrega en relación con el orden público, reuniones públicas, 
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detenciones y allanamientos en los casos que indica, disponiendo, al efecto, de las fuerzas de Carabineros de Chile, de la Policía de Investigaciones y, en otro plano, recabar la cooperación de entidades como la Cruz Roja, el Cuerpo de Bomberos y la Defensa Civil.



	En lo que dice atingencia con las reuniones públicas, el artículo 48 del precitado cuerpo legal los faculta para adoptar las medidas que estimen necesarias para la	observancia estricta de las normas vigentes relacionadas con el ejercicio del derecho de reunión y, en especial, de las disposiciones generales de policía, con el propósito de mantener la seguridad del Estado y el orden público en toda su integridad. 	

	2.� Entre aquellas atribu�ciones que dicen consonancia con la actividad de los servicios públicos, se pueden señalar las siguientes:



	a) La de coordinar y regular la forma de actuación de éstos, para la adecuada ejecución, por su intermedio, de las políticas, planes y proyectos regionales, quedándole subordinados los jefes de los servicios existentes en la región, sin perjuicio de aquella dependencia, de carácter técnico, que éstos tienen respecto de sus jefaturas nacionales.



	b) La de ejercer la supervi�gilancia y fiscalización de los servicios precedentemente indicados, cautelando la legalidad de sus actos y su funcionamiento regular, continuo  y eficiente, como, de igual modo, las obras que éstos ejecuten, ya sea en forma directa o por medio de terceros.
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	c) La de disponer comisiones de servicio y destinaciones de cualquier funcionario público dentro de su respectivo territorio jurisdiccional, pudiendo, además, ordenar la formación de comités coordinadores regionales de la Administración del Estado.



	3.� En lo que dice relación con aquellas funciones que posee el Intendente respecto del sector privado, vale la pena destacar aquélla consultada en el Nº 9 del artículo 52 del Decreto Ley Nº 575, de 1974, cual es la de fomentar la actividad privada, orientándola hacia el desarrollo regional y procurar su coordinación con la autoridad estatal.



	Ahora bien, en la Constitución Política vigente antes de las modificaciones, artículos 101, 102 inciso primero, en relación con el artículo 39, inciso primero, de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado y el artículo 12 de la Ley Nº 18.605, junto al Intendente existe un Consejo Regional de Desarrollo, como un órgano asesor del �Intendente, encargado, en lo principal, de contribuir a hacer efectiva la participación de la comunidad en el progreso económico, social y cultural de la región de que se trate. Debe recordarse que tal preceptiva obedece a la creación, mediante los Decretos Leyes Nºs. 573, artículo 92, a, 575, artículos 7º al 11, del precitado órgano de administración regional.



	No obstante que la ley en proyecto, atendida la última reforma constitucional, no consulta la existencia del referido COREDE, se ha estimado pertinente efectuar una breve descripción de sus principales características o aspectos.
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	Así, en lo que dice atingencia con su integración, cabe destacar al Intendente, quien lo preside; los Gobernadores Provinciales de la región; un representante de cada una de las instituciones de la Fuerzas Armadas y de Carabineros de Chile, que tengan su asiento en la región; cinco representantes de los sectores económico, social y cultural de la Administración del Estado o de sociedades cuyo capital pertenezca en un 50% o más al Estado o a sus organismos, siempre que tengan su sede y desempeñen sus funciones en la región; y, finalmente, por representantes del sector privado, los que deben constituir el 60% del total de los miembros del Consejo y ser representativos en un 20% del estamento empresarial, en un 20% del laboral, en un 7% del cultural, en un 7% del profesional y en un 6% del fomento al desarrollo social y económico de la región (artículo 7° de la Ley Orgánica Constitucional de los Consejos Regionales de Desarrollo).



	En lo que dice relación con las atribuciones de los COREDE, cabe distinguir entre las de carácter exclusivo, aquéllas de índole concurrente y las de tipo consultivo.



	Entre las primeras, la precitada Ley Orgánica Constitucional contempla, por citar las principales,	la de resolver la distribución del fondo regional de desarrollo, la de designar a los representantes regionales en todos los órganos de participación consultiva de carácter oficial; la de designar, cuando corresponda, a los Alcaldes a proposición en terna del CODECO, Ir removerlos por las causales que allí se indica, también a propuesta del aludido Consejo; la de resolver las controversias que se susciten entre el Alcalde y el CODECO en todos aquellos casos en que la Constitución y la ley exijan.el acuerdo de este último.
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	En cuanto a las concurrentes, esto es aquéllas respecto de las cuales se precisa del acuerdo del COREDE, se cree importante destacar la aprobación del plan regional de desarrollo y del proyecto de presupuesto regional, como, asimismo, las modificaciones de ambos.



	Las facultades consultivas del COREDE, esto es, aquellas materias en las que el Intendente debe requerir la opinión de aquél, están apuntadas hacia el informe anual respecto de la ejecución del plan regional de desarrollo y del presupuesto regional del año precedente; y las Proposiciones sobre modificación de la división política y administrativa de la región, todo ello, sin perjuicio de aquellos asuntos que la aludida autoridad estime conveniente someter a la consideración del Consejo en referencia.



	No obstante las señaladas, se estima pertinente consignar dos facultades que no tienen cabida dentro de la clasificación utilizada anteriormente para sistematizarlas, ellas están previstas en el artículo 26 de la Ley N° 18.605 y son: la de conocer, en forma oportuna, de la distribución en la región de los recursos sectoriales, sociales y municipales para el año correspondiente, pudiendo recomendar prioridades para la ejecución de programas y proyectos específicos de inversión, como, de igual modo, formular al Intendente proposiciones relacionadas con el progreso económico, social y cultural de la región.
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	Las sesiones que puede celebrar el COREDE son de tres tipos: constitutivas, ordinarias y extraordinarias.



	El quórum para sesionar es de dos tercios de los miembros en la primera citación y de mayoría absoluta en la segunda. Aquel requerido para adoptar acuerdos es, por norma general, el de la simple mayoría de los miembros presentes con derecho a voto; sin embargo, respecto de aquellas materias consignadas en la parte final, del inciso segundo, del artículo 28 de la Ley Orgánica Constitucional que regula estos órganos, se exige la mayoría absoluta de los miembros con derecho a voto; haciendo, finalmente, imperativo el inciso tercero de la norma anotada el acuerdo de los dos tercios de estos últimos para la remoción de los alcaldes.



	Otro de los puntos más importantes del proceso que nos ocupa, esta constituido por la desconcentración de los ministerios a nivel regional. El artículo 23 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases de la Administración del Estado, en concordancia con lo que establecía el artículo 103 de la Constitución de 1980, prescribe que los Ministerios, con las excepciones que señale la ley, se desconcentrarán territorialmente mediante Secretarías Regionales Ministeriales, las que estarán a cargo de un Secretario Regional Ministerial (SEREMI), quien representará al Ministro en la respectiva región y será designado oyéndose al Intendente.



	En tal virtud, la gran parte de las Carteras se encuentran actualmente desconcentradas, exceptuándose �tan solo las del Interior, de Relaciones Exteriores, de Defensa y Secretaría General de la Presidencia.



�61.



	La dependencia jerárquica del SEREMI es doble: del Intendente, en lo que dice atingencia con la conducción política, y del respectivo Ministerio, desde una perspectiva técnica.



	Cabe hacer presente que las Secretarías Regionales Ministeriales poseen una trascendental importancia en lo que respecta a los proyectos de inversión, toda vez que, a través de los fondos sectoriales, se pueden canalizar los proyectos regionales que, por su envergadura, no pueden ser ejecutados con recursos locales o, bien, que se trate de aquéllos que presentan un rango prioritario para el sector ministerial correspondiente.



	Una de las Secretarías Regionales Ministeriales que merece un comentario especial, por su importancia en el quehacer regional, según se verá, es la de Planificación y Coordinación, la cual, junto a su Cartera madre �el Ministerio de Planificación y Cooperación�, se encuentra regulada por la Ley Nº 18.989, la que entrara en vigencia el 19 de julio del año próximo pasado y que fuera informada, en su primer trámite legislativo, por esta Comisión.



	La ley concibe a estas SERPLAC, existentes en cada región del país, como un organismo asesor e integrante de la secretaría técnica del Intendente, sin perjuicio de aquellas facultades que la Ley Orgánica Constitucional respectiva otorga al Consejo Regional de Desarrollo. Además, las hace depender administrativa y técnicamente de MIDEPLAN y jerárquicamente sometidas al Intendente respectivo.
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	Los Secretarios Regionales Ministeriales �jefes superiores de estas Secretarías�, atendida su condición de funcionarios de exclusiva confianza del Presidente de la República, son designados por éste, oyendo al Intendente de que se trate.



	Las funciones más relevantes que el cuerpo legal en comentario ha entregado a estos organismos, son las siguientes:



	a) Integrar la secretaría técnica del Intendente y asesorar al COREDE, a las comisiones ministeriales y al comité coordinador de la administración regional.



	b)	Preparar las	políticas, planes, programas de desarrollo y el presupuesto regional, ajustándose a los planes nacionales y teniendo en cuenta las	demandas de la	comunidad	regional para su consideración por el Intendente.



	c) Evaluar los proyectos a ser financiados por el FNDR y estudiar su coherencia con las estrategias regionales de desarrollo.



	d) Asistir técnicamente, en lo que respecta a planificación y administración presupuestaria, de manera permanente, a las gobernaciones, a los municipios, a los servicios públicos y demás entidades estatales de la región, a solicitud de ellos.
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	e) Asistir al Intendente en la evaluación del cumplimiento de las políticas, planes, programas y proyectos del presupuesto regional.



	f) Efectuar análisis permanen�tes de la situación socio�económica regional, al igual que las evaluaciones que procedan.



	g) Colaborar con las munici�palidades, y a solicitud de ellas, en la generación, diseño y evaluación de proyectos de inversión comunal.

	

	h)	Identificar las	áreas	y sectores de extrema pobreza o de mayor atraso y proponer políticas, programas o acciones destinadas a superar tales situaciones.



	Otras entidades estatales que conforman la administración regional son los servicios públicos existentes en ella.



	La Constitución de 1980, en su artículo 103 original, contempla la desconcentración regional de tales servicios, velando porque se asegure su debida coordinación a fin de facilitar el ejercicio de las facultades de las autoridades regionales, texto que, en esencia, es recogido por el inciso segundo de la misma norma constitucional en su nueva expresión.



	Ello se encuentra vertido en el artículo 30 de la Ley orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, distinguiendo entre desconcentración de carácter territorial y aquélla de índole funcional; La primera habrá de efectuarse mediante Direcciones
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Regionales, a cargo de un Director Regional, quien dependerá jerárquicamente del Director Nacional del servicio, según preceptúa, a la letra, el inciso segundo del precitado artículo; agregando, a continuación, que, no obstante ello, para los efectos de la ejecución de las políticas, planes y programas de desarrollo regional, estarán subordinados al Intendente, a través del respectivo SEREMI. En cuanto a desconcentración funcional, indica su inciso tercero, que ella se verificará mediante la radicación, por ley, de atribuciones en determinados órganos del servicio correspondiente.



	En lo que respecta a la organización interna que habrán de adoptar los servicios públicos que se creen para desarrollar su actividad en toda o en parte de una región, se podrá considerar solamente los niveles de Dirección, Departamento, Subdepartamento, Sección y oficina, según lo establece el artículo 29 de la aludida Ley de Bases, el cual, en su inciso final, posibilita que, en circunstancias excepcionales, la ley pueda establecer niveles jerárquicos diferentes o adicionales, como, asimismo, denominaciones distintas, norma que fuera agregada por la ley N° 18.891, de 6 de enero de 1990.



	Cabe señalar, por otra parte, que los servicios públicos, que son los órganos administrativos encargados de satisfacer las necesidades colectivas, de forma regular y continua, cuya dependencia o supervigilancia del Presidente de la República se lleva cabo a través de los Ministerios correspondientes, pueden revestir el carácter de centralizados o descentralizados, concepto este último que, como se
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analizara en su oportunidad en este informe, es distinto al de desconcentración, y que hay que tener presente en cuanto a los alcances del artículo 31, inciso primero, de la Ley de Bases, que preceptúa que en aquellas ocasiones en que la normativa confiera competencia exclusiva a los servicios centralizados para la resolución de determinadas materias, el jefe del servicio no quedará subordinado al control jerárquico en cuanto a tal competencia.



	Finalmente, en esta materia, debe destacarse que la ley en comentario, en su artículo 33, dispone que la representación judicial y extrajudicial de los servicios descentralizados corresponderá a sus jefes superiores correspondientes.



	Uno de los aspectos que, sin lugar a dudas, resulta de particular interés en lo que respecta al gobierno y administración regionales lo constituye el presupuesto y la planificación regional, temas que pasan a considerarse.



	Las políticas de Estado encuentran normalmente su expresión en la formulación de programas y, proyectos de inversión, a ser ejecutados a niveles supranacionales, nacionales, regionales, provinciales o locales.



	Para concretar tales proyectos y programas se ha estructurado, como es sabido, todo un procedimiento de inversión pública consultado en el Presupuesto Nacional.



	Dicho	Presupuesto Nacional, consignado anualmente en una ley de rango común, determina
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los recursos con que cuenta el Estado para llevar a la práctica sus tareas de gobierno y administración, las que se contienen en programas y proyectos a ser ejecutados directamente por éste o por sus ministerios, servicios públicos y empresas, o bien se encomienda su ejecución a las autoridades regionales, provinciales y locales, pudiendo, además, consultar el desarrollo de determinados proyectos de inversión por entidades de carácter privado.



	Las posibles fuentes de financiamiento de un proyecto regional con recursos fiscales, que es lo que interesa en esta ocasión, pueden provenir, principalmente, del Fondo Sectorial y del Fondo Nacional de Desarrollo Regional.



	En lo que respecta al primero, de ellos, se puede indicar, utilizando la conceptualización que hace de él el especialista Omar, que es aquél proveniente del Presupuesto Público de Inversiones, destinados financiar los proyectos que presentan los Ministerios y sus servicios dependientes. Por lo general, éstos tienen un impacto para el bienestar de todo el país, lo que preside su concepción; sin embargo, dicho fondo puede también financiar proyectos regionales, ya sea porque su envergadura no hace posible que éstos se materialicen a partir de fuentes locales o bien porque su ejecución se considera prioritaria para el sector ministerial respectivo.



	La otra fuente de finan�ciamiento, como se señaló, está constituida por el Fondo Nacional de Desarrollo Regional (FDNR). Este tiene su origen en el Decreto Ley Nº 575, de 1974, como una forma de manejar los recursos públicos de manera descentralizada, lo cual era 
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absolutamente consecuente con el proceso desconcentrador que se ponía en marcha, y que pasa a constituir el principal mecanismo de entrega de recursos en forma directa a las nuevas unidades territoriales recién creadas, disponiéndose, entre otros aspectos relevantes, que el Régimen Presupuestario del Estado se elaborará sobre la base de un criterio sectorial y regional, estableciéndose, además, en el artículo 24 del precitado Decreto Ley, que, sin perjuicio de los recursos que se asignen inicialmente a las regiones en la Ley de Presupuesto de la Nación, ésta contemplará, a lo menos, un 5% del total de los ingresos calculados para los sistemas tributarios y, arancelarios, excluida la contribución de bienes raíces. Con posterioridad, la Constitución de 1980 elimina el "piso" del FNDR y reemplaza el 5% por un porcentaje indeterminado.



	La dictación de la ley Nº 18.359, en el año 1984, crea como superior jerárquico de la División de Modernización y Reforma Administrativa del Ministerio del Interior, el cargo de Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, asignándosele funciones de colaborador inmediato del Ministro del Interior en las materias relativas a la coordinación,. impulso y evaluación del desarrollo regional, provincial y local, asuntos de modernización y reforma administrativa y en las de estudio, apoyo técnico y administrativo derivadas de ellas. Con ello, se posibilita el logro de una real planificación para las acciones a ser financiadas con el FNDR.



	En cumplimiento de su come�tido, la Subsecretaría pone en marcha, conjuntamente con ODEPLAN (actual MIDEPLAN) en el apoyo técnico, el Programa de Inversión Múltiple de 
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Desarrollo Local, en base a un importante complemento de recursos provenientes del Banco Interamericano de Desarrollo (BID). Dicho programa permitió, a partir del año 1985, modificar radicalmente la gestión del Fondo Nacional de Desarrollo Regional, incrementando en un alto porcentaje el nivel de recursos disponibles por cada región y permitiendo, desde entonces y hasta la fecha, a decir de un documento allegado a la Comisión, el desarrollo de importantes planes de crecimiento regional, con grandes inversiones enfocadas, principalmente, a mejorar la calidad de vida de los grupos poblacionales de menores ingresos.



	Continúa el aludido documento, emanado de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, consignando el mecanismo anual de elaboración y distribución del FNDR, distinguiendo, al efecto, los siguientes aspectos básicos mínimos:



	a) El primero lo constituye el cálculo del aporte fiscal nacional, a cargo de la Dirección de Presupuesto del Ministerio de Hacienda, en el cual se determina el monto global que se asegura al Fondo en el Presupuesto del País y su distribución tentativa entre las regiones.



	b) El segundo consiste en la preparación y formulación del presupuesto regional con cargo al FNDR, el que es realizado por la Intendencia, con apoyo de la SERPLAC y de las Secretarías Regionales Ministeriales, para ser presentado a la consideración del COREDE, quien analiza la proposición de proyectos para, en definitiva, priorizarlos. Cabe destacar que, en esta fase, se efectúa la coordinación entre los presupuestos
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sectoriales y municipales y el que corresponde al FNDR, para armonizar la inversión pública en la región.



	c) A nivel nacional, los proyectos de presupuestos del Fondo son sometidos a un análisis por una comisión central, integrada por los Ministerios de Hacienda, Interior y ODEPLAN (actual MIDEPLAN), cuyos resultados son analizados con un representante autorizado de la Intendencia Regional respectiva, a fin de observar la compatibilidad final del presupuesto regional con las políticas nacionales.



	d) La etapa siguiente compren�de la elaboración del proyecto de Ley de Presupuesto de la Nación, el cual es sometido a la tramitación legislativa correspondiente.



	e) La última etapa está dada, de acuerdo al documento en referencia, por la asignación de recursos a cada proyecto individual, toda vez que la Ley de Presupuesto se refiere globalmente al aporte fiscal y endeudamiento correspondiente al FNDR. La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo tiene las atribuciones legales para identificar los proyectos, asignándoles los recursos solicitados, para lo cual elabora una resolución de asignación que, posteriormente, es visada por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda y sometida a consideración de la Contraloría General de la República.



	En esta fase del informe, particular importancia cobra, entonces, el criterio que orientó la distribución del FNDR para 1992, contenido en la publicación denominada "Democracia Regional y Local",
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editada por el Ministerio del Interior, con fecha diciembre del año próximo pasado.



	Así, se afirma que la idea principal que sirvió de norte para tal distribución es la siguiente: "a menos nivel de desarrollo, mayor es la participación de la región en el monto global del FNDR", siendo seis los indicadores regionales que se tomaron en consideración para tales efectos: 1) El porcentaje de población regional en extrema pobreza, medido por la encuesta CASEN 1990; 2) El inverso de la densidad poblacional, esto es, el Fondo se distribuyó en forma inversamente proporcional a la densidad poblacional regional para el año 1991; 3) El porcentaje de ruralidad, expresado como el cuociente entre la población rural y la población total de las regiones para 1990; 4) La distancia en kilómetros de las capitales regionales a la Región Metropolitana, favoreciendo en forma creciente, por ende, a las regiones extremas; 5) El inverso del producto percápita regional, medido como el promedio de los años 1980�1986; 16) El promedio de tasa de desempleo regional para el período 1988�1991; y, finalmente, 7) El valor relativo de una canasta básica de alimentos en cada una de las regiones, para lo cual se ha usado un estudio efectuado por la CEPAL.



	Según se ha señalado en el seno de la Comisión, el comportamiento del FNDR no ha sido uniforme en este período, distinguiéndose tres etapas: a) Entre los años 1976�1979, la que se caracteriza por un crecimiento permanente que va de US$ 51 millones a US$ 72 millones, mostrando un incremento anual promedio de 13% b) Entre 1980�1985, que se caracteriza por una disminución de la inversión, produciéndose un violento descenso res�pecto del período anterior, bajando de US$ 72 millones de US$12
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millones, lo que representa una caída vertiginosa en seis años; c) 1986�1989, donde se puede observar un brusco aumento de la inversión, pasando de US$ 12 millones a US$ 50 millones en 1986, lo cual representa una variación del 317%. A partir de este año y hasta 1989, se observa un comportamiento creciente que va de US$ 50 millones a US$ 95 millones. Este comportamiento da cuenta de la aplicación del Programa FNDR�BID, que ha posibilitado incrementar la inversión del Fondo significativamente.



	Destacó el señor Gonzalo Martner, en el seno de la Comisión, que la Subsecretaría a su cargo ha realizado una experiencia en cuanto a confiar en la capacidad de las regiones, pudiéndose comprobar que, en lo que respecta al instrumento principal en el cual éstas expresan su autonomía, toman sus decisiones y gestionan sus planteamientos, esto es, el FNDR. Habiéndose ya cerrado el año 1991, han podido comprobar, con satisfacción, que el grado de ejecución de los presupuestos es de un 98,5%, cifra record si se tiene en consideración que la relación entre presupuesto y gasto, históricamente, ha sido la siguiente: en 1986, de un 5l%; en 1987, de 75% al año siguiente de un 82%; en 1989, de un 89%, y en el año 1990, de un 90,8%.



	Para 1992, agregó, el citado Fondo tendrá un presupuesto inicial de $ 42.141.894.000, lo que implica un crecimiento real de un 16,7% respecto de 1991, monto que significa, además, duplicar el aumento correspondiente a la inversión pública nacional que llega a un 8%. Con ello, cada región verá incrementados sus recursos de libre disposición, vale decir aquéllos no atados al contrato de préstamos de Inversión Múltiple
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Local acordado con el Banco Interamericano de Desarrollo.



	Las otras unidades territoriales –o subdivisión en que se fracciona la región- que, de acuerdo al artículo 99 de la Constitución de 1980, conforma el sistema de gobierno y administración interior del Estado –sin perjuicio de las comunas que son unidades para fines de administración local-, que están constituidas por las provincias, cuya autoridad superior es el Gobernador.



	Este último es un funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República, se encuentra subordinado al Intendente respectivo y le corresponde supervigilar los servicios públicos existentes en la provincia, de acuerdo a las directrices que le importa este último, pudiéndole representar las necesidades o deficiencias que observase y ejercer las atribuciones que le encomiende la ley o le delegue el Intendente.  Sin perjuicio de ello, el Gobernador puede designar delegados para que ejerzan sus facultades en una o más localidades, en los casos y formas que determine la ley, conforme lo preceptuado en los artículos 40 y 41 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases de la Administración del Estado, en concordancia con los artículos 105 y 106 de la Constitución de 1980.



	El nombramiento del Gobernador, de acuerdo con lo establecido en el artículo 32 N° 9 del aludido texto constitucional, corresponde al Presidente de la Rpública.
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	En lo que dice relación con los requisitos necesarios para ocupar el cargo de Gobernador, debe indicarse que son los mismos que, en su oportunidad, señaláramos para ser nominado Intendente.



	El artículo 10 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 22, de 1959, preceptúa, para estos efectos, que en caso de ausencia o impedimento, el Gobernador es subrogado por el Secretario de la Gobernación, a menos que el Presidente de la República designe a otra persona.



	Del Texto Constitucional dictado en 1980, de la ley Nº 18.575, y, principalmente, de los artículos 26 y 28 del Decreto Ley Nº 575, de 1974, pueden mencionarse las siguientes funciones principales que corresponden ejercer a los Gobernadores:



	a) La de realizar las tareas propias de gobierno y administración dentro de la provincia.



	b) La de fiscalizar la ejecución de los planes, programas y proyectos de desarrollo provincial.



	c) La de proponer este mismo tipo de proyectos al Intendente respectivo.



	d) La de fiscalizar los servicios públicos de la provincia, velando por su adecuada coordinación, pudiendo solicitar, para estos efectos, directamente de los jefes de los servicios los antecedentes, informes o datos que necesite sobre materias de su competencia, siendo deber de éstos proporcionárselos.
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	e) La de concertar acciones comunes con las municipalidades.



	f) La de delegar facultades específicas en los alcaldes u otras autoridades de la provincia, para el gobierno o administración de determinadas localidades, lo que puede producirse en los casos siguientes, de acuerdo al artículo 28 del Decreto Ley N° 575, de 1974:



	1)	Al tratarse de zonas geográficamente aisladas, y



	2) Cuando, con motivo de lo complejo de los problemas a abordar o por razones de fuerza mayor debidamente calificadas, el ejercicio del gobierno y administración interior se dificulta en alto grado.



	Tal delegación presupone además de las circunstancias anotadas, la autorización del Intendente respectivo, ciñéndose a las directrices que, sobre el particular, imparta el Supremo Gobierno.



	g) Finalmente en esta materia, el Decreto con Fuerza de Ley Nº 22, de 1959, tal como se señalara, en su oportunidad, al  referirnos a las atribuciones que, en materia de orden pública, reuniones públicas, detenciones y allanamiento se entrega a los Intendentes (letra h de las relativas al gobierno y administración interior), que aquéllas resultan extensibles a los Gobernadores.
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	El artículo 27 del Decreto Ley Nº 575, de 1974, prescribe que en cada provincia habrá un Comité Asesor, presidido por el Gobernador, e integrado por las personas que él mismo designe, el que tiene por propósito prestarle asesoría en todas las materias en que éste lo requiera. Atendida la redacción de la norma, no cabe dudas que este organismo provincial no tiene una existencia obligatoria, a pesar de lo enfática que aparece la redacción de su primera parte, puesto que, en definitiva, su establecimiento y operatoria dependerá de la discrecionalidad del Gobernador.



	En materia de planificación y administración presupuestaria en este nivel, especial importancia cobran, una vez más, las Secretarías Regionales de Planificación y Coordinación, por cuanto la letra f) del artículo 52 de la ley Nº 18.989, cuyo proyecto fuera estudiado también por esta Comisión, y que creó la Cartera de cuya organización forman parte, consagra como una de las funciones específicas de éstas la de prestar asistencia técnica en tales rubros, y a solicitud de ellos, a las Gobernaciones, a las Municipalidades, a los Servicios Públicos y otros organismos estatales de la región.







C.� Fundamentos del Proyecto..



	Estimándose que con la parte anterior de este capítulo se ha logrado entregar una visión global de la legislación que regula el gobierno y la administración regionales, haciendo abstracción del aspecto comunal, división territorial que responde, como también se indicara, a
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aspectos administrativos �y que, por lo demás, es materia de otro texto legal�, normativa que, en general, obedece a los postulados de la Constitución de 1980, antes de las últimas reformas introducidas por la Ley Nº 19.097, de reciente publicación se ha creído conveniente insertar, a continuación, aquellos artículos permanentes de esta última preceptiva que dicen atingencia con las normas que el proyecto en informe pretende introducir, toda vez que, como es natural, les sirven de necesario fundamento:





	"Artículo 1°.� Sustitúyese el artículo 3° de la Constitución Política de la República, por el siguiente:



	"Artículo 3°.� El Estado de Chile es unitario. Su territorio se divide en regiones. Su administración será funcional y territorialmente descentralizada, o desconcentrada en su caso, en conformidad con la ley".





	Artículo 2°� Reemplázase el inciso final del Nº 20° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, por el siguiente:



	''Sin embargo, la ley podrá autorizar que determinados tributos puedan estar afectos a fines propios de la defensa nacional. Asimismo, podrá autorizar que los que gravan actividades o bienes que tengan una clara identificación regional o local puedan ser aplicados, dentro de los marcos que la misma ley señale, por las autoridades regionales o comunales para el financiamiento de obras de desarrollo".
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	Artículo 3°.� Reemplázase, en el Nº 9 del artículo 32 de la Constitución Política de la República, la coma (,) después de la expresión "intendente" por la conjunción "y" y elimínase la frase "y a los alcaldes de su designación".





	Artículo 4°.� Sustitúyese el Nº 2) del artículo 54 de la Constitución Política de la República, por el siguiente:



	“2) Los intendentes, los gobernadores, los alcaldes, los miembros de los consejos regionales y los concejales;".





	Artículo 5°.� Intercálase, en el Nº 3° del inciso cuarto del artículo 62 de la Constitución Política de la República, entre la palabra "autónomas" y la frase "o de las municipalidades”, la expresión ", de los gobiernos regionales”.





	Artículo 6°� Sustitúyese el inciso primero del artículo 85 de la Constitución Política de la República, por el siguiente:





	"Artículo 85.� Habrá tribuna�les electorales regionales encargados de conocer el escrutinio general y la calificación de las elecciones que la ley les encomiende, así como de resolver las reclamaciones a que dieren lugar y de proclamar a los candidatos electos. Sus resoluciones serán apelables para ante el Tribunal Calificador de 
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de Elecciones en la forma que determine la ley. Asimismo, les corresponderá conocer de la calificación de las elecciones de carácter gremial y de las que tengan lugar en aquellos grupos intermedios que la ley señale.”.





	Artículo 7°.� Sustitúyense los artículos 100 a 104, inclusive, de la Constitución Política de la República, por los siguientes:



	"Artículo 100.� El gobierno de cada región reside en un intendente que será de la exclusiva confianza del Presidente de la República. El intendente ejercerá sus funciones con arreglo a las leyes y a las órdenes e instrucciones del Presidente, de quien es su representante natural e inmediato en el territorio de su jurisdicción.



	La administración superior de cada región radicará en un gobierno regional que tendrá por objeto el desarrollo social, cultural y, económico de la región.



	El gobierno regional estará constituido por el intendente y el consejo regional. Para el ejercicio de sus funciones, el gobierno regional gozará de personalidad jurídica de derecho público y tendrá patrimonio propio.





	Artículo 101. � El intendente presidirá el consejo regional y le corresponderá la coordinación, supervigilancia o fiscalización de los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de
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las funciones administrativas que operen en la región.



	La ley determinará la forma en que el intendente ejercerá estas facultades, las demás atribuciones que le correspondan y, los organismos que colaborarán en el cumplimiento de sus funciones.



	Artículo 102.� El consejo regional será un órgano de carácter normativo, resolutivo y fiscalizador, dentro del ámbito propio de competencia del gobierno regional, encargado de hacer efectiva la participación de la ciudadanía regional y ejercer las atribuciones que la ley orgánica constitucional respectiva le encomiende, la que regulará además su integración y organización.



	Corresponderá desde luego al consejo regional aprobar Ios planes de desarrollo de la región y el proyecto de presupuesto del gobierno regional, ajustados a la política nacional de desarrollo y al presupuesto de la Nación. Asimismo, resolverá la inversión de los recursos consultados para la región en el fondo nacional de desarrollo regional, sobre la base de la propuesta que formule el intendente.



	Artículo 103.� La ley deberá determinar las formas en que se descentralizará la administración del Estado, así como la transferencia de competencias a los gobiernos regionales.



	Sin perjuicio de lo anterior, también establecerá, con las excepciones que procedan, la desconcentración regional de los ministerios y de los servicios públicos.  Asimismo, regulará los
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procedimientos que aseguren la debida coordinación entre los órganos de la administración del Estado para facilitar el ejercicio de las facultades de las autoridades regionales.



	Artículo 104.� Para el go�bierno y administración interior del Estado a que se refiere el presente capítulo se observará como principio básico la búsqueda de un desarrollo territorial armónico y equitativo. Las leyes que se dicten al efecto deberán velar por el cumplimiento y aplicación de dicho principio, incorporando asimismo criterios de solidaridad entre las regiones, como al interior de ellas, en lo referente a la distribución de los recursos públicos.



	Sin perjuicio de los recursos que para su financimiento se asignen a los gobiernos regionales tan la Ley de Presupuestos de la Nación y de aquellos que provengan de lo dispuesto en el Nº 20° del artículo 19, dicha ley contemplará una proporción del total de los gastos de inversión pública que determine, con la denominación de fondo nacional de desarrollo regional.



	La Ley de Presupuestos de la Nación contemplará, asimismo gastos correspondientes a inversiones sectoriales de asignación regional cuya distribución entre regiones responderá a criterios de equidad y eficiencia, tomando en consideración los programas nacionales de inversión correspondientes. La asignación de tales gastos al interior de cada región corresponderá al gobierno regional.
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	A iniciativa de los gobiernos regionales o de uno o más ministerios, podrán celebrarse convenios anuales o plurianuales de programación de inversión pública en la respectiva región o en el conjunto de regiones que convengan en asociarse con tal propósito.



	La ley podrá autorizar a los gobiernos regionales y a las empresas públicas para asociarse con personas naturales o jurídicas a fin de propiciar actividades e iniciativas sin fines de lucro que contribuyan al desarrollo regional. Las entidades que al efecto se constituyan se regularán por las normas comunes aplicables a los particulares.



	Lo dispuesto en el inciso anterior se entenderá sin perjuicio de lo establecido en el número 21° del artículo 19.".



	Artículo 8°� Reemplázase el inciso primero del artículo 105 de la Constitución Política de la República, por el siguiente:



	"Artículo 105.� En cada pro�vincia existirá una gobernación que será un órgano territorialmente desconcentrado del intendente. Estará a cargo de un gobernador, quien será nombrado y removido libremente por el Presidente de la República.”.



	Artículo 9°.� Agrégase el siguiente inciso tercero al artículo 105 de la Constitución Política de la República:



	“En cada provincia existirá un consejo económico y, social provincial de carácter consultivo.  La ley orgánica
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constitucional respectiva determinará su composición, forma de designación de sus integrantes, atribuciones y funcionamiento.”.



	Artículo 12.� Sustitúyense los artículos 112 a 115 de la Constitución Política de la República, por los siguientes (sólo se transcribe el 113 por ser el único atinente a la materia):



	“Artículo 113.� Para ser designado intendente o gobernador y para ser elegido miembro del consejo regional o concejal, se requerirá ser ciudadano con derecho a sufragio, tener los demás requisitos de idoneidad que la ley, señale y residir en la región a lo menos en los últimos dos años anteriores a su designación o elección.



	Los cargos de intendente, gobernador, miembro del consejo regional y concejal serán incompatibles entre sí.



	Ningún tribunal procederá criminalmente contra un intendente o gobernador sin que la Corte de Apelaciones respectiva haya declarado que ha lugar la formación de causa.”.



**********





	S.E. el Presidente de la República al fundamentar en su Mensaje el texto legal en proyecto señala que su Gobierno ha buscado afianzar un activo, progresivo y eficaz proceso de descentralización
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en el país, el que califica de fundamental en la presente etapa de desarrollo, por los requerimientos propios del sistema democrático, por las demandas que plantea la expansión económica en varias zonas del territorio, por las exigencias que se derivan de la modernización de la administración pública y como respuesta a los anhelos legítimos de las comunidades locales y, regionales. Agrega que en el estudio y confección de éste ha participado un nutrido grupo de expertos y especialistas en los diversos campos que abarca el proceso de la regionalización, toda vez que no existe sino fragmentariamente una legislación que pueda favorecer dicho proceso y se cuenta con escasos referentes sobre la materia en nuestra evolución histórico�política. Puntualiza que los instrumentos y competencias que aquí se establecen plantean a todas las regiones del país un desafío extraordinario. En forma progresiva y gradual, compatibilizando estos avances e innovaciones con nuestra tradición institucional y jurídica de Estado Unitario, podremos afianzar una positiva evolución en favor de la descentralización del país, acaso si uno de los desafíos principales de la Nación, de cara al siglo XXI.



	El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, en el seno de la Comisión, luego de destacar que este proyecto se articula de acuerdo a las instituciones creadas por la reforma constitucional reciente, hizo presente que más allá de estos aspectos jurídicos, el país requiere, justamente, de reforma de sus instituciones de administración territorial, por cuanto sufre de una severa concentración de sus actividades económicas, sociales, culturales y políticas, al punto que la región capital, hoy por hoy agrupa un 39,7% de la población, un 22% de la inversión pública, un
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43,5% del producto geográfico bruto, un 29,2% de la recaudación tributaria, en fin, un 34,4% de la pobreza de todo el país, y, manifiestamente estamos en presencia de una situación de desequilibrio en la distribución territorial de las actividades económicas y de la población. En países de otra magnitud, si acaso se aproximaran aunque fuera de muy lejos, a estos guarismos, simplemente se produciría una situación insostenible.   A juicio de este alto personero de Estado, ése es el trasfondo de este conjunto de discusiones y debates sobre la descentralización, vale decir, el procurar revertir la tendencia que históricamente ha tenido el proceso de desarrollo económico y social del país en el sentido de su concentración de actividades y, a la vez, el hecho de que esa concentración no ha logrado ser contrarrestada con políticas públicas eficaces.



	Por otra parte, señaló el señor Martner que por estar en un período de consolidación de nuestras instituciones y de perfeccionamiento de las mismas, es evidente que un régimen democrático que logra sustentarse en comunidades que institucionalmente hacen de su participación en la vida pública una práctica cotidiana, obviamente contribuye a construir sistemas democráticos mucho más sólidos y,  en consecuencia, junto con la necesidad de revertir las tendencias concentradoras del desarrollo económico y social está por delante, también, la necesidad de hacer más sólida la democracia.
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II.�MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES 0 FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.�



	En conformidad con lo exigido por el artículo 286 N° 1 del Reglamento de la Corporación, y para efectos de lo preceptuado en los artículos 66 y 70 de la Constitución Política y en los artículos 24 y 32 de la ley N° 18.918, Orgánica	Constitucional del Congreso Nacional, cabe señalaros que, a decir de la parte expositiva	del	Mensaje ella es "afianzar una positiva evolución a favor de la descentralización del país”,

contemplando, al efecto, "nuevas funciones y atribuciones a cargo de los gobiernos regionales que crea y les asigna los	recursos para ejercerlas”; además, "se busca modernizar la institucionalidad pública, poniéndola a tono con los importantes y, variados requerimientos del tiempo, actual y venider” propugnando, sobre el particular, por “una mayor racionalización en el desempeño de la administración, estableciendo competencias específicas para los distintos niveles de gestión en que ésta se estructura y procurando eliminar duplicaciones entre ellas, así como la radicación de decisiones sobre importantes asuntos regionales en una instancia inmediata al escenario	al que se plantean". Por otra parte, agrega, “se crean mecanismos e instrumentos de financiamiento compatibles con el orden general de la hacienda pública e incentivadores de una acción regional que tienda a potenciarse y fortalecerse paulatinamente.”.







III.� ANALISIS DEL PROYECTO.



	El proyecto de ley en informe llamado "sobre Gobierno y Administración Regional", en su Título Primero, relativo al
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gobierno de la región, aborda en tres capítulos la normativa aplicable al Intendente, al gobernador y, en el último de ellos, disposiciones comunes aplicables a ambos.



	Así, el primero, que consta de dos artículos, dispone que el gobierno interior de cada región está radicado en el intendente, funcionario que será nombrado por el Presidente de la República, de su confianza exclusiva y representante suyo en la región respectiva. Esta disposición, se encuentra redactada en términos muy similares al artículo 100 inciso primero, de la Carta Fundamental (artículo 1°, inciso primero).



	Por otra parte, dispone que la subrogación de la primera autoridad regional habrá de recaer en aquella persona de más alta jerarquía dentro del respectivo escalafón, facultando al Jefe del Estado para modificar dicho orden para estos efectos (artículo 1°, inciso segundo).



	Por su parte, el artículo 2° consigna cuáles son las funciones que corresponde desempeñar al intendente. Entre las cuales cabe destacar las de conducir las tareas propias del gobierno interior en su territorio, de acuerdo a las directrices que, al efecto, fije el Presidente de la República a través del Ministerio del Interior; cautelar la existencia de un clima social de tranquilidad, orden público y resguardo a las personas y bienes; disponer de la fuerza pública en conformidad a la ley; dar cuenta anualmente, a lo menos, al Primer Mandatario acerca de la marcha del gobierno interior en la región, como, igualmente, respecto al cumplimiento de las funciones propias de los gobernadores y demás regionales respectivos; informar al Presidente de la
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República, para los efectos que allí se señalan, acerca de las faltas que observare en la conducta ministerial de los jueces y demás funcionarios de dependencia de estos últimos; conocer y fallar aquellos recursos administrativos que se deduzcan en contra de las resoluciones adoptadas por los gobernadores; hacer cumplir las normas de la Ley de Extranjería, pudiendo, incluso, llegar a ordenar la expulsión de los extranjeros del territorio nacional, con arreglo a lo dispuesto en este cuerpo legal; representar extrajudicialmente al Estado en los casos que indica; coordinar, fiscalizar o supervigilar cuando proceda, los servicios públicos que operen en su territorio; participar en la designación de los secretarios regionales ministeriales, proponiendo una terna al Jefe del Estado, como, asimismo, en la remoción de éstos y, demás altos funcionarios públicos que señala, con las formalidades que indica.



	Cabe destacar que varias de las atribuciones antes señaladas se encuentran ya contenidas en textos legales en actual vigencia, tales como el D.F.L. N°22, de 1959, sobre Servicio de Gobierno Interior; el D.L. N° 1.094, de 1975, llamada Ley de Extranjería; y algunas disposiciones del D.L. N°575, de 1974, particularmente en diferentes numerales de su artículo 5°.



	El capítulo II de este Título en comentario, que se refiere específicamente al gobernador, consta de cuatro artículos (3° al 6°).



	En ellos se destaca que la gobernación es un órgano territorialmente desconcentrado del intendente, a cuya cabeza 
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existirá un gobernador, también, al igual que el anterior, de exclusiva confianza del Presidente de la República, al cual corresponderá, efectuar la supervigilancia de los servicios públicos existentes en su territorio, de conformidad a los lineamientos que, sobre el particular, le imparta el intendente respectivo.



	Además de la facultad antes indicada y de aquellas que le fueren delegadas por la primera autoridad regional, el artículo 4° le otorga, en forma directa, otras atribuciones. Entre ellas, se estima importante consignar las siguientes: la de ejecutar las tareas de gobierno interior en la provincia; la de llevar a la práctica las disposiciones legales sobre extranjería; la de otorgar permisos para realizar reuniones en lugares de uso público; la de informar al intendente acerca de las faltas que advirtiere en la conducta de los miembros del Poder Judicial dentro de su territorio; la de disponer de la fuerza pública dentro de su jurisdicción; la de tomar las providencias que sean del caso frente a eventuales situaciones de emergencia o catástrofe; la de ordenar el izamiento de la bandera nacional en su territorio, como, igualmente, permitir el uso de la misma o de pabellones extranjeros, en conformidad a la ley; la de autorizar la circulación de vehículos estatales fuera de la jornada ordinaria, como, asimismo, exceptuar a éstos del uso de disco fiscal; la de cutelar los bienes del Estado pudiendo, incluso, en su caso, exigir administrativamente su restitución.



	Por su parte, el artículo 5° del proyecto en estudio faculta al gobernador, previa autorización del intendente, para designar delegados, con las características, formalidades y facultades que indica, 
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respecto de zonas aisladas o de aquéllas que se encuentren en circunstancias especiales, pudiendo recaer dicho nombramiento en un ciudadano con derecho a sufragio, sin perjuicio de cumplir las demás exigencias establecidas en el Estatuto Administrativo.



	Finaliza este capítulo posibilitando la creación de un consejo técnico asesor por parte del gobernador, integrado por autoridades de la Administración del Estado del respectivo territorio (artículo 6°).



	Debe anotarse que la redacción del artículo 3° guarda consonancia con lo establecido en los incisos primero y segundo del artículo 105 de la Carta Fundamental, como, asimismo, el inciso primero del artículo 5° del proyecto con el artículo 106 del nuevo texto constitucional.



	El capítulo III del Título en análisis que, como se señaló, contiene disposiciones de común aplicación a Intendentes y Gobernadores, consta de seis artículos (7° al 12).



	La primera de las precitadas disposiciones exige para ocupar uno de estos cargos los siguientes requisitos: ser ciudadano con derecho a sufragio tener 21 años de edad; haber aprobado la enseñanza media; no estar inhabilitado para el ejercicio de funciones o cargos públicos; no hallarse declarado en quiebra calificada como culpable o fraudulenta por sentencia ejecutoriada, y residir en la región respectiva, a lo menos, en los últimos dos años anteriores a su designación.
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	El artículo 8° declara incompatibles entre sí los cargos de intendente, gobernador, concejal y consejero municipal miembro del consejo económico y social. provincial y consejero regional, norma que parcialmente consagra el inciso segundo del artículo 113 de la Constitución Política.



	A continuación, el artículo 9° establece las causales de cesación en los cargos de intendentes y gobernadores, las que consisten en: perder alguno de los requisitos habilitantes exigidos al efecto; aceptar otro cargo incompatible; inscribirse como candidato a un cargo de elección popular; serle aceptada la renuncia; ser removido, por así disponerlo el Primer Mandatario, y, finalmente, por ser destituido por el Senado, de conformidad a las facultades constitucionales de éste.



	El artículo 10 hace obliga�torio para los intendentes y gobernadores tener su sede en la capital regional o provincial respectiva, aunque posibilita el traslado transitorio de las mismas.



	El artículo 11 obliga a los jefes de servicios respectivos a proporcionar a los intendentes y gobernadores todos aquellos antecedentes que éstos les demanden.



	El artículo 12 prescribe que los intendentes y gobernadores habrán de denunciar a la Contraloría General de la República y a la justicia ordinaria aquellas situaciones de las que pueda derivarse responsabilidad administrativa, civil o penal de algún funcionario de las instituciones sujetas a su fiscalización o supervigilancia.
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	El Título II de la ley en proyecto trata de la administración de la región, materia que desarrolla en siete capítulos.



	El primero de ellos , en tres artículos (13 al 15), se refiere a la naturaleza y objetivos del Gobierno Regional. Así, en concordancia con lo preceptuado en los incisos segundo y tercero del artículo 100 del nuevo texto constitucional, prescribe que la administración superior de cada región del país estará radicada en un gobierno regional, que tendrá por objeto el desarrollo social, cultural y económico de ella, dotando a éste de personalidad jurídica de derecho público y con patrimonio propio (artículo 13).



	La disposición siguiente dispone que las funciones primordiales de estos gobiernos consistirán en el ordenamiento territorial, en el fomento de las actividades productivas y en el desarrollo social y cultural de la región, y el artículo 15 fija como sede de ellos la ciudad capital de ésta.



	El capítulo segundo del Título en análisis contiene, en cinco artículos (16 al 20), las funciones y atribuciones del Gobierno Regional. Así, su artículo 16 consigna aquellas funciones de orden general; su artículo 17 las relativas al ordenamiento territorial; su artículo 18 aquéllas que les corresponde ejercer en materia de fomento de las actividades productivas; y, finalmente, en lo que a funciones respecta �toda vez que el artículo 20 trata de las atribuciones de estos gobiernos� el artículo 19 contempla las relativas al desarrollo social y cultural de la región correspondiente.
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	Entre las distintas categorías de funciones antes señaladas, se pueden citar las de: aprobar las políticas, planes y programas de desarrollo de la región y su proyecto de presupuesto, ajustados a la política nacional de desarrollo y al presupuesto de la Nación; resolver la inversión de los recursos comprendidos en la cuota que a la región corresponda en la distribución del Fondo Nacional de Desarrollo Regional y de aquéllos que procedan de acuerdo al artículo 73 de esta ley, en conformidad a la normativa aplicable; destinar a proyectos específicos los recursos de los programas de inversión sectorial de asignación regional que contemple anualmente la Ley de Presupuestos de la Nación; definir políticas y objetivos para el desarrollo integral y armónico del sistema de asentamientos humanos de la región, con las desagregaciones territoriales correspondientes; parti�cipar, en coordinación con las autoridades nacionales y comunales competentes, en programas y proyectos de dotación y mantenimiento de obras de infraestructura y de equipamiento en la región; velar por la protección, conservación y mejoramiento del medio ambiente en la región, desarrollando las políticas y normas nacionales sobre la materia; contribuir al desarrollo y aplicación de las políticas nacionales de fomento productivo, de asistencia técnica y de capacitación laboral; establecer prioridades de fomento productivo en los diferentes sectores, coordinando a los entes públicos competentes y concertando acciones con los agentes empresariales y profesionales. Para tal efecto podrá asociarse con personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, con sujeción, en su caso, a lo dispuesto en el número 21° del artículo 19 de la Constitución Política de la República; establecer prioridades regionales para la erradicación de la pobreza, haciéndolas compatibles con las políticas 
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nacionales sobre la materia; participar, en coordinación con las autoridades competentes, en acciones destinadas a facilitar el acceso de la población de escasos recursos a beneficios y programas en el ámbito de la salud, educación y, cultura, vivienda, seguridad social, deportes y recreación y asistencia judicial; distribuir entre las municipalidades de la región los recursos para el financiamiento de beneficios y programas sociales administrados por éstas, en virtud de las atribuciones que les otorgue la ley.



	Por su parte, como antes se advirtiera, el artículo 20 de la ley en proyecto contiene las atribuciones que se otorgan a este órgano para poder llevar a la práctica aquellas funciones mencionadas en las disposiciones que le preceden. A saber, la de aprobar los ,reglamentos regionales y aquella normativa que su organización interna requiera para su funcionamiento; la de adquirir, administrar y disponer de sus bienes y recursos; la de acordar con los ministerios e instituciones de la administración pública nacional, programas anuales o plurianuales de inversiones con impacto regional, de conformidad a esta ley; la de ser, en forma previa, informado sobre los demás programas y proyectos de desarrollo que las entidades de la administración pública nacional efectúen en la región; la de ordenar y supervigilar aquellas obras que se ejecuten con cargo al presupuesto regional; la de aplicar las políticas definidas en el marco de la estrategia regional de desarrollo; la de sancionar los planes reguladores comunales ciñiéndose a la normativa ministerial respectiva; la de formular, evaluar y priorizar programas y proyectos de infraestructura social básica; proponer criterios para la distribución y distribuir, cuando corresponda, las subvenciones a los programas sociales; la
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de tomar conocimiento de los presupuestos y planes de obras municipales; asociarse con personas naturales o jurídicas o constituir entidades con el propósito de favorecer aquellas actividades e iniciativas sin fines de lucro que contribuyan al desarrollo de la región; y, por último, la de ejecutar los actos y celebrar los convenios conducentes al logro de sus fines.



	El capítulo III, que trata de los órganos del Gobierno Regional, está conformado por el artículo 21, que le sirve de ancabezamiento y que, en consonancia con lo dispuesto en la primera parte del inciso tercero del artículo 100 de la Constitución Política, prescribe que este órgano estará conformado por el intendente y el consejo regional. Luego, en cuatro párrafos se contiene aquella normativa que dice relación con el intendente, el consejo regional, al gobernador y el consejo económico y social provincial, respectivamente.



	El primero de los citados párrafos, que consta de cuatro Artículos (22 al 25), después de aclarar que en el Título I de la ley en proyecto ya se señalaron aquellas; funciones específicas que correspondía ejercer a los intendente, lo consagra como el órgano ejecutivo del gobierno regional y, en tal calidad, le entrega la presidencia del Consejo Regional, parte, esta última, que ya se encuentra consagrada en el inciso primero del artículo 101 de la Carta Fundamental (artículo 22).



	El artículo 23 confiere a la primera autoridad regional, en el ejercicio de la primera de las calidades indicadas, una serie de facultades, entre las que cabe destacar las siguientes: la de elaborar
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las políticas de desarrollo regional, en consonancia con las políticas y los planes nacionales, y dirigir su ejecución; requerir del consejo regional la aprobación de los planes y estrategias de desarrollo de la región, como, asimismo, sus modificaciones; la de someter a la consideración del consejo regional el proyecto de presupuesto respectivo; proponer al consejo regional la distribución de aquella parte del FNDR asignado a la región, así como de las inversiones sectoriales destinadas a la misma; la de representar judicial y extrajudicialmente al gobierno regional; la de administrar los bienes y recursos regionales; la de coordinar, supervigilar o fiscalizar los servicios públicos que operen en la región; la de resolver los recursos administrativos que se deduzcan respecto de las resoluciones dictadas por los secretarios regionales ministeriales y, jefes de los servicios públicos en materias propias del gobierno regional; la de aprobar los planes reguladores comunales, previo acuerdo del consejo regional.



	El artículo 24 fija un plazo de treinta días para que el. consejo regional emita su pronunciamiento respecto de los planes y estrategias regionales de desarrollo, del proyecto de presupuesto del gobierno regional. como, asimismo, de las modificaciones de ambos, presumiendo la decisión favorable de éste en caso de no hacerlo en ese lapso. En el evento de producirse discrepancias entre el intendente y el consejo regional sobre estas materias, la normativa hace primar lo propuesto por el intendente, a menos que el consejo insistiere en su posición por los dos tercios del total de sus miembros.	
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	El artículo 25 consagra la calidad de jefe superior de los servicios administrativos del gobierno regional del intendente, debiendo proponer, al efecto la organización de éstos al consejo. Este personal se regirá por el Estatuto Administrativo, siendo su escala de remuneraciones igual de aquella aplicable a la Administraci6n Pública, a excepci6n de sus tres primeros niveles jerárquicos.



	El párrafo II de este capítulo III que, como se advirtiera, se refiere al consejo regional, regula en quince artículos (del 26 al 40) esta entidad.



	El artículo 26 reproduce, en términos muy similares, el inciso primero del artículo 102 del texto constitucional, esto es, señala como finalidad del consejo hacer efectiva la participación de la comunidad regional, estando dotado de facultades normativas, resolutivas y fiscalizadoras.



	Por su parte, el artículo 27 se encarga de puntualizar que el consejo regional estará constituido, además del intendente, por consejeros a ser electos por los concejales existentes en la región; constituidos para estos efectos en colegio electoral por cada una de las provincias que la integran, de conformidad a dos criterios de distribución: dos consejeros por cada una de ellas, sin consideración al número de habitantes, y, en segundo término, diez adicionales en las regiones de hasta un millión de habitantes y catorce en aquéllas que superen esa cifra, calculada de acuerdo al procedimiento que indica.
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	El artículo 28 hace aplicable a la elección de consejeros regionales el procedimiento que esta misma ley en proyecto propone más adelante, puntualizando que durarán cuatro años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos.



	El artículo 29 señala como requisito para ser elegido en estos cargos tener la calidad de ciudadano con derecho a sufragio, haber cumplido 21 años de edad, con enseñanza básica completa y residir en la región durante los dos últimos años previos a la elección.



	El artículo 30 contiene las inhabilidades para ser electo consejero regional, consultando, al efecto, tener las calidades de Parlamentario, de ministro de Estado, de intendente, de gobernador y de concejal; de Contralor General de la República, de contralor regional y de miembro del. Consejo del Banco Central; de magistrado de los tribunales superiores de justicia, de juez de letras, de funcionario que ejerza el ministerio público y de miembro del Tribunal Constitucional, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los Tribunales Electorales Regionales y, por último, hace extensible este impedimento a aquéllos que, por sí o como representante de personas naturales o jurídicas, tengan contratos o cauciones vigentes con el gobierno regional o litigios pendientes con éste en calidad de demandantes.



	El artículo 31 contempla, por su parte, las incompatibilidades de dicho cargo señalando que lo es con el de concejal y con el de miembro de los consejos económicos y sociales provinciales y comunales, con el desempeño de las funciones públicas señaladas en el 
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artículo anterior y con todo otro empleo, función o comisión en el mismo gobierno regional.



	El artículo 32 consulta dos impedimentos adicionales para ocupar el cargo de consejero regional, cuales son los de aquellos consejeros que, por sí mismo o como representante de personas naturales o jurídicas, celebren o caucionen contratos con el gobierno regional o promuevan litigios contra éste en calidad de demandantes, y de aquéllos que actúen como abogados o mandatarios en cualquier clase de juicio contra el respectivo gobierno regional, haciéndoles aplicables, asimismo, su artículo 33, las prohibiciones consultadas en el Estatuto Administrativo.



	El artículo 34 contempla las funciones que se entregan al consejo regional, las que por su importancia se transcriben a continuación: “a) Aprobar los reglamentos regionales; b) Aprobar, en aquello no regulado por esta ley, la organización interna del gobierno regional, mediante la dictación del correspondiente reglamento, a proposición del intendente; c) Aprobar el reglamento que regule su funcionamiento; d) Prestar su acuerdo a los planes reguladores comunales con sujeción a la normativa ministerial que rija en la materia, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 20 letra g); e) Aprobar el plan de desarrollo de la región y  el proyecto de presupuesto regional, así como sus respectivas modificaciones, a propuesta del intendente; f) Aprobar, a proposición del intendente, la distribución de la cuota del Fondo Nacional de Desarrollo Regional y de los recursos de los programas de inversión sectorial de asignación regional; g) Aprobar, a proposición del intendente, los convenios de programación que el gobierno regional celebre;
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h) Fiscalizar el desempeño del ejecutivo regional respecto del cumplimiento del plan regional de desarrollo y de la ejecución del presupuesto del gobierno regional, pudiendo requerir del intendente la información necesaria al efecto; i) Dar su acuerdo al intendente para enajenar o gravar bienes raíces que formen parte del patrimonio del gobierno regional y respecto de los demás actos de administración en que lo exijan las disposiciones legales, y j) Tomar conocimiento y emitir opinión sobre los presupuestos y programas de obras comunales.”.



	Su artículo 35, luego de preceptuar que el consejo regional celebrará sesiones ordinarias y, extraordinarias, la periodicidad mínima de las primeras y las materias a tratarse en unas y otras, entregando a este organismo la facultad de establecer, en su reglamento, la forma en que serán convocadas, señala que actuará como ministro de fe del mismo su secretario, quien habrá de ser nombrado por éste a proposición del Intendente.



	El artículo 36 fija en dos quintos de los consejeros en ejercicio y en la mayoría absoluta de los consejeros asistentes los quórum mínimos para sesionar y adoptar acuerdos, respectivamente, Salvo que acerca de estos últimos la ley exija uno distinto.



	El artículo 37 determina la dieta que habrán de percibir los consejeros regionales por cada sesión a la que asistan y su tope máximo.



	El artículo 38 contiene las causales de cesación en el cargo en comentario, las cuales consisten en la renuncia
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aceptada por la mayoría absoluta de los consejeros en ejercicio; la pérdida de alguno de los requisitos exigidos para ser elegido consejero, o incurrir en alguna de las causales de inhabilidad sobreviniente señaladas en esta ley, y, finalmente, la de incurrir en alguna de las causales de incompatibilidad también prevista en ésta. Por su artículo 39 se entrega al propio consejo la calificación de la procedencia de las indicadas Causales, exigiendo, respecto de las dos últimas, que el acuerdo sea adoptado por los dos tercios de los miembros en ejercicio, en una sesión especialmente convocada al efecto, con la anticipación y las formalidades que en disposición en comentario indica.



	El párrafo III de este capítulo consulta, en dos artículos, la normativa específica aplicable a los gobernadores. Así, el artículo 41, al igual que aquella disposición que encabeza el párrafo relativo a los intendentes, hace la salvedad de que las facultades que aquí se consultan deben entenderse complemantarias de aquellas referidas en el Título I de la ley en proyecto. Esta norma en comentario entrega al gobernador la administración superior de la provincia de que se trate, además de la presidencia del consejo económico y social provincial.



	En forma directa, el artículo 42 consulta para los gobernadores una serie de atribuciones, siendo las principales las siguientes: la de conocer y supervisar los programas y proyectos de desarrollo que entidades del sector público efectúen en la provincia, de los cuales deberá ser oportunamente informado; la de proponer proyectos específicos de desarrollo al intendente; la de asesorar a los respectivos municipios, a solicutud
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de éstos, particularmente en la confección y puesta en práctica de programas y proyectos; la de incentivar la participación del sector privado en acciones que propendan al desarrollo de la provincia; la de ordenar la coordinación necesarias en el logro del desarrollo provincial, particularmente en los programas de infraestructura económica y social básica; la de fiscalizar y adoptar aquellas medidas conducentes a una adecuada coordinación de los organismos estatales que operen en la provincia;



	El párrafo cuarto, que consta de trece artículos (43 al 55), se refiere al consejo económico y social provincial.



	El primero de ellos, en términos similares a los consultados en el inciso tercero del artículo 105 de la Constitución, consagra la existencia de este órgano de carácter consultivo y de participación.



		El artículo 44 establece quiénes conformarán este consejo, además del gobernador.  Al efecto, distingue entre miembros que resultarán elegidos por las organizaciones sociales de la provincia, y aquéllos que lo serán por derecho propio.  Entre los primeros, que serán un total de veinticuatro, habrá cuatro en representación de las uniones comunales de juntas de vecinos de la provincia; cuatro por las organizaciones comunitarias funcionales de la misma, entendiéndose que revisten tal calidad, para estos efectos, los colegios profesionales; ocho que representen a las organizaciones laborales constituidas legalmente; y, finalmente, ocho elegidos por las entidades que agrupen a los empresarios y demás unidades productivas.
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	Ahora bien, en cuanto a aquellos que integrarán este consejo por derecho propio, señala a: un miembro de cada una de las instituciones de las Fuerzas Armadas y de Carabineros que tengan asiento en la respectiva provincia, designados por el mando provincial correspondiente; y representantes, en un número máximo de cuatro, de los rectores de las Universidades que funcionen en la provincia correspondiente.



	El artículo 45 entrega al gobernador la presidencia del consejo en comento, pudiendo convocarlo, sin perjuicio de la facultad del mismo de autoconvocarse por un tercio de sus miembros.



	El artículo 46 indica las atribuciones que se otorgan a este organismo, que son: "a) Ser consultado por el gobernador sobre los anteproyectos de plan regional de desarrollo y de presupuesto del gobierno regional, con anterioridad al sometimiento de estas iniciativas al consejo regional, y emitir opinión a su respecto; b) Recibir semestralmente una cuenta del gobernador sobre la marcha de la administración a nivel provincial y de la ejecución de los programas y proyectos que se desarrollen en la provincia; c) Realizar estudios y emitir opinión en materias de desarrollo provincial; d) Presentar proposiciones de proyectos específicos para el desarrollo de la provincia, a fin de que sean consideradas por el gobernador para su inclusión en los programas respectivos, y e) Absolver las consultas que le formule el gobernador.".



	El artículo 47, luego de prescribir que los miembros de este consejo permanecerán cuatro años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos, indica que no percibirán remuneración alguna por su ejercicio,
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debiendo reunir quienes lo sirvan los mismos requisitos exigidos para ocupar el cargo de consejero regional, quedando afectos a las inhabilidades señaladas por las letras a), b), c) y d) del artículo 30 de esta ley, ya analizado.



	El artículo 48 designa una comisión, presidida por el gobernador, quien determinará qué entidades �fuera de aquellas que, por derecho propio, integran este consejo económico y social � tendrán derecho a participar en la elección de sus representantes, por estamento ante este organismo, como, asimismo, las normas procedimentales que regularán las elecciones de cada estamento, actuando como secretario y ministro de fe de esta comisión el Conservador de Bienes Raíces con sede en la capital de la provincia.



	Los restantes artículos de este párrafo se encargan de regular, pormenorizadamente el procedimiento a que deben sujetarse las organizaciones antes mencionadas para efectos de ser consideradas por la comisión a que se refiere el artículo precedente. Así, se establece el plazo y la forma de inscripción, los requisitos de vigencia, la manera de reclamar frente a eventuales irregularidades que se cometan y, el órgano competente mención especial merecen los artículos 54 y 55, en los cuales se dispone que cada elector dispondrá de un voto para elegir un miembro titular y otro suplente del correspondiente estamento, resultando electos los seis candidatos titulares y suplentes que hayan obtenido las más altas mayorías, declaradas por el Tribunal Electoral Regional.
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	El capítulo IV, que consta de ocho artículos (del 56 al 63), se refiere a la estructura administrativa del gobierno regional y otros órganos de la administración pública en las regiones.



	Así, el artículo 56, luego de disponer que el gobierno regional habrá de contar con los recursos humanos necesarios para el cumplimiento de sus funciones, señala que deberá consultar necesariamente una unidad de asistencia jurídica, como, asimismo, otra de gestión y control de los recursos y programas de los gobiernos regionales.



	El artículo 57, en íntima armonía con el artículo 103, inciso segundo, de la Carta Fundamental y con el artículo 23 de la ley Orgánica Constitucional sobre Bases de la Administración del Estado, dispone la desconcentración territorial de los ministerios, a través de secretarías regionales ministeriales, a excepción de las Carteras del Interior, Secretaría General de la Presidencia, de Defensa Nacional y de Relaciones Exteriores.



	El artículo 58, en concor�dancia con los artículos 23 y 39 de la antes mencionada ley Orgánica Constitucional, indica que estas secretarías regionales ministeriales serán de cargo, cada una de ellas, de un secretario regional ministerial, el que, además de su calidad de representante de su Secretaría de Estado, colaborará directamente con el intendente respectivo, estando subordinado a éste en todo lo que diga atingencia con la elaboración, ejecución y coordinación de las políticas, planes, presupuestos, proyectos de desarrollo y demás materias que sean de competencia del gobierno regional. Agrega esta norma que serán nombrados 



�105.



por el Presidente de la República � como igualmente removidos por éste� de entre aquellas personas que figuren en sendas ternas, propuestas por el intendente y por el ministro del ramo, respectivamente.



	El artículo 59 obliga a los secretarios regionales ministeriales a ceñirse a las instrucciones técnicas y administrativas emanadas de su respectivo ministerio, siendo las discrepancias que, eventualmente pudieran producirse entre el intendente y el ministro del ramo resueltas por el Jefe del Estado.



	El artículo 60 contiene las funciones que corresponde ejercer a estas entidades, entre las cuales se pueden nombrar la de confeccionar y llevar a la práctica las políticas, planes y proyectos regionales, pudiendo adoptar las acciones de coordinación necesarias para tal objeto de los órganos que integren el respectivo sector; la de analizar, conjuntamente con los organismos involucrados, los planes de desarrollo sectoriales; la de preparar el anteproyecto de presupuesto regional en la esfera de su competencia, en coordinación con el ministerio correspondiente; la de mantener permanentemente informado al intendente acerca del grado de cumplimiento del programa de trabajo del respectivo sector; la de fiscalizar los organismos que integren su respectivo sector.



	El artículo 61 consulta la existencia de un órgano auxiliar del intendente, que denomina gabinete regional, del cual forman parte los gobernadores y los secretarios regionales ministeriales, sin perjuicio de que el intendente pueda integrar a él, en calidad de miembros permanentes o invitados, a los jefes regionales de organismos de la Administración del Estado.
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	El artículo 62 contempla una norma similar a la contenida en el inciso segundo del artículo 30 de la ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, disponiendo que la desconcentración territorial de los servicios públicos nacionales se llevará a cabo mediante direcciones regionales o provinciales a cargo de un director, dependiente del director nacional del servicio. Sin embargo, en materia de ejecución de las políticas, planes y programas de desarrollo regional aprobados y financiados por el gobierno regional, quedarán subordinados al intendente, a través del SEREMI respectivo.



	El artículo 63 prescribe que todas las entidades públicas, exceptuando a aquellas constitucionalmente autónomas, estarán sujetas a la coordinación, supervigilancia y fiscalización, en su casos del intendente, a través del respectivo secretario regional ministerial, a fin de dar cumplimiento a los planes, programas y proyectos que sean propios del ámbito regional. Igualmente, las obliga a proporcionar oportunamente la información que requiera el gobierno regional para el cumplimiento de sus funciones.



	El capítulo V, que consta de tres artículos (del 64 al 66), se refiere a las asociaciones regionales.



	El artículo 64 posibilita que los gobiernos regionales puedan asociarse con personas naturales o jurídicas, o constituir con ellas entes que tengan por objeto impulsar acciones o iniciativas sin fines 
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de lucro que tiendan al desarrollo de la región, pudiendo realizar, de esta manera, especialmente, análisis orientados a definir áreas o sectores con potencial de crecimiento, fomentar la ejecución de proyectos de inversión, dar mayor énfasis a la creación de asociaciones de pequeños y medianos productores, impulsar la innovación tecnológica, promover una gestión empresarial más exitosa y realizar acciones de capacitación.



	Cabe hacer presente que el inciso primero de esta disposición está consultado en el artículo 104, inciso penúltimo, del nuevo texto constitucional.



	El artículo 65, por su parte, puntualiza que la formación de tales entidades precisará del acuerdo del consejo regional que corresponda, a proposición del intendente, y que a dichas instituciones les será aplicable la legislación común, quedándoles vedado, sin embargo, la posibilidad de contratar empréstitos.



	El	artículo 66 señala las estipulaciones mínimas que deben contener los actos jurídicos celebrados por los gobiernos regionales para crear las denominadas asociaciones regionales, siendo éstas, en síntesis, la determinación de las obligaciones y el financiamiento y otros recursos que el gobierno regional proporcione, rigiendo en este caso, también, la �prohibición de contratar empréstitos.



	El capítulo VI, que consta de diez artículos (del 67 al 76), se refiere al patrimonio y sistema presupuestario regional.
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	El artículo 67 establece la conformación del patrimonio del gobierno regional de la siguiente manera: los bienes muebles e inmuebles que les transfiera el Fisco y los que adquiera a cualquier título, como igualmente los frutos de éstos; las donaciones, herencias y legados que reciba, exceptuándolas del trámite de insinuación; los ingresos que obtenga por los servicios que preste; los recursos que recaude en razón de que una ley así lo permita por tener una clara identificación local; la parte que le sea asignada en la distribución del FNDR; las obligaciones que asuma en el desempeño de las actividades que le son propias; los derechos y obligaciones que adquiera con motivo de su participación en las asociaciones tratadas en el capítulo anterior; y, finalmente, los demás recursos que le correspondan en virtud de la ley.



	El artículo 68 establece el estatuto aplicable a los señalados bienes. Así, aquellos destinados a su funcionamiento y los dineros depositados serán inembargables; hace aplicable las normas que rigen para el sector público a la forma de adquirir bienes raíces, especificando que sólo podrán ser gravados, entregados en comodato o arrendamiento y enajenados en caso de necesidad o utilidad manifiesta, estableciendo un procedimiento especial para esta última situación; obliga a vender en remate público los bienes muebles dados de baja, sin perjuicio de la facultad del intendente, con el acuerdo de los dos tercios del consejo regional, de donar estos bienes a instituciones sin fines de lucro que operen en la región; posibilita que sus bienes puedan ser objeto de permisos y concesiones de administración, siendo esencialmente precarios, en los términos que indica; y, finalmente, señala el régimen aplicable al dominio, asig�nación y transferencia 
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de los bienes inventariables, muebles o inmuebles, que se adquieran o construyan con recursos provenientes del FNDR.



	El artículo 69 define lo que constituirá el presupuesto del gobierno regional, disponiendo que se regirá por las normas de la Ley orgánica de Administración Financiera del Estado; que estará compuesto por los recursos que le asigne la Ley de Presupuestos; que debe consultar un programa de inversión regional, en el que se incluirán los recursos provenientes del FNDR y, los demás que tengan por objeto el desarrollo de la región. Agrega, que el proyecto de presupuesto del gobierno regional será propuesto por el intendente al consejo regional para su aprobación; de serlo se enviará al Ministerio de Hacienda, en conformidad al procedimiento que esta Cartera establezca.



	El artículo 70, en concor�dancia con lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 104 de la Constitución Política, define al FNDR como "un programa de inversiones públicas destinado al financiamiento de acciones en los distintos ámbitos de infraestructura social y económica de la región", estará conformado por una proporción del total de gastos de inversión pública que establezca anualmente la Ley de Presupuesto y su distribución se realizará entre las regiones, asignándoles sus respectivas cuotas.



	El artículo 71 establece que la aludida distribución, en un 90%, se expresará anualmente en la Ley de Presupuesto, habida consideración de las condiciones socioeconómicas y territoriales de cada región en relación al contexto nacional, considerándose,  para tal fin, las
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dos variables siguientes, con idéntica incidencia: el nivel socíoeconómico de la región, medido en términos de indicadores como el porcentaje de población en condiciones de pobreza, la tasa de desempleo, el producto per cápita regional y otros relativos a la calidad de vida en salud, educación y saneamiento ambiental; y, por otra parte, la condición territorial particular de cada región, medida a través de indicadores tales como la dispersión poblacional, la ruralidad de los centros de población, el deterioro ecológico y su distancia respecto a la región metropolitana. Se dispone para el cálculo de las anotadas variables el empleo de cifras oficiales, emanadas de los Ministerios, del Instituto Nacional de Estadísticas o, en su caso, de Organismos Internacionales reconocidos por el Estado de Chile.



	En lo que respecta a la distribución del 10% restante del FNDR, el artículo 72 de la ley en proyecto establece que habrá de llevarse a cabo durante el transcurso del año presupuestario correspondiente, del modo siguiente: un 5% como estímulo a la eficiencia, considerando, al menos, el porcentaje de desembolsos efectivos en relación al marco presupuestario del año anterior y el monto de la cartera de proyectos de inversión elegibles para ser financiados mediante el Fondo Nacional de Desarrollo Regional, disponiendo que será el Ministerio del Interior quien, mediante resolución fundada, establecerá en el primer trimestre de cada año dicha distribución; y, el otro 5%, para gastos de emergencia, a ser calificados también por dicha Cartera, a solicitud de los gobiernos regionales, para distribuir, de conformidad a la mecánica señalada en el artículo 71, ya analizado, en el ejercicio presupuestario siguiente, aquella parte no utilizada de este último porcentaje.
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	El artículo 73 dispone que podrán sumarse a la cuota del FNDR que corresponda a la respectiva región los ingresos propios que genere el gobierno regional, además de los recursos que, por ley o por convenio, se asignen a una o más regiones, no pudiendo, para estos efectos, aplicarse los criterios de distribución ya vistos con ocasión día tratar el artículo 71.



	El artículo 74 entrega a la Ley de Presupuestos la determinación de los fines a los que no podrá ser destinado el FNDR, estableciendo la normativa y procedimiento aplicables a los proyectos de inversión, los estudios y programas que se efectúen.



	En cumplimiento de lo preceptuado en tal inciso tercero del artículo 104 de la Carta Fundamental, el artículo 75 del proyecto obliga a consultar en la Ley de Presupuesto uno o más ítem del gastos correspondientes a la inversión sectorial de asignación regional, entregando al gobierno regional correspondiente la, resolución acerca de cómo habrán de distribuirse tales recursos, debiendo considerar las pautas de elección impartidas por el ministerio de que se trate en relación a los proyectos específicos porque se opte.



	Luego, la disposición en comento define la inversión sectorial de asignación regional como “toda aquélla que corresponda a estudios preinversionales, programas y proyectos de inversión que, siendo responsabilidad de un ministerio o de sus servicios centralizados o descentralizados, se deban materializar en una región específica y sus efectos económicos directos se concentren principalmente en ella”, pudiendo





�112.



tales acciones incluir financiamiento conjunto del gobierno regional y del órgano o servicio público correspondiente y debiendo cumplir, además, con la normativa que allí se establece.



	El mismo artículo permite el traspaso de recursos entre los distintos programas de inversión sectorial de asignación regional, como, asimismo, entre éstos y proyectos correspondientes al FNDR, hasta por un porcentaje que no supere el 5% del presupuesto asignado a los primeros.



	El artículo 76 se encarga de conceptualizar los convenios de programación aludidos en el inciso cuarto del artículo 104 de la Constitución como aquellos “acuerdos formales entre uno o más gobiernos regionales y uno o más ministerios, que definen las acciones relacionadas con los proyectos de inarersión que ellos concuerdan realizar dentro de un plazo determinado”, señalando, a continuación, las especificaciones que necesariamente deberán contener, así como la forma en que deberán ser sancionados.



	El capítulo VII de este Título II, que consta de dos párrafos, se refiere, pormenorizadamente, a la elección de los consejeros regionales, el que se revisará en sus aspectos principales.



	El primero de ellos, que comprende nueve artículos (del 77 al 85), trata de los Colegios Electorales Provinciales y de la votación.
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	Así, se consulta la existencia de un colegio electoral en cada provincia, compuesto por los concejales respectivos, para efectos de proceder a la elección de los consejeros regionales, confiriendo al Tribunal Electoral Regional un rol protagónico en relación a una serie de materias, tales como, la confección de la nómina de los electores, la designación por sorteo de los miembros de la mesa, y el local en que se instalará el colegio electoral. Luego, se regula la constitución de cada colegio electoral y su quórum de instalación, así como la presentación de las candidaturas y sus diferentes modalidades; la forma en que habrá de realizarse la elección, el escrutinio de los votos y cómo definirán tanto los candidatos titulares como suplentes.



	El párrafo II, que consta de ocho artículos (del 86 al 93), se refiere a las reclamaciones del acto electoral.



	Al efecto, se establece un procedimiento frente a cualquier eventual irregularidad cometida en, el acto eleccionario; el órgano competente para conocer y resolver tales acciones, los efectos de sus resoluciones y la forma a que debe someter su actuar.



	El Título Final, que consta de tres artículos (del 94 al 96), amén de indicar que los gobiernos regionales, los intendentes y gobernadores se relacionaran con el Primer Mandatario a través de la Cartera del Interior y que las competencias que se confieren a los primeros, en la medida que no les hayan sido expresamente encomendadas por la ley en proyecto, no interferirán con aquéllas que corresponda ejercer a la Administración Pública Nacional, permite la radicación en los gobiernos 
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regionales de funciones específicas encomendadas a otros órganos administrativos, requiriéndose, al efecto, de la existencia de un convenio entre el gobierno regional y la entidad respectiva, a ser suscrito, además, por el Ministro del Interior.



	Por último, el proyecto de ley en informe propone seis disposiciones transitorias que, también, someramente, pasan a analizarse.



	La primera de ellas indica que, para los efectos de determinar los recursos a ser asignados al FNDR durante los años 1993 y 1994, se habrá de tomar como base el crecimiento promedio de la inversión pública nacional �haciendo exclusión de la inversión sectorial de asignación regional�, habida durante 1921 incrementados tales recursos en una tasa no inferior al 25% de este último.



	La segunda, que apunta a la inversión sectorial de asignación regional, a ser considerada en los presupuestos de los años 1993 y 1994, además de señalar los rubros mínimos que la conformarán, indica el porcentaje inferior � de un 25%� en que habrá de crecer, tomando como base, al efecto, la tasa de crecimiento de la inversión pública restante durante los mismos años, haciendo exclusión, eso sí, del FNDR.



	Las tercera y cuarta entregan al Jefe del Estado la conformación del primer presupuesto de los gobiernos regionales, como, asimismo, su organización interna y las plantas de personal que servirán en los mismos, con las modalidades que indican.



�115.



	La quinta llena el vacío que se producirá respecto �a la competencia de los intendentes y gobernadores en el tiempo que medie entre la publicación de la ley, en proyecto y la instalación de los gobiernos regionales, como, asimismo, mantiene respecto de los COREDES su actual situación jurídica, durante dicho lapso.



	La sexta aborda la situación especial que se presenta respecto de los bienes adquiridos o construidos a través del FNDR, con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley en proyecto, y que no hayan sido objeto de transferencia por no haberse hecho uso de la facultad que, a este respecto, contiene el artículo 16 de la ley N°18.267, estableciendo, como regla general, que deberán entenderse radicados en el dominio de las entidades públicas no fiscales o de las de carácter privado a las cuales se encuentren asignados a la fecha. Por otra parte, respecto de los mismos bienes, pero que estén siendo utilizados por entes fiscales, también los destina a éstos. Excepcionalmente, el inciso segundo de la norma en comento posibilita que los señalados bienes pueden mantenerse en el patrimonio del gobierno regional, todo ello, cumpliendo las formalidades que sobre el particular esta misma norma contempla.





IV.� DISCUSION Y VOTACION DEL PROYECTO.



	A.� Discusión general



	Cabe consignar que vuestra Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social compartió plenamente los puntos de vista sustentados por el Ejecutivo al fundamental la iniciativa en informe, procediendo, por unanimidad, a prestar su aprobación a la idea de legislar sobre la materia.
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	B.� Discusión particular



	Durante el estudio pormeno�rizado del proyecto, vuestra Comisión adoptó, respecto de su articulado, los acuerdos siguientes:



	Artículo 1°.



	Su inciso primero, que reproduce en términos muy similares lo preceptuado por el artículo 100, inciso primero, de la Constitución Política, fue aprobado por unanimidad, sin alteración alguna.



	A su inciso segundo, que trata de la subrogación del intendente, se presentó una indicación, patrocinada por los señores Bombal, Carrasco, García Ruminot, Hamuy, Letelier, Ortega y Ulloa, aprobada por simple mayoría de votos, que sustituye su texto en términos de establecer que dicha autoridad habrá de ser subrogado por el gobernador de aquella provincia asiento de la capital regional, manteniendo la facultad del Primer Mandatario para designar a otra persona que goce de su confianza.



	Se indicó, para justificar esta modificación introducida al texto propuesto, que era de extraordinaria conveniencia que quien ejerciera tal subrogación fuese un colaborador cercano de la primera autoridad regional, tanto física como laboralmente, de suerte de mantener la continuidad en el manejo de la cosa regional, precaviendo, a la vez, que, quien 
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ocupe transi�toriamente el cargo, dilate la adopción de decisiones en espera del reintegro del titular.



	Artículo 2°.



	Esta disposición, que contiene las funciones que se entregan al intendente, en su carácter, de representante del Jefe del Estado en la región, y que fueran analizadas en su oportunidad en este informe, fue aprobada, en todas sus letras, por asentimiento unánime, con excepción de sus letras k) y l) que lo fueron por simple mayoría de votos, en los mismos términos contenidos en el Mensaje. Sin perjuicio de lo anterior su letra c), relativa a que pueda disponer de la fuerza pública, como, asimismo, su letra ñ), que se refiere a la adopción de medidas destinadas a afrontar eventuales situaciones de emergencia o catástrofe y que fue motivo de una indicación, suscrita por la señora Caraball y los señores Carrasco, García Ruminot, Letelier, Ortega y Ulloa, por la cual se agrega la expresión "prevenir" a su texto, las cuales lo fueron por simple mayoría de votos y tres abstenciones.



	Artículo 3°.



	Esta norma, que	señala la existencia de una gobernación por provincia, de cargo de un gobernador, entregando a éste la supervigilancia de los servicios públicos existentes en su territorio, de conformidad a las directrices que imparta el respectivo intendente, fue aprobada, por unanimidad, en los mismos términos propuestos.
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	Artículo 4°.



	Este artículo, que indica las atribuciones que le corresponderá desempeñar al gobernador, fue aprobado, por unanimidad, en todas sus letras, y en los mismos términos propuestos por el Ejecutivo, con las siguientes salvedades: su letra e), que se refiere a que pueda disponer de la fuerza pública , la que fuera aprobada por simple mayoría y tres abstenciones; su letra f) relativa a la adopción de medidas para afrontar situaciones de emergencia o catástrofe, que fue objeto de una indicación, copatrocinada por la señora Caraball y los señores Carrasco, Elizalde, García Ruminot, Letelier, Ortega y Ulloa, que le introduce el término "prevenir'', que fuera aprobada por igual quórum de votación; su letra h), que trata de la facultad que se le confiere en relación a la circulación de vehículos estatales fuera de la jornada ordinaria y al uso del disco distintivo fiscal, la que fuera aprobada por simple mayoría de votos; y, finalmente, su letra i), que apunta a la vigilancia que deberá ejercer respecto de los bienes del Estado, que fue aprobada por simple mayoría de votos.





	Artículo 5°.



	Esta disposición se refiere al nombramiento de delegados por parte del gobernador y las modalidades a que éste deberá sujetarse.



	A su inciso primero se presentaron sendas indicaciones, suscritas por los señores Aguiló, señora Caraball, Carrásco, Elízalde, Hamuy y Ortega. La primera de ellas, encaminada a suprimir la frase inicial, que subordina a la autorización del intendente la 
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operatoria de dichos nombramientos, fue aprobada por simple mayoría de votos; la segunda, que elimina la circunstancia especial de que existan condiciones de aislamiento, lo fue por mayoría de votos y una abstención.



	Las razones tenidas en cuenta para este proceder fueron que el gobernador se encontraba en mejores condiciones que nadie para apreciar, en el terreno mismo, los casos en que se presentaran tales supuestos y, por otro lado, que la parte final del inciso en referencia, atendida su amplitud, incluía ya la situación en que se colocaba la frase que se elimina.



	Sus incisos segundo y cuarto se aprobaron, por unanimidad; su inciso tercero lo fue por simple mayoría de votos, en los mismos términos señalados en el Mensaje.





	Artículo 6°.



	Esta disposición, que faculta al gobernador para crear un consejo técnico asesor, fue aprobada, por unanimidad, en igual forma que la propuesta.



	Artículo 7°.



	Esta norma, que contiene los requisitos necesarios para ser designado intendente o gobernador, fue aprobada, por unanimidad, en idénticos términos a los señalados, salvo en lo que dice relación con su letra b), que indica la edad mínima con que se debe contar, la 
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que, conjuntamente con una indicación suscrita por el señor Elgueta, que eliminó el término "cumplidos", lo fue por simple mayoría de votos y dos abstenciones, por entender la Comisión que era redundante.





	Artículo 8°.







	Esta disposición, que estable�ce la imposibilidad de servir simultáneamente los cargos de intendente, gobernador, concejal y consejero municipal, miembro del consejo económico y social provincial y consejero regional, fue aprobada, por unanimidad, en igual forma que la propuesta.





	Artículo 9°.



	Este artículo, que contempla las causales de cesación en los cargos de intendente y gobernador, fue aprobado, por asentimiento unánime, en los mismos términos consignados en el Mensaje.





	Artículo 10.



	Este precepto, que permite el traslado transitorio de las sedes de los intendentes y gobernadores, dentro de sus respectivos territorios jurisdiccionales, como, igualmente, fija la ubicación permanente de las mismas, fue aprobado, por simple mayoría de votos, en idénticos términos a los propuestos.
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	Artículo 11.



	Esta norma, que posibilita que las antes aludidas autoridades puedan requerir de los jefes de los organismos de la Administración del Estado los antecedentes que estimen pertinentes, fue aprobada, por unanimidad, en forma igual a la que se propone.





	Artículo 12.



	Esta disposición, que obliga a los intendentes y gobernadores a denunciar ante el organismo correspondiente, los actos funcionarios de los que pueda derivarse algún tipo de responsabilidad culpable o dolosa, fue aprobada, por asentimiento unánime, sin alteraciones.





	Artículos 13 y 14.



	Estos artículos, en que se establecen los Gobiernos; Regionales, sus características jurídicas, objetivos y funciones preferentes de los mismos, fueron objeto de un reordenamiento y adecuación de sus textos, con motivo de aprobarse sendas indicaciones, copatrocinadas por los señores Aguiló, Barrueto, Carrasco, Elgueta, Hamuy, Montes y Ortega, presentadas con tales propósitos. La primera, por unanimidad y una abstención, y la segunda por simple mayoría de votos.



	Artículo 15.



	Esta norma, que determina la sede de los Gobiernos Regionales, fue objeto de una indicación, patrocinada por los señores Elgueta, Elizalde, Hamuy, Ortega y Ulloa, tendiente a posibilitar que
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éstos puedan ejercer sus funciones transitoriamente en otras localidades, buscando la consonancia con lo preceptuado en el artículo 10.



	Este artículo, con la mencionada indicación, fue aprobado por simple mayoría y tres abstenciones.



	Artículo 16.



	Esta disposición contempla las funciones generales que corresponde ejercer	al gobierno regional en su cometido, las cuales fueran señaladas en el capítulo anterior de este informe, y sometidas al siguiente tratamiento por parte de la Comisión: sus letras a) d) y e) fueron aprobadas por unanimidad en los mismos términos propuestos por el Mensaje; su letra b) fue motivo de una indicación, aprobada por unanimidad y una abstención, suscrita por el señor Elgueta y Hamuy, por la cual se suprimió la frase "comprendidos en la cuota", por entenderse que era redundante; a su letra c) fue presentada una indicación por parte de los señores Aguiló, Barrueto, Carrasco, Elgueta Hamuy y Ortega, por la cual se cambia su primera parte por la de “Decidir la destinación a proyectos específicos”, la cual fuera aprobada por mayoría de votos; y, finalmente, su letra f), relativa a situaciones de emergencia o catástrofe, fue objeto de una indicación de los señores Elgueta y Hamuy, aprobada por unanimidad y una abstención, encaminada a que la adopción de medidas necesarias para enfrentarlas queden enmarcadas

en la ley.
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	Artículo 17.



	Esta norma, que se refiere a las funciones que corresponde desempeñar a estos gobiernos en asuntos de ordenamiento territorial, también ya analizada, fue motivo de los siguientes acuerdos: su letra a) fue motivo de una indicación de los señores Hamuy y Ulloa, aprobada por simple mayoría, por la que se reemplaza su palabra inicial "Definir'' por la de “Establecer” su letra b) fue aprobada por unanimidad sin alteraciones; su letra c) fue motivo de una indicación sustitutiva, aprobada por asentimiento unánime, y copatrocinada por los señores Aguiló, Hamuy y Ortega, por la cual aquellas actividades que deberán desarrollar estos entes en pro del medio ambiente habrán de enmarcarse dentro de las políticas y normas nacionales que se dicten sobre el particular, proporcionándoles, eso sí, iniciativa local a este respecto; su letra d) fue objeto de una indicación presentada por los señores Carrasco y Hamuy, aprobada por unanimidad, por la cual se amplía transporte internacional fronterizo las facultades que le corresponde desempeñar en esta materia; a su letra e) se presentaron sendas indicaciones por parte de los señores Aguiló, Bombal, Carrasco, García Ruminot, Hamuy, Ortega y Ulloa, aprobadas por unanimidad, por la que se reemplaza la palabra "Estimular", que la encabeza, por las expresiones “Fomentar y, propender", como, asimismo, se suprime el término "básica", con que concluye.



	Artículo 18.



	Este precepto considera aquellas funciones que les corresponde ejercer en lo relativo al fomento de las actividades productivas.
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	A su letra a) se presentó una indicación, aprobada por unanimidad, copatrocinada por la señora Caraball y los señores Aquiló, Barrueto, Bombal, Carrasco, Elgueta, García Ruminot, Hamuy, Montes, Ortega y Ulloa, mediante la cual se reemplaza su texto en orden a conferir al gobierno regional un rol más activo en la formulación de las políticas de carácter nacional que incidan en el fomento productivo, en la asistencia técnica y en la capacitación laboral, a aplicarse en la región; a su letra b) se presentaron sendas indicaciones: la primera, suscrita por la señora Caraball y los señores Aguiló, Barrueto, Carrasco, Elgueta, Hamuy, Montes y Ulloa, aprobada por unanimidad, se encarga de poner especial énfasis en la labor de cuidado de los recursos naturales (son ocasión de la explotación de que fueren objeto para el fomento productivo �de la región; la segunda, patrocinada por la señora Caraball y los señores Elqueta, Hamuy y Ortega, aprobada por unanimidad y una abstención, que esclarece que se vinculará con el sector privado, en los estamentos que corresponda, a fin de establecer prioridades de fomento productivo; a su letra c) se presentó una indicación, suscrita por la señora Caraball y los señores Carrasco, Elgueta, García Ruminot y Hamuy, aprobada por: asentimiento unánime, que amplía la facultad allí contemplada a la promoción, también, del desarrollo de la educación superior y técnica; y, por último, su letra d) fue aprobada, por simple mayoría de votos, en los mismos términos señalados en el Mensaje.



	Artículo 19.



	Este artículo, que contiene las funciones a ejercer en materia de desarrollo social y cultural, fue objeto del, siguiente tratamiento por parte de la Comisión: su letras a), b), d) y f) fueron aprobadas 
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por unanimidad, sin sufrir alteración alguna. Su letra c) fue objeto de una indicación, suscrita por la señora Caraball y los señores Barrueto, Hamuy, Ortega y Ulloa, aprobada por asentimiento unánime y una abstención, que incorpora un nuevo aspecto a considerar en la evaluación de los proyectos de inversión, cual es el de considerar el impacto ambiental de los mismos. Su letra e) fue motivo de una indicación, suscrita por la señora Caraball y los señores Aguiló, Barrueto, Elgueta, Hamuy y Ulloa, aprobada por unanimidad, que incorpora el factor “calidad de vida" a la misma, con el propósito de ampliar el campo de los estudios que habrán de realizar estos gobiernos en lo que respecta a su población.



	Artículo 20.



	Esta disposición, que consulta las atribuciones que se entregan al gobierno regional, tuvo el siguiente tratamiento: sus letras b), c), f), h), i), k) y l) fueron aprobadas por asentimiento unánime, sin variaciones; sus letras d) y e) también fueron aprobadas en idénticos términos, pero registrándose simple mayoría en la primera y, además, una abstención en la segunda; su letra a) fue objeto de una indicación, suscrita por los señores Hamuy y Ulloa, aprobada por unanimidad, que incorpora la expresión "y modificar" a la misma, ampliando aquella consultada en el Mensaje que apuntaba solamente a la aprobación de la normativa allí indicada; su letra g) fue motivo de una indicación, suscrita por la señora Caraball y el señor Hamuy, aprobada por simple mayoría de votos, por la que se elimina la palabra "ministerial", por estimarla restrictiva; a su letra j) se presentó una indicación, suscrita por la señora Caraball y los señores Bombal, Elizalde y Ulloa, 
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aprobada por simple mayoría de votos, por la cual se consulta dentro de las atribuciones que se confieren a los gobiernos regionales la de conocer los presupuestos municipales, los de los servicios traspasados y de las modificaciones que puedan sufrir unos y otros, como, asimismo, de sus respectivos proyectos de inversión.





	Artículos 21 y 22.



	Fueron aprobados por unani�midad, en los mismos términos propuestos.





	Artículo 23.



	Este artículo enumera las facultades que habrá de ejercer el intendente en su carácter de órgano ejecutivo del gobierno regional.



	Sus letras a), b), d), f), g), h), i), j), k), l), m), ñ) y p) fueron aprobadas por unanimidad sin variaciones. Su letra c) lo fue por simple mayoría de votos y dos abstenciones. Su letra e) fue motivo de una indicación, aprobada por unanimidad, suscrita por la señora Caraball y los señores Aguiló, Elizalde y Hamuy, para sustituir en ella la expresión “De la cuota" por "de los recursos”, a fin de compatibilizar su redacción con aquella forma empleada en la letra b) del artículo 16 de la ley en proyecto. Su letra n) fue motivo de una indicación, suscrita por la señora Caraball y los señores Aguiló y Hamuy, aprobada por unanimidad, por la que se sustituye la palabra "Conocer", que la encabeza, por la expresión “ser informado”, con el propósito
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de darle una amplitud mayor a su contenido. A su letra o) se presentó una indicación, copatrocinada por los señores Elgueta, Elizalde y Hamuy, aprobada por igual quórum de votación que la anterior, y, que también reemplaza su encabezamiento �"Aprobar"� por la expresión "Poner en vigor", por estimarlo más propio de la función del intendente.



	Artículo 24.



	Esta norma fue motivo del siguiente tratamiento por parte de la Comisión: su inciso primero, que señala un plazo para que el consejo regional emita un pronunciamiento en relación a las materias contenidas en las letras b) y d) precedentes, fue objeto de una indicación, suscrita por los señores Elizalde, García Ruminot, Hamuy y Ulloa, aprobada por unanimidad, que hace computable dicho término desde que sea convocado y entregados los antecedentes correspondientes. Su inciso segundo, que entrega a la primera autoridad regional el voto dirimente, en caso de existir discrepancias � sobre las mismas materias� entre ésta y el consejo regional, a menos que el consejo pueda insistir por los dos tercios del total de sus integrantes, fue motivo de una indicación, suscrita por la señora Caraball y los señores Aguiló, Carrasco, Elizalde, Hamuy y Ulloa, aprobada por igual quórum de votación que la anterior, que rebaja a tres quintos esta mayoría.



	Artículo 25.



	Este artículo, que entrega al intendente la jefatura superior de los servicios administrativos del gobierno regional y, 
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además, establece la obligación de someter al consejo la organización de éstos, como, asimismo, la normativa a que habrá de someterse dicho personal, fue aprobado por simple mayoría de votos, sin variaciones.





	Artículos 26. 27 y 28.



	Estas disposiciones que, como se señaló en su oportunidad, tratan de la finalidad, las facultades, la integración y el procedimiento mediante el cual habrán de ser designados los integrantes del consejo regional, como, asimismo, el tiempo de duración en sus cargos, fueron aprobadas, por unanimidad, en los mismos términos propuestos por el Ejecutivo.





	Artículo 29.



	Este artículo, que determina los requisitos para ser elegido consejero, fue motivo de sendas indicaciones. La primera, suscrita por los señores Aguiló, Barrueto, Carrasco, Hamuy y Montes, aprobada por simple mayoría y una abstención, que limita al hecho de saber leer y escribir la exigencia de contar con enseñanza básica. La segunda, patrocinada por los señores Aguiló, Barrueto, Elizalde, Hamuy, Montes y Ulloa, aprobada por unanimidad, reemplaza la circunstancia de tener 21 años de edad cumplidos por ser mayor de edad, con el objeto de adecuar la norma a los eventuales cambios que se propician sobre el particular.
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	Artículo 30.



	Esta norma, que señala cuáles son las inhabilidades que �afectan a las personas para desempeñar el cargo de consejero regional, en sus letras a), c) 1, e), fue aprobada por unanimidad en los mismos términos propuestos en el Mensaje.



	Su letra b) fue objeto de una indicación presentada por los señores Hamuy y Ulloa, aprobada por igual quórum de votación, que agrega, dentro de las mismas, a quienes desempeñen el cargo de subsecretario. Su letra d) fue motivo de una indicación, suscrita por los señores Elgueta, Elizalde y Hamuy, aprobada por unanimidad y tres abstenciones, que incluye como una causal de inhabilidad la de ser miembro de las Fuerzas Armadas, de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones.





	Artículo 31.



	Este artículo, que indica las incompatibilidades del cargo en cuestión, fue objeto de sendas indicaciones. La primera, suscrita por los señores Hamuy y, Letelier, aprobada por unanimidad y una abstención, la amplía a los secretarios ministeriales y a los directores de servicios regionales. La segunda, patrocinada por la señora Caraball y los señores Aguiló, Carrasco y Hamuy, aprobada por unanimidad, la hace extensiva a los cargos de la planta directiva municipal.
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	Artículo 32.



	Fue aprobado por unanimidad en los mismos términos.







	Artículo 33.



	Esta disposición, que hace aplicable a los consejeros las prohibiciones consultadas en el estatuto administrativo, fue motivo de una indicación, patrocinada por los señores Aguiló, Carrasco, Hamuy y Letelier, aprobada por unanimidad, que establece como única excepción a tal normativa la de participar en actividades políticas y sindicales.



	Artículo 34.



	Esta norma, que determina las funciones que corresponde ejercer a este órgano, fue motivo del siguiente tratamiento: sus letras a), b), c), h) e i) fueron aprobadas por unanimidad sin alteraciones; su letra j) lo fue en los mismos términos, pero por simple mayoría de votos; su letra d), que propone prestar su acuerdo a los planes reguladores comunales, con las modalidades que indica, fue objeto de una indicación de la señora Caraball y, del señor Hamuy, aprobada por unanimidad, que suprime la palabra "comunales” con el propósito de ampliar su campo de acción; su letra e), que se refiere a la facultad del consejo de aprobar el plan de desarrollo regional y el proyecto de presupuesto respectivo "a propuesta del intendente”, fue objeto de una indicación presentada por los señores Hamuy y Letelier, aprobado por
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asentimiento unánime, que sustituye la antes destacada frase por "sobre la base de la proposición del intendente" a fin de precisar su contenido; su letra f), que consulta la facultad de aprobar la distribución de la cuota del Fondo Nacional de Desarrollo Regional y de los recursos de asignación regional que indica, fue motivo de sendas indicaciones: la primera, suscrita por los señores Aguiló y Barrueto, aprobada por unanimidad, destinada a sustituir la frase "a proposición del intendente" por "sobre la base de la proposición del intendente"; la segunda, suscrita por la señora Caraball y los señores Aguiló y Hamuy, aprobada por igual quórum de votación, para adecuar su texto a las modificaciones ya efectuadas al articulado del proyecto; su letra g), que entrega al consejo la facultad de aprobar los convenios de programación que celebre el gobierno regional "a proposición del intendente”, fue objeto de una indicación, suscrita por los señores Aguiló y Hamuy, aprobada por asentimiento unánime, que adecua su redacción a la de las dos letras precedentes; por último, a proposición de la señora Caraball y de los señores Aguiló, Barrueto, Carrasco, Elgueta, Hamuy y Letelier, que fuera acogida por asentimiento unánime, se incorpora a este artículo una letra k), en la que se contempla una función de carácter general, cual es la de "ejercer las demás atribuciones necesarias para el ejercicio de las funciones que la ley le encomiende”.



	Artículo 35.



	Esta norma, que se refiere al tipo de sesiones que podrán celebrar los consejos regionales, las materias a ser debatidas en cada una de ellas y la facultad de éstos de nombrar, a proposición del respectivo intendente, un secretario, con las facultades que indica, fue
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aprobado en sus dos primeros incisos por unanimidad, siéndolo el tercero por mayoría de votos, todos ellos sin modificaciones.





	Artículo 36.



	Este artículo que trata de los quórum para que el consejo regional sesione y, adopte acuerdos, fue aprobado por unanimidad y dos abstenciones, en los mismos términos contenidos en el Mensaje.



	Artículo 37.



	Esta norma, que determina las dieta que percibirán los consejeros regionales por cada sesión a la que asistan, con un límite máximo de seis U.T.M. mensuales, fue aprobada por simple mayoría de votos, sin alteraciones.



	Artículo 38.



	Esta disposición, que consulta las causales de cesación en el cargo en comentario, fue aprobado en sus letras b) y c) por unanimidad, y por simple mayoría de votos en lo que respecta a su letra a), sin alteraciones.



	Artículo 39.



	Esta norma, que entrega al consejo la calificación de las aludidas causales, el quórum requerido al efecto y otras disposiciones de  carácter procedimental, fue aprobado por unanimidad y una

Abstención, sin variaciones.
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	Artículo 40.



	Este artículo que se ocupa de la subrogación de los consejeros, fue aprobado por unanimidad, sin modificaciones.





	Artículo 41.



	Este precepto, que entrega al gobernador la administración superior de la provincia correspondiente y la presidencia del consejo económico y social respectivo, como, asimismo, la normativa dentro de la cual habrá de ejercer sus funciones, fue aprobado por unanimidad y dos abstenciones, en los mismos términos.





	Artículos 42.



	Este artículo, que contiene las atribuciones que habrá de ejercer la citada autoridad provincial, fue aprobado por asentimiento unánime, sin alteraciones.



	Artículo 43.



	Que consulta la existencia del consejo económico y social provincial, como órgano consultivo y de participación, fue aprobado por unanimidad, en iguales términos.
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	Artículo 44.



	Esta disposición que trata de la forma cómo se integrará el órgano en comentario, fue aprobado por simple mayoría de votos y una abstención, sin  modificaciones.



	Artículo 45.



	Este precepto, que entrega al gobernador la presidencia de este consejo, fue aprobado por unanimidad y una abstención, sin introducirle modificación alguna.



	Artículo 46.



	Este artículo, que trata de las atribuciones del consejo económico y social provincial, fue motivo de una indicación presentada por los señores Aguiló y Barrueto, aprobada por simple mayoría de votos y una abstención, en orden a agregar una letra f) que establece la facultad de requerir de las autoridades que indica los antecedentes relativos a proyectos y programas a llevarse a cabo dentro de la provincia. Sus letras a), b), c), d) y e) fueron aprobadas por asentimiento unánime y una abstención, de igual forma que la propuesta.





	Artículo 47.



	Esta norma, que contempla la duración en el cargo, la forma en que habrá de servirse, como, asimismo, los requisitos para desempeñarlo y las inhabilidades que le son aplicables, fue aprobado por unanimidad y una abstención, sin variaciones.





�135.



inhabilidades que le son aplicables, fue aprobado por unanimidad y una abstención, sin variaciones.





	Artículos 48 al 55



	Esta preceptiva,	que se refiere al procedimiento de elección de los miembros del consejo económico y social provincial, fue motivo de un largo debate en el seno de la Comisión; optándose,

finalmente, por asentimiento unánime, por prestarle su ,aprobación por simple mayoría de votos en este trámite, reservándose para el segundo informe la presentación y consideración de las indicaciones que los mencionados artículos ameriten, atendida la celeridad con que debe tratarse este proyecto.





	Artículo 56.



	Esta disposición, que se ocupa de la estructura administrativa del gobierno regional y de la existencia de las unidades mínimas que indica, fue aprobada por mayoría de votos, en iguales términos que los propuestos.



	Artículo 57.



	Esta norma, que señala la forma en que se desconcentrarán los ministerios, citando las excepciones del caso, se aprobó por asentimiento unánime y una abstención, sin modificaciones.
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	Artículo 58.



	En este precepto, que se refiere a las secretarías regionales ministeriales, a la persona que tendrá a su cargo cada una de ellas, y al nombramiento y vinculación con el nivel central y regional de esta última, su inciso primero, fue aprobado por unanimidad y tres abstenciones y su inciso segundo lo fue por simple mayoría de votos y dos abstenciones, ambos en iguales términos que los propuestos.



	Artículo 59.



	Este artículo, que establece las directrices que los SEREMIS deben observar en el desempeño de sus funciones, fue objeto de una indicación, suscrita por la señora Caraball y los señores Carrasco, Elizalde, Hamuy, Letelier y Ulloa, aprobada por unanimidad y dos abstenciones, por la cual se aclara el sentido de la norma.



	Artículo 60.



	Esta disposición, establece las funciones que corresponderá desarrollar a las secretarías regionales ministeriales. Su letra f) fue objeto de una indicación, copatrocinada por la señora Caraball y por los señores Cantero, Carrasco, García Ruminot, Hamuy y Ulloa, aprobada por unanimidad, por la cual se sustituye su texto en términos de entregar a éstas no sólo la fiscalización de los correspondientes organismos de la Administración del Estado comprendidos dentro de su quehacer ministerial, sino, además, las de coordinarlos y supervigilarlos. Sus restantes letras fueron



�137�



aprobadas por igual quórum de votación, sin alteraciones.



	Artículos 61, 11 y 63.



	Estos preceptos,	que establecen las existencia de un gabinete regional, la forma como habrá de llevarse a cabo la desconcentración territorial de los servicios públicos nacionales y que entrega al intendente, a través del SEREMI	respectivo, para los fines que señala, las tareas de coordinar, supervigilar y fiscalizar, todas los órganos que integran la Administración del Estado dentro de la región, con las excepciones que indica,fueron aprobados por asentimiento unánime, salvo el primero que lo fue por simple mayoría de votos, todos ellos sin variaciones.



	Artículos 64, 65 y 66.



	Estos  artículos, que integran el capítulo V del Título II del proyecto en informe, y que se refieren a las asociaciones regionales, fueron aprobados por unanimidad, registrándose en el 65 dos abstenciones, en idénticos términos a los propuestos en el Mensaje.



	Artículo 67.



	Esta norma, que establece la composición del patrimonio del gobierno regional, fue objeto de una indicación, suscrita por los señores Aguiló, Elgueta, García Ruminot y	Hamuy, mediante la cual se suprime en su encabezamiento la frase "los siguientes bienes e ingresos'', por estimarla redundante. Este artículo con la referida indicación fue aprobada por asentimiento unánime.
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	Artículos 68 al 76.



	Estos preceptos que, al igual que el anterior, se refieren al patrimonio y sistema presupuestario regional, y que están comprendidos dentro del capítulo VI del Título II del Mensaje, ya analizados, fueron aprobados en votación dividida, en iguales términos que los propuestos, excepción sea hecha del artículo 73 y del inciso segundo del 74 que lo fueran por unanimidad. Por otra parte, el inciso primero de la última de las disposiciones precitadas, que entregaba a la ley de Presupuestos la determinación de los fines a los que no podrán ser destinados los recursos del FNDR, fue eliminado de su texto al producirse, por unanimidad, una votación en tal sentido.



	Artículos 77 al 93.



	Estas disposiciones, relativas a la elección de los consejeros regionales, y que contiene normas agrupadas en párrafos atinentes a los colegios electorales provinciales y del proceso de votación, como, asimismo, de las reclamaciones que puedan producirse �con�motivo del acto electoral, ya analizadas suficientemente en el capítulo anterior de este informe, fueron todas ellas aprobadas en idénticos términos a los propuestos por el Ejecutivo, con el siguiente quórum de votación: los artículos 77, 78, 80, 81, 82, 84, 85, 86, 87, 88, 89, 90, ,91, 92 y 93 por asentimiento unánime, y los artículos 79 y 83 por simple mayoría.
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	Artículo 94.



	Este artículo, con el que se inicia el Título final de la iniciativa en estudio y que dispone que los gobiernos regionales, los intendentes y los gobernadores, a través del Ministerio del Interior se relacionarán con el Primer Mandatario, fue aprobado por simple mayoría de votos, en iguales términos que los propuestos.





	Artículo 95.



		Esta norma,	que fija los ,límites de la competencia que se le asigna a los gobiernos regionales, en relación con el resto de la Administración Pública nacional, fue aprobada por unanimidad,	 sin variaciones.



	Artículo 96.



	Esta disposición, que posibilita que los gobiernos regionales puedan asumir 	funciones específicas de competencia de otros órganos de la Administración, a través de la celebración de convenios en la forma que indica, fue aprobado por simple mayoría de votos, sin alteraciones.



	Disposiciones transitorias.



	Este articulado, en los términos propuestos por el Ejecutivo, y que fuera analizado en el capítulo anterior de este informe, fue aprobado por asentimiento unánime, sin alteraciones, con
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las siguientes particularidades: el inciso primero de la disposición cuarta fue objeto de una indicación, copatrocinada por los señores Cantero, Elizalde, García Ruminot y Hamuy, que eliminó la frase "que operen en la región" con la que concluye, a fin de ampliar la posibilidad de proveer las plantas de personal que se fijen para los gobiernos regionales; asimismo, se incorpora una disposición séptima transitoria, con motivo de una indicación suscrita por la señora Caraball y los señores Aguiló y Elgueta, que restringe, de seis meses a veinte días, el plazo que el Director Regional del Servicio Electoral dispone para determinar el número de consejeros que corresponde elegir a cada provincia, en razón de su población.





**********





	El tratamiento otorgado por la Comisión al proyecto de ley en informe, que fuera consignado anteriormente, responde a que se adoptó el acuerdo, respecto de ciertas normas del mismo, de preterir su revisión exhaustiva al trámite del segundo informe, en atención a que el Ejecutivo se manifestó proclive a adecuar su texto a las observaciones que en un primer análisis se presentaron, pero que constitucionalmente no eran de iniciativa parlamentaria.



*********





	Además	de las 	señaladas, vuestra Comisión introdujo al Mensaje otras modificaciones de carácter meramente
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Formal, que no se comentan especialmente por su menor entidad, todas las cuales se recogen en el texto que se somete a vuestra consideración.



**********



V. ARTÍCULOS DEL TEXTO APRBADOS POR LA COMISIÓN QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.



	Para los efectos reglamentarios pertinentes, cabe señalar que deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda, en cumplimiento de lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, los artículos 37; 67 al 76; y las disposiciones primera, segunda, tercera, cuarta y sexta, transitorias del texto aprobado por la Comisión, según ésta lo acordada por asentimiento unánime.





VI.- ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.



	La Comisión determinó, por simple mayoría de votos, que se encontraban en la primera de las situaciones nombradas las disposiciones siguientes: los Párrafos 2° y 4° del Capítulo III del Título segundo; los Capítulos IV y VII del mismo Título; y, por último, el artículo 96 del Título final.
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VII.� ARTICULOS DEL PROYECTO NO APROBADOS POR UNANIMIDAD.





	No obstante lo ya señalado en el Capítulo III del presente informe, cabe reiterar, en cumplimiento de lo preceptuado por el Reglamento, que se encuentran en esta situación los artículos: V1°, 2°, 4°, 5°, 10, 14, 15, 16, 17, 18, 20, 23, 25, 29, 34, 35, 37, 38, 44, 46, 48, 49, 50, 51, 52, 53, 54, 55, 56, 58, 61, 68, 69, 70, 71, 72, 75, 76, 79, 83, 94 y 96.



**********



	Como consecuencia de todo lo anteriormente expuesto y por las consideraciones que os dará a conocer oportunamente el señor Diputado Informante, vuestra Comisión de Gobierno Interior Regionalización, Planificación y Desarrollo Social, os recomienda la aprobación del siguiente





PROYECTO DE LEY:



"TITULO PRIMERO.



DEL GOBIERNO DE LA REGION.



CAPITULO I.



DEL INTENDENTE.





	Artículo	1°.� El	gobierno interior de cada región reside en el intendente, quien será el representante natural e inmediato 
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del Presidente de la República en el territorio de su jurisdicción. Será nombrado por éste y se mantendrá en sus funciones mientras cuente con su confianza.



	El intendente será subrogado por el gobernador de la provincia que sea asiento de, la capital regional, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para nombrar a otra persona de su confianza.



	Artículo 2°.� Corresponderá al intendente, en su calidad de representante del Presidente de la República en la región:



	a) Dirigir las tareas propias del gobierno interior en la región, en conformidad con las orientaciones e instrucciones que imparta el Presidente de la República a través del Ministerio del Interior;



	b)	Velar	por que en el territorio de	su jurisdicción exista un clima social de tranquilidad, orden público y resguardo de las personas y bienes; 	i



	c) Disponer de la fuerza, pública en el territorio de su jurisdicción, en conformidad a la ley;



	d) Informar al Presidente de la República, por lo menos una vez al año, sobre el cumplimiento de las funciones del gobierno interior en la región, como, asimismo, sobre el desempeño de los gobernadores y demás jefes regionales de los organismos públicos que funcionen en ella;
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	e) Dar cuenta, en forma reservada, al Presidente de la República, para efectos de lo dispuesto en el Nº 15 del artículo 32 de la Constitución Política de la República, de las faltas que notare en la conducta ministerial de los jueces y demás empleados del Poder Judicial;



	f) Conocer y resolver los recursos administrativos que se entablen en contra de las resoluciones adoptadas por los gobernadores en materias de su competencia;



	g) Aplicar administrativamente las disposiciones de la ley de Extranjería, pudiendo disponer la expulsión de los extranjeros del territorio nacional, en los casos y con arreglo a las normas previstas en ella;



	h)	Efectuar denuncias 	o presentar requerimientos a los tribunales de justicia, conforme a las disposiciones legales pertinentes;



	i) Representar extrajudicial�mente al Estado en la región para la realización de los actos y la celebración de los contratos que queden comprendidos en la esfera de su competencia;



	j) Ejercer la coordinación, fiscalización o supervigilancia, cuando corresponda, de los servicios públicos creados por ley que operen en la región;



	k) Proponer al Presidente de la República una terna para la designación de los secretarios regionales ministeriales;
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	1) Proponer al Presidente de la República, previa información al ministro del ramo, la remoción de los secretarios regionales ministeriales, y al ministro respectivo o jefe superior del servicio, en su caso, la remoción de los jefes regionales de los organismos públicos que funcionen en la región. El intendente será informado por el ministro del ramo o jefe superior del servicio correspondiente antes de proponer la remoción de dichos funcionarios;



	m) Hacer presentes a la autoridad administrativa competente del nivel central, con la debida oportunidad, las necesidades de la región;



	n) Adoptar las medidas necesarias para la adecuada administración de los complejos fronterizos que se establezcan en la iregión, en coordinación con los servicios nacionales respectivos;



	ñ) Adoptar todas las medidas necesarias para prevenir y enfrentar situaciones de emergencia o catástrofe;



	o) Dictar las resoluciones e instrucciones que estime necesarias para el ejercicio de sus atribuciones, y



	p) Cumplir las demás funciones que le asignen las leyes y las atribuciones que el Presidente de la República le delegue.
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CAPITULO II.



DEL GOBERNADOR.





	Artículo 3º.� En cada provin�cia existirá una gobernación, que será un órgano territorialmente desconcentrado del intendente. Estará a cargo de un gobernador, quien será nombrado y removido libremente por el Presidente de la República.



	Corresponderá al gobernador ejercer, de acuerdo con las instrucciones del intendente, la supervigilancia de los servicios públicos existentes en la provincia.





	Artículo 4º.� El gobernador tendrá todas las atribuciones que el intendente le delegue y, además, las siguientes, que esta ley le confiere directamente:



	a) Ejercer las tareas de gobierno interior, especialmente las destinadas a mantener en la provincia el orden público y la seguridad de sus habitantes y bienes;



	b) Aplicar en la provincia las disposiciones legales sobre extranjería;



	c) Conceder o denegar permisos para efectuar reuniones en plazas, calles y demás lugares de uso público, en conformidad con las normas vigentes;
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	d) Dar cuenta reservada al intendente de las faltas que notare en la conducta de los jueces y demás funcionarios del Poder Judicial en la provincia, a f in de que aquél pueda hacer lo propio ante el Presidente de la República;



	e) Disponer, de la fuerza pública en el territorio de su jurisdicción, en conformidad a la ley;



	f) Adoptar todas las medidas necesarias para prevenir y enfrentar situaciones de emergencia o catástrofe;



	g) Disponer o autorizar el izamiento del pabellón patrio en el territorio de su jurisdicción y permitir el uso de pabellones extranjeros, en los casos que autorice la ley; 



	h) Autorizar la circulación de vehículos estatales fuera de los días y horas de trabajo, así como la excepción de uso de disco fiscal, en conformidad con las normas vigentes;





	i) Ejercer la vigilancia de los bienes del Estado, especialmente de los nacionales de uso público. En uso de esta facultad, el gobernador velará por el respeto al uso a que están destinados, impedirá su ocupación ilegal o todo empleo legítimo que entrabe su uso común y exigirá administrativamente su restitución cuando proceda;





�148.



	j) Dictar las resoluciones e instrucciones que estime necesarias para el ejercicio de sus atribuciones propias o delegadas, y



	k) Cumplir las demás funciones y ejercer las atribuciones que las leyes y reglamentos le asignen.





	Artículo 5°.� El gobernador podrá designar delegados con atribuciones específicas para una o más localidades, cuando circunstancias calificadas lo hagan necesario, pudiendo poner término a la delegación en cualquier momento.



	El delegado deberá ser ciudadano con derecho a sufragio y reunir los demás requisitos generales exigidos para el ingreso en la Administración Pública. En el acto de la delegación, el gobernador determinará las facultades específicas que le delegue, el plazo de su desempeño y el ámbito territorial�, en que ejercerá competencia.



	Si la designación como delegado recayere en algún funcionario público, éste ejercerá su cometido en comisión de servicio, sin limitación de tiempo; si se tratare de una persona ajena a la Administración del Estado, se desempeñará ad honorem. El delegado, cualquiera que sea la calidad de su designación, quedará sujeto a las mismas responsabilidades administrativas, civiles y penales a que están afectos los funcionarios públicos, y no formará parte de la dotación de personal del gobierno regional respectivo.
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	Un extracto de la resolución mediante la cual se designe al delegado se publicará en el Diario Oficial y en un diario de los de mayor circulación en la provincia.





	Artículo 6°.� El gobernador podrá constituir un consejo técnico asesor con autoridades de la Administración del Estado en la provincia.







CAPITULO III.



DISPOSICIONES COMUNES A INTENDENTES Y GOBERNADORES.





	Artículo 7°.� Para ser desig�nado intendente o gobernador, se requerirá:



	a) Ser ciudadano con derecho a sufragio;



	b) Tener cumplidos 21 años de edad;



	c) Haber aprobado la enseñanza media;



	d) No estar inhabilitado para el ejercicio de funciones o cargos públicos;



	e) No hallarse declarado en quiebra por calificada como culpable o fraudulenta por sentencia ejecutoriada, y
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	f) Residir en la región respectiva, a lo menos, en los últimos dos años anteriores a su designación.



	Artículo 8º.� Los cargos de intendente, gobernador, concejal y consejero municipal, miembro del consejo económico y social provincial y consejero regional, serán incompatibles entre sí.





	Artículo 9°.� Los intendentes y gobernadores cesarán en sus cargos por las siguientes causales:



	a) Pérdida de cualquiera de los requisitos habilitantes establecidos para su desempeño;



	b)	Aceptación de un  cargo incompatible;



	c) Inscripción como candidato a un cargo de, elección popular;



	d) Aceptación de renuncia;



	e) Remoción dispuesta por el Presidente de la República, y



	f) Destitución por acuerdo del Senado, conforme a lo dispuesto en el artículo 49, Nº 1, de la Constitución Política de la República.
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	Artículo 10.� Los intendentes y gobernadores tendrán su sede en la capital regional o provincial, según corresponda, sin perjuicio de que puedan trasladarla transitoriamente a otras localidades de sus territorios jurisdiccionales.





	Artículo 11.� Los intendentes y gobernadores podrán solicitar, de los jefes de los organismos de la administración del Estado sujetos a su fiscalización o supervigilancia, los informes, antecedentes o datos que requieran, debiendo ellos proporcionarlos oportunamente.





	Artículo 12.� Los intendentes y gobernadores deberán poner en conocimiento de la Contraloría General de la República y del tribunal competente aquellos casos en que, con fundamento plausible, pueda exigirse responsabilidad administrativa, civil o penal en contra de algún funcionario de las instituciones sujetas a su fiscalización o supervigilancia.



TITULO SEGUNDO.



DE LA ADMIMISTRACION DE LA REGION.



CAPITULO  I.



NATURALEZA Y OBJETIVOS DEL GOBIERNO REGIONAL.



	Artículo	13.� La administra�ción superior de cada región del país estará radicada en un gobierno regional, que tendrá por objeto el desarrollo social, cultural y económico de ella.
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	Los objetivos de desarrollo a que se refiere el inciso anterior se promoverán preferentemente mediante acciones de ordenamiento territorial, de fomento de las actividades productivas y de desarrollo social y cultural de la región. Tales acciones deberán inspirarse en los principios de equidad, de eficacia y de eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos, de impulso a la participación de la comunidad organizada y de preservación y mejoramiento del medio ambiente.



	Artículo	14.�	Los gobiernos regionales serán personas jurídicas de derecho público, dotadas de patrimonio propio e investidas de las funciones y atribuciones que esta ley les confiere.



	Artículo 15.� Los gobiernos regionales tendrán su sede en la ciudad capital de la respectiva región, sin perjuicio que puedan ejercer sus funciones transitoriamente en otras localidades.







CAPITULO  II.



FUNCIONES Y ATRIBUCIONES DEL GOBIERNO REGIONAL.





	Artículo 16.� Serán funciones generales del gobierno regional:
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	a) Aprobar las políticas, planes y programas de desarrollo de la región y su proyecto de presupuesto, ajustados a la política nacional de desarrollo y al presupuesto de la Nación;



	b) Resolver la inversión de los recursos que a la región correspondan en la distribución del Fondo Nacional de Desarrollo Regional y de aquéllos que procedan de acuerdo al artículo 73 de esta ley, en conformidad con la normativa aplicable;



	c) Decidir la destinación a proyectos específicos de los recursos de los programas de inversión sectorial de asignación regional que contemple anualmente la ley de Presupuestos de la Nación;



	d) Dictar normas de carácter general para regular las materias de su competencia, con sujeción a las disposiciones legales y a los decretos supremos reglamentarios;



	e) Asesorar a las Municipa�lidades, cuando éstas lo soliciten, especialmente en la formulación de sus planes y programas de desarrollo; y



	f) Adoptar las medidas necesarias para enfrentar situaciones , de emergencia o catástrofe, en conformidad a la ley, y desarrollar programas de prevención y protección ante situaciones de desastre, sin perjuicio de las atribuciones de las autoridades nacionales competentes.
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	Artículo 17.� Serán funciones del gobierno regional en materia de ordenamiento territorial:



	a) Establecer políticas y objetivos para el desarrollo integral y armónico del sistema de asentamientos humanos de la región, con las desagregaciones territoriales correspondientes;



	b) Participar, en coordinación con las autoridades nacionales y comunales competentes, en programas y proyectos de dotación y mantenimiento de obras de infraestructura y de equipamiento en la región;



	c) Velar por la protección, conservación y mejoramiento del medio ambiente en la región, estableciendo normas y adoptando medidas adecuadas a la problemática regional, dentro del marco de las políticas y normas nacionales sobre la materia;



	d) Fomentar y velar por el buen funcionamiento de la prestación de los servicios en materia de transporte intercomunal, interprovincial e internacional fronterizo en la región y coordinar con otras regiones el transporte interregional, aplicando para ello las políticas nacionales en la materia, y



	e) Fomentar y propender al desarrollo de áreas rurales y localidades aisladas en la región, procurando la acción multisectorial en la dotación de la infraestructura económica y social.
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	Artículo 18.� En materia de fomento de las actividades productivas, corresponderá al gobierno regional:



	a) Contribuir a la formulación de las políticas nacionales de fomento productivo, de asistencia técnica y de capacitación laboral, desde el punto de vista de cada región; desarrollar y aplicar las políticas nacionales así definidas en el ámbito regional;



	b) Establecer prioridades de fomento productivo en los diferentes sectores, preocupándose especialmente por una explotación racional de los recursos naturales, coordinando a los entes públicos competentes y concertando acciones con el sector privado en los estamentos que corresponda. Para tal efecto, podrá asociarse con personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, con sujeción, en su caso, a lo dispuesto en el número 212 del artículo 19 de la Constitución Política de la República;



	c) Promover el desarrollo de la educación superior y técnica y la investigación científica y tecnológica en la región, y



	d) Fomentar y reglamentar el turismo en los niveles regional y provincial, con arreglo a las políticas nacionales.





	Artículo 19.� En materia de desarrollo social y cultural, corresponderá al gobierno regional:
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	a)	Establecer prioridades regionales para la erradicación de la pobreza, haciéndolas compatibles con las políticas nacionales sobre la material



	b) Participar, en coordinación con las autoridades competentes, en acciones destinadas a facilitar el acceso de la población de escasos recursos a beneficios y programas en el ámbito de la salud, educación y cultura, vivienda, seguridad social, deportes recreación y asistencia judicial;



	c) Evaluar el impacto social y ambiental de los proyectos de inversión que sean sometidos a la consideración del consejo regional;



	d) Distribuir entre las municipalidades de la región los recursos para el financiamiento de beneficios y programas sociales administrados por éstas, en virtud de las atribuciones que les otorgue la ley;



	e) Realizar estudios relacio�nados con las condiciones, nivel y calidad de vida de los habitantes de la región, y



	f) Fomentar las expresiones culturales, cautelar el patrimonio histórico, artístico y cultural de la región, y velar por la protección y el desarrollo de los pueblos indígenas.





	Artículo 20.� Para el cumpli�miento de sus funciones, el gobierno regional tendrá las siguientes atribuciones:
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	a) Aprobar y modificar las normas reglamentarias regionales y las de su organización interna, en el marco establecido por las leyes;



	b) Adquirir, administrar y disponer de sus bienes y recursos, conforme a lo dispuesto por la ley;



	c) Convenir, con los minis�terios e instituciones de la Administración Pública nacional, programas anuales o plurianuales de inversiones con impacto regional, de conformidad con el artículo 76;



	d) Ser informado previamente respecto de los demás programas y proyectos de desarrollo que las entidades de la Administración Pública nacional efectúen en la región;



	e) Disponer, supervisar y fiscalizar las obras que se ejecuten con cargo a su presupuesto;



	f) Aplicar las políticas definidas en el marco de la estrategia regional de desarrollo;



	g) Sancionar los planes reguladores comunales, de acuerdo con la normativa que rija en la materia;



	h) Formular, evaluar y priorizar programas y proyectos de infraestructura social básica;
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	i) Proponer criterios para la dístribución y, distribuir, cuando corresponda, las subvenciones a los programas sociales, de acuerdo con la normativa nacional correspondiente;



	j) Tomar conocimiento del presupuesto municipal, de los servicios traspasados y sus modificaciones respectivas y de sus proyectos de inversión;



	k) Asociarse con personas naturales o jurídicas, o constituir entidades, con el fin de propiciar actividades e iniciativas sin fines de lucro que contribuyan al desarrollo regional, en los términos dispuestos en el Capítulo V de este Título, y



	l) Ejecutar los actos y celebrar los convenios y contratos conducentes al logro de sus fines, tanto con otros organismos públicos como con personas naturales y jurídicas del sector privado.







CAPITULO  III.



ORGANOS DEL GOBIERNO REGIONAL.





	Artículo 21.� El gobierno regional estará constituido por el intendente y el consejo regional.
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Párrafo lº.



Del Intendente.





	Artículo 22.� Sin perjuicio de las facultades que le corresponden en virtud de lo dispuesto por el Título I, el intendente será el órgano ejecutivo del gobierno regional y presidirá el consejo regional.



	El intendente ejercerá sus funciones con arreglo a la Constitución Política de la República, a las leyes, a los reglamentos supremos y a los reglamentos regionales.





	Artículo 23.� Corresponderá al intendente, en su calidad de órgano ejecutivo del gobierno regional:



	a) Formular las políticas de desarrollo de la región, en armonía con las políticas y los planes nacionales, y dirigir su ejecución;



	b) Someter al consejo regional los proyectos de planes y las estrategias regionales de desarrollo, y sus modificaciones;



	c) Presidir el consejo regional, con derecho a voz y voto. No obstante, cuando el consejo regional ejerza las funciones de fiscalización a que se refiere el artículo 34, letra h), sólo tendrá derecho a voz;
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	d) Someter al consejo regional el proyecto de presupuesto del gobierno regional y sus modificaciones, ajustados a las orientaciones y límites que establezcan la ley de Presupuestos de la Nación y demás normas legales sobre la administración financiera del Estado;



	e) Proponer al consejo regional la distribución de los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional que correspondan a la región, así como de las inversiones sectoriales de asignación regional;



	f) Proponer al consejo regional la celebración de los convenios de programación a que se refiere el artículo 76;



	g) Proponer al consejo regional los proyectos de reglamentos regionales que regulen materias propias de la competencia del gobierno regional, en conformidad a las leyes y a los reglamentos supremos correspondientes;



	h) Proponer al consejo regional la celebración de convenios para constituir las asociaciones regionales a que se refiere el Capítulo V de este Título;



	i) Representar judicial y extrajudicialmente al gobierno regional, pudiendo ejecutar los actos y Celebrar los contratos comprendidos en su esfera de competencia;
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	j ) Ejercer la administración de los bienes y recursos propios del gobierno regional, con sujeción a las disposiciones legales y reglamentarias aplicables y a las normas que el consejo regional pueda adoptar sobre la materia. En todo caso, requerirá del acuerdo de éste para enajenar o gravar bienes raíces;



	k) Administrar, en los casos que determina la ley, los bienes nacionales de uso público;



	1) Coordinar, supervigilar o fiscalizar, según corresponda, a los servicios públicos creados por ley que operen en la región, a través de las respectivas secretarías regionales ministeriales, para la debida ejecución de las políticas, planes y proyectos de desarrollo regional;



	m) Resolver los recursos administrativos que se entablen en contra de las resoluciones de los secretarios regionales ministeriales y de los jefes de los servicios públicos que operen en la región, en materias propias del gobierno regional, según lo establezcan las leyes respectivas;



	n) Ser informado oportunamente acerca de las proposiciones de planes, programas y proyectos que los órganos y servicios de la Administración Pública nacional vayan a ejecutar en la región, dando cuenta de ello al consejo regional;



	ñ) Dictar las resoluciones e instrucciones que estime necesarias para el ejercicio de sus atribuciones;
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	o) Poner en vigor los planes reguladores comunales, de acuerdo con la ley General de Urbanismo y, Construcciones, previo acuerdo del consejo regional, y



	p) Ejercer las demás atribu�ciones necesarias para el ejercicio de las funciones que la ley le encomiende.





	Artículo 24.� El pronuncia�miento del. consejo regional para la aprobación y modificación de las materias señaladas en las letras b) y d) del artículo anterior deberá emitirse dentro del plazo de treinta días, contado desde la fecha en que sea convocado para tales efectos y proporcionados los antecedentes correspondientes. Si el consejo no se pronunciare en el citado plazo, se presumirá su acuerdo y regirá lo propuesto por el intendente.



	En caso de existir discre�pancias entre el intendente y  el consejo regional con motivo del pronunciamiento sobre las materias señaladas en el inciso anterior, primará la proposición del intendente, a menos que el consejo insistiere con una mayoría de tres quintos del total de sus miembros.





	Artículo 25.� El intendente será el jefe superior de los servicios administrativos del gobierno regional y, propondrá al consejo la organización de los mismos, de acuerdo con las normas básicas sobre organización establecidas por esta ley.,
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	El personal de estos servicios se regirá por el Estatuto Administrativo y demás normas propias de los funcionarios de la Administración Pública, y su régimen de remuneraciones será el establecido en el decreto ley Nº 249, de 1974, y sus normas complementarias. El que desempeñe los cargos correspondientes a los tres primeros niveles jerárquicos se regirá por las disposiciones de los artículos 51 de la ley Nº 18.575 y 7º de la ley Nº 18.834.







Párrafo 2°.



Del Consejo Regional.





	Artículo 26.� El consejo �regional tendrá por finalidad hacer efectiva la participación de la comunidad regional y estará investido de facultades normativas, resolutivas fiscalizadoras.





	Artículo 27.� El consejo re�gional estará integrado, además del intendente, por consejeros que serán elegidos por los concejales de la región, constituidos para estos efectos en colegio electoral por cada una de las provincias respectivas, de acuerdo con la siguiente distribución:



	a) Dos consejeros por cada provincia, independientemente de su número de habitantes, y
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	b) Diez consejeros en las regiones de hasta un millón de habitantes y catorce en aquéllas que superen esa cifra, los que se distribuirán entre las provincias de la región a prorrata de su población consignada en el último censo nacional oficial, aplicándose el método del cuociente o cifra repartidora.



	Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, el Director Regional del Servicio Electoral determinará, seis meses antes de la celebración de la elección respectiva, el número de consejeros regionales que corresponda elegir a cada provincia en proporción a su población. Dicha resolución será apelable ante el Tribunal Electoral Regional

correspondiente, dentro del plazo de diez días, debiendo éste emitir su fallo dentro de los quince días siguientes.





	Artículo 28.� Los consejeros regionales que correspondan a cada provincia serán elegidos por los concejales mediante el procedimiento y el sistema electoral establecidos por el Capítulo VII de este Título.



	Los consejeros durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos.





	Artículo 29.� Para ser elegido consejero regional, se requerirá ser ciudadano con derecho a sufragio, mayor de edad, saber leer y escribir y tener residencia en la región durante un plazo no inferior a dos años, contado hacia atrás desde el día de la elección.
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	Artículo 30.� No podrán ser consejeros regionales:



	a) Los senadores y diputados;



	b) Los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes, los gobernadores y los concejales;



	c) El Contralor General de la República, los contralores regionales y los miembros del Consejo del Banco Central;



	d) Los miembros del Poder Judicial, los funcionarios que ejerzan el ministerio público y los miembros del Tribunal Constitucional, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los Tribunales Electorales Regionales, y, los miembros de las Fuerzas Armadas, Carabineros e Investigaciones, y



	e) Aquéllos que, por sí o como representantes de personas naturales o jurídicas, tengan contratos o cauciones vigentes con el gobierno regional o Iitigios pendientes con éste en calidad de demandantes.



	Artículo 31.� El cargo de consejero regional será incompatible con el de concejal y con el de miembro de los consejos económicos y sociales provinciales y comunales. Será incompatible, también, con el desempeño de las funciones públicas señaladas en las letras a), b), c) y d) del artículo anterior, los secretarios ministeriales y los directores de servicios regionales, y con todo otro empleo, función o comisión en el mismo gobierno regional o con cargos en las plantas directivas de las municipalidades.
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	Artículo 32.� Quedarán inhabi�litados para desempeñar el cargo de consejero regional:



	a) Los consejeros que, por sí mismos o como representantes de personas naturales o jurídicas, celebren o caucionen contratos con el gobierno regional o promuevan litigios contra éste en calidad de demandantes, y



	b) Los consejeros que actúen como abogados o mandatarios en cualquier clase de juicio contra el respectivo gobierno regional.





	Artículo 33.� Los consejeros regionales estarán afectos a las prohibiciones establecidas para los funcionarios públicos en el Estatuto Administrativo, con excepción de participar en actividades políticas y sindicales.



	Artículo 34.� Corresponderá al consejo regional:



	a)	Aprobar los reglamentos regionales;



	b) Aprobar, en aquello no regulado por esta ley, la organización interna del gobierno regional, mediante la dictación del correspondiente reglamento, a proposición del intendente;



	c) Aprobar el reglamento que regule su funcionamiento;
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	d) Prestar su acuerdo a los planes reguladores, con sujeción a la normativa ministerial que rija en la materia, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 20, letra g);



	e) Aprobar el plan de desarrollo de la región y el proyecto de presupuesto regional, así como sus respectivas modificaciones, sobre la base de la proposición del intendente;



	f) Aprobar, sobre la base de la proposición del intendente, la distribución de los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional que correspondan a la región y de los recursos de los programas de inversión sectorial de asignación regional;



	g) Aprobar, sobre la base de la proposición del intendente, los convenios de programación que el gobierno regional celebre;



	h) Fiscalizar el desempeño del ejecutivo regional respecto del cumplimiento del plan regional de desarrollo y, de la ejecución del presupuesto del gobierno regional, pudiendo requerir del intendente la información necesaria al efecto;



	i) Dar su acuerdo al intendente para enajenar o gravar bienes raíces que formen parte del patrimonio del gobierno regional y respecto de los demás actos de administración en que lo exijan las disposiciones legales;



	j) Tomar conocimiento y emitir opinión sobre los presupuestos y programas de obras comunales, y
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	k) Ejercer las demás atribuciones necesarias para el ejercicio de las funciones que la ley le encomiende.



	Artículo 35.� El consejo re�gional funcionará en sesiones ordinarias . y extraordinarias. Las sesiones ordinarias se efectuarán, a lo menos, una vez al mes, en día hábil, y en ellas podrá abordarse cualquier asunto de la competencia del consejo. En las sesiones extraordinarias sólo podrán tratarse las cuestiones incluidas en la convocatoria.



	Tanto las sesiones ordinarias como las extraordinarias serán convocadas en la forma que determine el reglamento respectivo.



	A proposición del intendente, el consejo nombrará, de entre los funcionarios del gobierno regional, un secretario del consejo, que será, además, su ministro de fe.



	Artículo 36.� El quórum para sesionar será el de los dos quintos de los consejeros en ejercicio.



	Salvo que la ley exija un quórum distinto, los acuerdos del consejo se adoptarán por la mayoría absoluta de los consejeros asistentes a la sesión respectiva.



	Artículo 37.� Los consejeros regionales percibirán una dieta de dos unidades tributarias mensuales por cada sesión del consejo a que asistan, la que no podrá exceder de seis unidades tributarias mensuales por cada mes calendario.
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	Artículo	38.� Serán causales de cesación en el cargo de consejero:



	a)	Renuncia aceptada por la mayoría absoluta de los consejeros en ejercicio;



	b) Pérdida de alguno de los requisitos exigidos para ser elegido consejero, o incurrir en alguna de las causales de inhabilidad sobreviniente señaladas en esta ley, y



	c) Incurrir en alguna de las causales de incompatibilidad previstas en esta ley.



	Artículo 39.� El consejo cali�ficará la procedencia de las causales previstas en el artículo anterior. En los casos de las letras b) y c), el acuerdo deberá ser adoptado por los dos tercios de los miembros en ejercicio.



	La calificación de las causales de cesación en el cargo de consejero será siempre materia de sesión extraordinaria. La convocatoria se hará, a lo menos, con cinco días de anticipación, por propia iniciativa del intendente o a petición escrita de un tercio de los consejeros en ejercicio.



	Artículo 40.� Si algún consejero falleciere o cesare en el cargo durante el desempeño de su mandato, la vacante se proveerá por el suplente.



	El nuevo consejero permanecerá en funciones hasta el término del plazo que faltaba a aquél que hubiere originado la vacante.
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Párrafo 3°.



Del Gobernador.





	Articulo 41.� Sin perjuicio de las facultades que le corresponden de acuerdo al Título I de esta ley, el gobernador tendrá a su cargo la administración superior de la respectiva provincia y presidirá el consejo económico y social provincial.



	El gobernador ejercerá sus funciones con arreglo a la Constitución Política de la República, a las leyes, a los reglamentos supremos y a los reglamentos regionales.



	Artículo 42.� El gobernador, además de las atribuciones que el intendente pueda delegarle, ejercerá las siguientes:



	a) Conocer y, supervisar los programas y proyectos de desarrollo que entidades del sector público, efectúen en la provincia, efecto para el cual deberá ser informado oportunamente sobre las proposiciones que en tal sentido formulen tanto el propio gobierno regional como las dependencias y entidades sectorialmente competentes de la administración;



	b)	Proponer al intendente proyectos específicos de desarrollo de la provincia;





	c) Asesorar a las municipalidades	de su jurisdicción, especialmente en la elaboración y ejecución de programas y proyectos, cuándo ellas lo soliciten;
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	d) Promover la participación del sector privado en las actividades de desarrollo de la provincia;



	e) Disponer las medidas de coordinación necesarias para el desarrollo provincial y especialmente, de los programas de infraestructura económica y social básica;





	f) Fiscalizar y disponer las medidas para la adecuada coordinación de los organismos de la administración del Estado creados por ley que operen en la provincia;



	g) Hacer presente al intendente o a los respectivos secretarios regionales ministeriales, con la debida oportunidad, las necesidades que observare en su territorio jurisdiccional;





	h) Dictar las resoluciones e instrucciones que estime necesarias para el ejercicio de sus atribuciones o las que disponga el intendente, e





	i) Cumplir las demás funciones y ejercer las atribuciones que las leyes le asignen.
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Párrafo 42.



Del Consejo Econ6mico y Social Provincial.





	Artículo 43.� En cada pro�vincia existirá un órgano consultivo y de participación de la comunidad provincial socialmente organizada, denominado consejo económico y social provincial.





	Artículo 44.� El consejo económico y social provincial estará integrado, además del gobernador, por miembros elegidos en representación de las organizaciones sociales de la provincia, así como por miembros que lo serán por derecho propio.



	a) Los miembros electos serán veinticuatro, elegidos de la siguiente forma:



	Cuatro por las uniones comunales de juntas de vecinos.



	Cuatro por las entidades que agrupen a las organizaciones comunitarias funcionales de la provincia correspondiente.



	� Ocho por las entidades que agrupen a las organizaciones laborales legalmente constituidas.



	� ocho por las entidades que agrupen a las empresas y demás unidades productivas.
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	b)	Los miembros por derecho propio serán:



	1. � Un miembro de cada una de las instituciones de las Fuerzas Armadas y de Carabineros que tengan asiento en la respectiva provincia, designados por el mando provincial correspondiente, y





	2.� Los rectores de las universidades que funcionen en la respectiva provincia, en un número máximo de cuatro representantes, en la forma que ellos lo determinen.



	Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, los colegios profesionales se considerarán formando parte de las organizaciones comunitarias funcionales.





	Artícuo 45.  El consejo eco�nómico y social provincial será presidido por el gobernador, quien podrá convocarlo. Asimismo, el consejo podrá autoconvocarse por la iniciativa de un tercio de sus miembros.



	Artículo	46.� Serán atribu�ciones del consejo económico y social provincial:



	a) Absolver las consultas del gobernador sobre los anteproyectos de plan regional de desarrollo y de presupuesto del gobierno regional, con anterioridad al sometimiento de estas iniciativas al consejo regional, y emitir opinión a su respecto;
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	b) Recibir semestralmente una cuenta del gobernador sobre la marcha de la administración en el nivel provincial y de la ejecución de los programas y proyectos que se desarrollen en la provincia;



	c) Realizar estudios y emitir opinión en materias de desarrollo provincial;



	d) Presentar proposiciones de proyectos específicos para el desarrollo de la provincia, a fin de que sean consideradas por el gobernador para su inclusión en los programas respectivos;



	e) Absolver toda otra consulta que le formule el gobernador, y



	f) Requerir por escrito, a las autoridades de gobierno comunal, provincial y regional, los antecedentes referidos a proyectos y programas de desarrollo social, económico y cultural que se contemplen dentro de la provincia.





	Artículo 47.� Los miembros del consejo económico y social provincial durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos.



	El cargo de miembro del consejo económico y social provincial se desempeñará ad honorem; quienes postulen a servirlo deberán reunir ��los requisitos del artículo 29 y estarán sujetos a las mismas inhabilidades señaladas por las letras a), b), c) y d) del artículo 30.
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Artículo 48.� Una comisión integrada por el gobernador, quien la presidirá, por el Contralor Regional respectivo o por un delegado del Contralor General o Regional, según corresponda, y por un Ministro de la Corte de Apelaciones con asiento en la capital de la provincia respectiva, o, en su defecto, por el juez de letras más antiguo de la provincia, determinará qué¡ organismos de los establecidos en el artículo 44, letra a), tendrán derecho a participar, a través de sus directores, en la elección de sus representantes por estamento ante el consejo económico y social provincial. Asimismo, la comisión fijará las normas que regularán los procesos electorales de cada estamento.



En la provincia de Santiago, integrará la comisión un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, elegido por ésta de entre sus miembros.



Actuará como secretario y ministro de fe de esta comisión, el Conservador de Bienes Raíces cuya sede corresponda a la comuna capital de la provincia.



	Artículo 49.� Las organiza�ciones que correspondan a los estamentos determinados por el artículo 44, letra a), que realicen actividades en la provincia, podrán inscribirse por estamentos, dentro del plazo de veinte días, en un registro público que con ese objeto llevará el Conservador de Bienes Raíces que tenga a su cargo el registro de propiedad y cuya sede corresponda a la capital de la provincia. Dicho plazo se contará desde la fecha en que se publique, por orden de la comisión, en un periódico de los de mayor circulación en la capital provincial o, en su defecto, de la región, un aviso llamando a inscribirse.
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	Artículo 50.� Sólo podrán inscribirse en el. registro las organizaciones que acrediten personalidad jurídica vigente, domicilio en la provincia, antigüedad de, a lo menos, dos años en ella y reunir un número de miembros activos no inferior a quince personas naturales o jurídicas, o si reunieren sólo a personas jurídicas, a lo menos, cuatro de ellas.



	En el momento de inscribirse, cada organización deberá acompañar los antecedentes fidedignos que acrediten los requisitos señalados en el inciso anterior y un listado en el que se identifique claramente a los miembros activos de la respectiva entidad, sean personas naturales o jurídicas, el que se tendrá como registro para todos los efectos de este párrafo.





	Artículo 51.� Vencido el plazo establecido en el artículo 49 y dentro de los cinco días siguientes, la comisión cerrará los registros correspondientes y confeccionará la lista de	las organizaciones inscritas que hayan acreditado fehacientemente el cumplimiento de los requisitos exigidos ordenando su publicación en un periódico de los de mayor circulación en la provincia o, en su defecto, en la región.



	Cualquier	organismo cuya inscripción hubiere sido rechazada o que hubiere sido omitido en la lista con posterioridad
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a su inscripción, podrá reclamar ante el Tribunal Electoral Regional, dentro del plazo de siete días, contado desde la última publicación a que se refiere el inciso anterior. Igual reclamo podrán interponer, en el mismo plazo, las personas que hubieren sido excluidas del listado de afiliados a que alude el inciso final del artículo anterior.



	El reclamo deberá presentarse acompañando los antecedentes necesarios y enviando simultáneamente copia de la presentación a la comisión. El Tribunal conocerá del reclamo en única instancia y deberá fallarlo en el término de quince días desde que lo reciba.



	El Tribunal Electoral Regional deberá enviar copia del fallo a la comisión en el término de dos días, contado desde la fecha en que dicho fallo quede ejecutoriado.





	Artículo 52.� Transcurridos diez días desde la última publicación a que se refiere el inciso primero del artículo anterior sin que se hubieren formulado reclamos, la comisión establecerá la lista definitiva de organizaciones con derecho a participar en el proceso electoral y el registro oficial para estos efectos. Si se formularen reclamaciones, la comisión deberá establecer dicha lista y registro dentro del plazo de tres días, contado desde que se reciba copia de la totalidad de los fallos emitidos por el Tribunal Electoral Regional.
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	Artículo 53.� Una vez cumplida la formalidad a que se refiere el artículo precedente, la comisión publicará la lista definitiva en un periódico de alta circulación en la provincia, indicando, además, la fecha, lugar y hora en que se realizará la asamblea de cada estamento, para elegir a sus representantes titulares y suplentes ante el consejo económico y social provincial.



	Podrán ser candidatos los directivos de cualquiera de las organizaciones consignadas en la lista oficial a que se refiere el artículo anterior, así como los representantes legales de las personas jurídicas afiliadas a tales organizaciones. Para estos efectos, deberán acreditar ante la comisión, el cumplimiento de los requisitos legales para ser consejero.





	Artículo 54.� En las eleccio�nes a que se refiere este párrafo, cada elector dispondrá de un voto, el cual será secreto e informado. Cada elector deberá votar para elegir un miembro titular y otro suplente del correspondiente estamento.



	Un miembro de la comisión presidirá el acto electoral en que cada estamento elija a sus representantes ante el consejo económico y social provincial.



	Artículo 55.� Serán elegidos como Miembros del consejo económico y social provincial los seis candidatos titulares y suplentes que en cada estamento obtuvieren las más altas mayorías 3: que fueren sido declarados como tales por el Tribunal Electoral Regional.
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	Para estos efectos, el Tribunal Electoral Regional resolverá los reclamos que se interpongan, dentro de los diez días siguientes a la fecha de recepción de la nómina de consejeros electos y de las actas correspondientes. Concluido dicho plazo o resueltas las reclamaciones, en su caso, comunicará al intendente y a los interesados, dentro de tercero día, la lista definitiva de consejeros para el cuadrienio siguiente.









CAPITULO IV.





DE LA ESTRUCTURA ADMINISTRATIVA DEL GOBIERNO REGIONAL

Y DE OTROS ORGANOS DE LA ADMINISTRACION PUBLICA

EN LAS REGIONES.





	Artículo 56.� El gobierno regional contará con la estructura administrativa necesaria para el cumplimiento de sus funciones.



	En todo caso, se deberá contemplar la existencia de las siguientes unidades, bajo la dependencia directa del intendente:



	a) De asistencia jurídica.



	b) De gestión y control de los recursos y programas de los gobiernos regionales.
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	Artículo 57.� Los ministerios se desconcentrarán territorialmente mediante secretarías regionales ministeriales, de acuerdo con sus respectivas leyes orgánicas y con las instrucciones que imparta el Presidente de la República, con excepción de los Ministerios del Interior, Secretaría General de la Presidencia, de Defensa Nacional y de Relaciones Exteriores.





	Artículo 58. � Cada secretaría regional ministerial estará a cargo de un secretario regional ministerial, quien, sin perjuicio de su condición de representante del o de los ministerios respectivos en la región, será colaborador directo del intendente, al que estará subordinado en todo lo relativo a la elaboración, ejecución y coordinación de las políticas, planes, presupuestos, proyectos de desarrollo y demás materias que sean de competencia del gobierno regional.



	Los secretarios regionales ministeriales serán nombrados por el Presidente de la República de entre las personas que figuren en una terna elaborada por el intendente respectivo y en otra propuesta por el ministro del ramo. Hecha la designación, el secretario regional ministerial podrá ser removido libremente por el Presidente de la República.





	Artículo 59.� Los secretarios regionales ministeriales deberán ajustarse a las instrucciones de carácter técnico y administrativo que impartan los correspondientes ministerios, sin perjuicio de lo establecido en el inciso primero del artículo precedente.  En caso de 
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discrepancia entre el intendente y el ministro respectivo, ella será resuelta por el Presidente de la República.





	Artículo 60.� A las secre�tarías regionales ministeriales corresponderá:



	a) Elaborar y ejecutar las políticas, planes y proyectos regionales, pudiendo adoptar las medidas de coordinación necesarias para dicho fin respecto de los órganos que integren el respectivo sector;



	b) Estudiar, conjuntamente con los organismos involucrados, los planes de desarrollo sectoriales;



	c) Preparar el anteproyecto de presupuesto regional en la esfera de su competencia, en coordinación con el ministerio respectivo;



	d) Informar permanentemente al intendente del cumplimiento del programa de trabajo del respectivo sector;	

	e) Llevar a cabo las tareas que sean propias de su respectivo ministerio, de acuerdo con las instrucciones del ministro del ramo;



	f) Realizar las tareas de coordinación, supervigilancia y fiscalización sobre todos los organismos de la Administración del Estado que integren su respectivo ministerio;
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	g) Cumplir las demás funciones que contemplen las leyes y reglamentos, y



	h) Ejercer las atribuciones que se les deleguen por los ministros respectivos.



	Artículo 61.� Habrá un gabi�nete regional, Urbano auxiliar del intendente, integrado por los gobernadores y los secretarios regionales ministeriales. El intendente podrá disponer que integren, además, este gabinete o que concurran a él en calidad de invitados, los jefes regionales de organismos de ¡a Administración del Estado.





	Artículo 62.� La desconcen�tración territorial de los servicios públicos nacionales se hará mediante direcciones regionales o provinciales a cargo del respectivo director regional o provincial, quien dependerá jerárquicamente del director nacional del servicio. No obstante, para los efectos de la ejecución de las políticas planes y programas de desarrollo regional aprobados y financiados por el gobierno regional, estarán subordinados al intendente a través del correspondiente secretario regional ministerial.





	Artículo 63.� Todos los orga�nismos que integran la Administración del Estado, con excepción de las instituciones constitucionalmente autónomas, estarán sujetos 21 la coordinación, supervigilancia y fiscalización, según corresponda, del intendente, a través del respectivo secretario regional ministerial, para los efectos de dar cumplimiento 
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a los planes, programas y proyectos que sean propios del ámbito regional. Asimismo, deberán proporcionar oportunamente la información que requiera el gobierno regional para el cumplimiento de sus funciones.







CAPITULO V.



DE LAS ASOCIACIONES REGIONALES.





	Artículo 64.� Los gobiernos regionales podrán asociarse con personas naturales o jurídicas, o constituir con ellas entidades destinadas a propiciar actividades o iniciativas sin fines de lucro, que contribuyan al desarrollo regional.



	Las asociaciones o entidades así formadas podrán realizar, especialmente, estudios orientados a identificar áreas o sectores con potencial de crecimiento, estimular la ejecución de proyectos de inversión, fortalecer la capacidad asociativa de pequeños y medianos productores, promover la innovación tecnológica, mejorar la eficiencia de la gestión empresarial y efectuar actividades de capacitación.





	Artículo 65.� La creación de asociaciones o entidades a que se refiere el artículo anterior requerirá el acuerdo del consejo regional respectivo, adoptado a proposición del intendente. Dichas instituciones se  regirán por la legislación común aplicables a los particulares.  No obstante,
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no podrán, en caso alguno, contratar empréstitos.





	Artículo 66.� Los convenios que celebren los gobiernos regionales para crear las asociaciones regionales deberán comprender, entre otros aspectos, los siguientes:



	a)	La especificación de las obligaciones que asuman los respectivos asociados, y



	b) Los aportes financieros y demás recursos materiales que el gobierno regional proporcione para dar cumplimiento a las tareas concertadas, así como las respectivas fuentes de financiamiento. En ningún caso tal financiamiento podrá contemplar la contratación de empréstitos.







CAPITULO VI.



DEL PATRIMONIO Y DEL SISTEMA PRESUPUESTARIO REGIONALES.



	Artículo	67.� El patrimonio del gobierno regional estará compuesto por:



	a)	Los bienes muebles e inmuebles que le transfiera el Fisco;



	b) Las donaciones, herencias y legados que reciba, los cuales estarán exentos del trámite de insinuación;
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	c) Los bienes muebles e inmuebles que adquiera a cualquier título y los frutos de tales bienes;



	d)	Los ingresos que obtenga por los servicios que preste;



	e) Los ingresos que recaude en conformidad al inciso final del número 202 del artículo 19 de la Constituci6n Política de la República;



	f) Los recursos que le correspondan en la distribución del Fondo Nacional de Desarrollo Regional;



	g) Las obligaciones que contraiga en el desarrollo de sus actividades, en conformidad a la ley;



	h) Los derechos y obligaciones que adquiera por su particípación en las asociaciones a que se refiere el inciso quinto del artículo 104 de la Constitución Política de la República, "



	i) Los demás recursos que le correspondan en virtud de la ley.





	Artículo 68.� El régimen de bienes de los gobiernos regionales testará sujeto a las siguientes disposiciones:



	a) Los bienes destinados a su funcionamiento y los dineros depositados a plazo o en cuenta corriente a su nombre, serán inembargables;
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	b) La adquisición del dominio de los bienes raíces estará sujeta a las normas generales que sobre la materia rijan para el sector público;



	c) Los bienes inmuebles sólo podrán ser enajenados, gravados, entregados en comodato o arrendados, en caso de necesidad o utilidad manifiesta. El procedimiento que se seguirá para la enajenación será el remate o la licitación pública, cuyo valor mínimo no será inferior al avalúo fiscal y sólo podrá ser rebajado con acuerdo del consejo regional, en conformidad a lo dispuesto en la letra i) del artículo 34;



	d) La disposición de los bienes muebles dados de baja se efectuará mediante remate público. No obstante, en casos calificados, el intendente podrá, con acuerdo de los dos tercios del consejo regional, donar tales bienes a instituciones públicas o privadas sin fines de lucro que operen en la región;



	e) Sus bienes podrán ser objeto de permisos y concesiones de administración. Los permisos serán esencialmente precarios y podrán ser modificados o dejados sin efecto, sin derecho a indemnización. Las concesiones darán derecho al uso preferente del bien concedido, en las condiciones que fije el gobierno regional. Sin embargo, éste podrá darles término en cualquier momento, cuando sobrevenga un menoscabo o detrimento grave al uso común o cuando concurran otras razones de interés público. El concesionario tendrá derecho a indemnización en caso de término anticipado de la concesión, salvo que ésta se haya producido por incumplimiento de sus obligaciones;
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	f ) El dominio de los bienes inventariables, muebles o inmuebles, que se adquieran o construyan con recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional, se entenderá transferido a las entidades encargadas de su administración o de la prestación del servicio correspondiente, sean públicas o privadas, sin fines de lucro, que atiendan servicios de utilidad pública, desde el momento en que estos bienes sean asignados por el intendente a dichas entidades. Esta transferencia deberá formalizarse mediante resolución del intendente, que se expedirá en un plazo no superior a noventa días, contado a partir de la fecha de adquisición o de término de construcción de tales bienes. Las inscripciones y anotaciones que procedan se efectuarán con el solo mérito de la copia autorizada de la respectiva resolución.



	Tratándose de inmuebles cuya transferencia se disponga a instituciones privadas sin fines de lucro, ella estará sujeta a la condición de destinar el bien a la atención del respectivo servicio de utilidad pública. En caso de no cumplirse con esta condición o disolverse la entidad, tales bienes revertirán al dominio del gobierno regional;



	9) El gobierno regional podrá transferir tal dominio de bienes inmuebles construidos o adquiridos con recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional a empresas privadas que atiendan servicios de utilidad pública, mediante convenios directos que contemplen mecanismos de aporte reembolsable u otro sistema que implique la recuperación total o parcial de la inversión efectuada, y
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	h) Sin perjuicio de lo dispuesto en las letras f) y g), mediante decreto fundado, expedido a través del Ministerio del Interior, determinados; bienes se podrán mantener en el patrimonio del gobierno regional.





	Artículo 69.- El presupuesto del gobierno regional constituirá, anualmente, la expresión financiera de los planes y programas de la región ajustados a la política nacional de desarrollo y al Presupuesto de la Nación. Dicho presupuesto se regirá por las normas de la ley Orgánica de Administración Financiera del Estado, decreto ley Nº 1.263, de 1975, y por las siguientes disposiciones:



	a) La ley de Presupuestos asignará a cada región los recursos necesarios para solventar sus gastos de funcionamiento.



	b) El presupuesto del gobierno regional comprenderá, además, un programa de inversión regional, en el que se incluirán los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional que le correspondan y los demás que tengan por objeto el desarrollo de la región.





	c) El proyecto de presupuesto del gobierno regional será propuesto por el intendente al consejo regional para su aprobación. El proyecto de presupuesto así aprobado será enviado al Ministerio de Hacienda, en conformidad con los plazos y procedimientos que éste establezca de acuerdo a lo dispuesto en el decreto ley Nº 1.263, de 1975, sin perjuicio del ulterior ejercicio por el consejo regional de la atribución a que se refiere la letra f) del artículo 34.
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	Artículo 70.� El Fondo Nacio�nal de Desarrollo Regional es un programa de inversiones públicas destinado al financiamiento de acciones en los distintos ámbitos de infraestructura social y económica de la región. Este Fondo se constituirá por una proporción del total de gastos de inversión pública que establezca anualmente la ley de Presupuestos. La distribución del mismo se efectuará entre las regiones, asignándoles cuotas regionales.





	Artículo 71.� La distribución del 90% del Fondo Nacional de Desarrollo Regional entre regiones se expresará anualmente en la ley de Presupuestos y se efectuará teniendo en cuenta las condiciones socioeconómicas y territoriales de cada región en relación con el contexto nacional. Para estos efectos, se considerarán, con igual ponderación, las dos variables siguientes:



	a) Nivel socioeconómico de la región, medido en términos de indicadores como el porcentaje de población en condiciones de pobreza, la tasa de desempleo, el producto per cápita regional y otros relativos a la calidad de vida, en salud, educación y, saneamiento ambiental, y



	b) La condición territorial particular de cada región, medida a través de indicadores como la dispersión poblacional, la ruralidad de los centros de población, el deterioro ecológico y su distancia, respecto a la Región Metropolitana.
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	Para el cálculo de las variables ya señaladas, Se utilizarán, como fuentes de información, sólo cifras oficiales emanadas de los ministerios, del Instituto Nacional de Estadísticas o, en su caso, de organismos internacionales reconocidos por el Estado de Chile.





	Artículo 72.� La distribución del 10% restante del Fondo Nacional de Desarrollo Regional se efectuará, en el transcurso del año presupuestario, de la siguiente manera:



	a) Un 5% como estímulo a la eficiencia, considerando, al menos, el porcentaje de desembolsos efectivos en relación con el marco presupuestario del año anterior y, con el monto de la cartera de proyectos de inversión elegibles para ser financiados mediante el Fondo Nacional de Desarrollo Regional. El Ministerio del Interior, mediante resolución fundada, establecerá dicha distribución en el primer trimestre de cada año, y



	b) Un 5% para gastos de emergencia, los que serán calificados por el Ministerio del Interior a solicitud de los gobiernos regionales. La parte no utilizada de este último porcentaje se distribuirá, de acuerdo con la modalidad establecida en el artículo 71, en el ejercicio presupuestario siguiente.
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	Artículo 73.�� Los ingresos propios que genere el gobierno regional y los recursos que por ley o por convenio se destinen a una o más regiones, no se distribuirán entre éstas conforme a los criterios enunciados en el artículo 71, pero podrán sumarse a la cuota del Fondo Nacional de Desarrollo Regional que corresponda a la respectiva región, para todos los efectos de esta ley.





	Artículo 74.� Los proyectos de inversión y, los estudios y programas deberán ajustarse a las normas y procedimientos establecidos en el artículo 19 bis del decreto ley Nº 1.263, de 1975. En el caso de ser éstos financiados con créditos externos, deberán cumplir los requerimientos derivados de los respectivos contratos dé préstamo, conforme a las instrucciones emanadas del organismo ejecutor correspondiente.





	Artículo 75.� La ley de Presupuestos incluirá uno o más ítem de gastos correspondientes a la inversión sectorial de asignación regional a que se refiere el inciso tercero del artículo 104 de la Constitución Política de la República. Corresponderá al gobierno regional respectivo resolver la distribución de dichos recursos entre proyectos específicos, respetando los criterios de elegibilidad que establezca el ministerio respectivo.



	Se entenderá por inversión sectorial de asignación regional. toda aquélla que corresponda a estudios preinversionales, programas y proyectos de inversión que, siendo de responsabilidad de un
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ministerio o de sus servicios centralizados o descentralizados, se deban materializar en una región específica y cuyos efectos económicos directos se concentren principalmente en ella. 



	Los programas, 	estudios preinversionales o proyectos correspondientes a inversión sectorial de asignación regional, podrán incluir financiamiento conjunto del gobierno regional y del órgano o servicio público correspondiente.



	Asimismo, dichos estudios, programas y, proyectos deberán cumplir con lo establecido en el artículo 19 bis del decreto ley Nº 1.263, de 1975. Cuando éstos correspondan a programas financiados con créditos externos, deberán sujetarse, además, a las condiciones de elegibilidad contenidas en los respectivos convenios de crédito.



	A proposición de los gobiernos regionales, se podrán traspasar recursos entre programas de inversión sectorial de asignación regional y entre éstos y proyectos correspondientes al Fondo Nacional de Desarrollo Regional por hasta el 5% del presupuesto asignado a los primeros.





	Artículo 76.� Los convenios de programación a que se refiere el inciso cuarto del artículo 104 de la Constitución Política de la República son acuerdos formales entre uno o más gobiernos regionales y uno o más ministerios, que definen las acciones relacionadas con los proyectos de inversión que ellos concuerdan en realizar dentro de un plazo determinado.
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Estos convenios deberán especificar el o los; proyectos sobre los cuales se apliquen, las responsabilidades y obligaciones de las partes, las metas por cumplir, los procedimientos de evaluación y, las normas de revocabilidad. Los convenios de programación deberán incluir, cuando corresponda, cláusulas que permitan reasignar recursos entre proyectos.



	Los convenios a que se refiere este artículo deberán ser sancionados mediante decreto supremo expedido bajo la fórmula establecida en el artículo 70 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, a través de alguno de los ministerios que los suscriban, el que deberá ser firmado, además, por los Ministros del Interior, de Hacienda y de Planificación y Cooperación. Los proyectos que se incluyan en dichos convenios deberán cumplir con lo establecido en el artículo 19 bis del decreto ley Nº 1.263, de 1975.





CAPITULO VII.



DE LA ELECCION DEL CONSEJO REGIONAL.



Párrafo 1°.



De los Colegios Electorales Provinciales y de la Votación.





	Artículo 77.� Para la elección de los consejeros regionales, se constituirá un colegio electoral en cada una de las provincias de la región correspondiente, el cual (estará integrado por los concejales respectivos.
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	A estos efectos, el Presidente del Tribunal Electoral Regional confeccionará la nómina de los electores y la remitirá al Presidente de la mesa del colegio electoral provincial correspondiente.



	Diez días antes de la fecha en que deba constituirse el colegio, el respectivo Tribunal Electoral Regional designará, por sorteo, a los miembros de la mesa que dirigirá la elección, integrada por un presidente, un secretario y un vocal, y a sus respectivos suplentes.  Asimismo, determinará, dentro de la capital provincial, el local en que se instalará el colegio electoral.



	Artículo 78.- Cada colegio electoral provincial se constituirá quince días después de la instalación de los concejos de la respectiva provincia, a las nueve horas, en el local determinado por el Tribunal Electoral Regional.



	El presidente de la mesa pasará lista a los asistentes al tenor de la nómina a que se refiere el inciso segundo del artículo anterior y declarará instalado el colegio electoral si concurriere, a lo menos, la mayoría absoluta de sus miembros.  De no reunirse el indicado quórum, la sesión se celebrará en el día siguiente, a la misma hora y en el mismo local, con los miembros que asistan.



	Artículo 79.- Las candidaturas a consejeros regionales sólo podrán ser presentadas hasta las 24 horas del quinto día anterior a la fecha en que deba reunirse el colegio electoral, ante el respectivo  Director Regional del Servicio Electoral.



�195.





	Las candidaturas deberán ser presentadas por uno o más concejales de la respectiva provincia. Dicha presentación deberá ir acompañada de una declaración jurada ante un notario público de cualquiera de las comunas de la provincia, hecha por los candidatos a consejeros regionales titular y suplente que se incluyan en la misma propuesta, por la que éstos acrediten su voluntad de ser candidatos y el cumplimiento de los requisitos establecidos en los artículos 29 y 30. Un mismo concejal podrá presentar más de una candidatura, la que, en todo caso, deberá incluir un candidato a consejero titular y otro en calidad de suplente.





	Artículo 80.� El Director Regional del Servicio Electoral proporcionará a la mesa de cada colegio electoral las cédulas con los nombres de los candidatos a consejeros regionales que corresponda elegir a cada provincia. En la cédula, los candidatos a consejeros titulares se ordenarán por orden alfabético de sus apellidos y, frente a cada uno de ellos, figurará el nombre completo del respectivo suplente.





	Artículo 81.� Instalado el colegio electoral, el secretario de la mesa procederá a distribuir entre los concejales presentes la cédula electoral correspondiente. Acto seguido, se procederá a llamar a los concejales por orden alfabético, a fin de que depositen su voto en una urna sellada de que se dispondrá al efecto. El voto será personal y secreto, y cada
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concejal sólo podrá votar por un candidato a consejero titular, preferencia que se entenderá hecha también por el respectivo suplente.



	Antes de depositar su voto, el concejal deberá firmar junto a su nombre, en la nómina a que se refiere el inciso segundo del artículo 77.





	Articulo 82.� Concluido el llamamiento a los concejales a votar, el presidente de la mesa declarará cerrada la votación y el secretario dejará constancia de los concejales que no votaron.



	A continuación, se procederá a practicar el escrutinio, en el mismo lugar en que hubiere funcionado el colegio electoral provincial, en presencia de los concejales asistentes y del público que deseare observarlo, siempre que no interfiera en su desarrollo.



	Se presumirá fraudulento el escrutinio que se practicare en un lugar distinto de aquél en que hubiere funcionado y recibido la votación el colegio electoral provincial.



	El escrutinio se regirá por las normas del artículo 71 de la ley orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, numerandos 1 al 5.



	Artículo 83. � Se declararán elegidos los candidatos que obtengan las más altas mayorías relativas, hasta la concurrencia del total de cargos por elegir por el respectivo colegio.
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	La elección de un candidato como titular supondrá de pleno derecho la de su respectivo� suplente.



	En caso de empate para dirimir uno o más cargos, se repetirá la votación entre los candidatos empatados hasta por tres veces y, si aún subsistiere el empate, el o los cargos por llenar se adjudicarán por sorteo en el mismo acto, en presencia, a lo menos, de todos los que hubieren propuesto las candidaturas empatadas.





	Artículo 84. � El secretario extenderá un acta del escrutinio, que firmarán todos los miembros de la mesa, debiendo aquél remitir el original de la misma al Tribunal Electoral Regional dentro de las veinticuatro horas siguientes al término de la sesión del colegio. Copia de dicha acta se remitirá al respectivo Director Regional del Servicio Electoral, dentro del mismo plazo.





	Artículo 85.� La Dirección del Servicio Electoral podrá acreditar un representante ante cada uno de los colegios electorales provinciales, para los efectos de prestar la asesoría necesaria al desarrollo del. proceso electoral regulado en este Capítulo.
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Párrafo 22.



De las reclamaciones del acto electoral.





	Artículo 86.� Dentro de los diez días siguientes ea la celebración de la sesión del colegio electoral, cualquier persona podrá impugnar, ante el respectivo Tribunal Electoral Regional, la legalidad del acto o sus resultados. Por esta misma vía, podrá reclamarse contra eventuales incumplimientos de lo dispuesto por los artículos 29 y 30.





	Artículo 87.� El Tribunal Electoral Regional respectivo se entenderá citado por el solo ministerio de la ley para reunirse a las diez de la mañana del decimoquinto día siguiente a la fecha en que se hubieren verificado las elecciones de los consejeros regionales por los colegios electorales provinciales, a fin de resolver las reclamaciones y efectuar las rectificaciones a que ellas dieren lugar.



	Reunido el tribunal en la oportunidad señalada, seguirá sesionando diariamente hasta que cumpla íntegramente su cometido, el que deberá evacuar, a mas tardar, en el plazo de quince días.





	Artículo 88.� El Tribunal Electoral Regional procederá, de norte a sur, al estudio de las elecciones de consejeros regionales reclamadas. Conociendo de las reclamaciones de nulidad, apreciará los hechos como jurado y al tenor de la influencia que, a su juicio, ellos hayan tenido en la
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elección. Con el mérito de los antecedentes, declarará válida o nula la elección y sentenciará conforme a derecho.



	Los hechos, efectos o irregularidades que no influyan en el resultado de la elección, sea que hayan ocurrido antes, durante o después de la votación en las mesas de los colegios electorales provinciales, no darán mérito para declarar su nulidad.



	Sin embargo, se declararán siempre nulos los actos de las mesas de los colegios electorales provinciales que no hubieren funcionado con, a lo menos, el número mínimo de miembros que señala el artículo 77 o en lugares distintos de los designados, excepto, en este último caso, si se tratare de fuerza mayor.



	Declarada nula una elección por el Tribunal Electoral Regional respectivo, se procederá a repetir la votación.





	Artículo 189.� En la repeti�ción de la elección, las mesas de los colegios electorales provinciales funcionarán con la misma integración que hubieren tenido en la votación anulada, salvo que la declaración de nulidad se fundare en la circunstancia de ser nulo el nombramiento de los integrantes de la mesa, en la adulteración o falsificación del escrutinio o en el cohecho de alguno de sus miembros, caso en el cual se sortearán de inmediato por el Tribunal Electoral Regional los miembros de la nueva mesa, excluidos los objetados.
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	La nueva elección se efectuará al décimo día, contado desde la fecha en que se realice el sorteo señalado en el inciso anterior, debiendo comunicarse esta resolución a los concejales por el secretario del Tribunal Electoral Regional mediante carta certificada.



	En los demás casos, la elección se efectuará también al décimo día, contado desde el momento en que quede ejecutoriada la sentencia del Tribunal Electoral Regional o del Tribunal Calificador de Elecciones, en su caso.





	Artículo 90.� Una vez dictada la sentencia sobre todos los reclamos, el Tribunal proclamará a los candidatos que hubieren resultado elegidos.



	Artículo 91. � Dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la dictación de su fallo, el Tribunal Electoral Regional enviará una copia autorizada de la parte pertinente del mismo al intendente.





	Artículo 92.� La sentencia del Tribunal Electoral Regional será apelable para ante el Tribunal Calificador de Elecciones, dentro de cinco días desde la notificación del fallo.



	El Tribunal Calificador de Elecciones deberá resolver todas las apelaciones dentro del plazo de quince días.
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	Artículo 93.� En caso de renuncia, inhabilidad o incompatibilidad de un consejero regional titular, debidamente aceptada o declarada en los términos del artículo 39, así como de fallecimiento de aquél, asumirá su cargo, por el solo ministerio de la ley, el respectivo suplente, quien se desempeñará por el tiempo que le faltare al titular para completar su período. El suplente que asuma la titularidad del cargo no será reemplazado si, a su turno, cesare en el desempeño del mismo antes de completar el período.







TITULO FINAL.





	Artículo 94.� Los gobiernos regionales, los intendentes y los gobernadores se relacionarán con el Presidente de la República a través del Ministerio del Interior.





	Artículo 95.� Las competen�cias atribuidas por esta ley a los gobiernos regionales no afectarán las funciones y atribuciones que correspondan a la Administración Pública nacional, en todo lo que expresamente no haya sido encomendado a los gobiernos regionales.





	Artículo	96.�	Para	los efectos de lo establecido en el artículo 103 de la Constitución Política de la República, se podrán radicar en el gobierno regional funciones específicas que lleven a cabo
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otros órganos de la Administración del Estado. En tal caso, se procederá mediante la celebración de un convenio entre el gobierno regional y el órgano respectivo, el que será suscrito, además, por el Ministerio del Interior.







DISPOSICIONES TRANSITORIAS.



	PRIMERA.� Los recursos que se asignen al Fondo Nacional de Desarrollo Regional se incrementarán, respecto del presupuesto del año anterior, en los Presupuestos de 1993 y 1994, en una tasa no inferior al 25 por ciento por sobre el crecimiento promedio del presupuesto de la inversión pública nacional en cada uno de esos años, excluida la inversión sectorial de asignación regional.



	SEGUNDA.� En los Presupuestos de los años 1993 y 1994, la inversión sectorial de asignación regional incluirá, a lo menos, los ítem de pavimentación urbana, conservación y mejoramiento de caminos secundarios y mejoramiento urbano.



	En los Presupuestos de los años 1993 y 1994, la inversión sectorial de asignación regional crecerá, a lo menos, en una tasa del 25 por ciento más alta que la de crecimiento del resto de la inversión pública en los mismos períodos, excluido el Fondo Nacional de Desarrollo Regional.



	TERCERA.� El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda,
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conformará el primer presupuesto de los gobiernos regionales, especialmente sobre la base de los presupuestos del Servicio de Gobierno Interior y de las Regiones (Fondo Nacional de Desarrollo Regional).



	CUARTA.� Facúltase al Presi�dente de la República para que, dentro del plazo de un año, a contar de la entrada en vigencia de esta ley, mediante uno o más decretos supremos expedidos por el Ministerio del Interior; los que deberán contar, además, con la firma del Ministro de Hacienda, establezca la organización interna y fije las plantas de personal de los, gobiernos regionales. Dichas plantas se conformarán la personal que actualmente se encuentre prestando funciones en el Servicio de Gobierno Interior, Secretarías Regionales Ministeriales y otros servicios públicos.



	Para tales efectos, el Presidente de la República encasillará al personal en las plantas que se establezcan. El encasillamiento del personal en actual servicio procederá de pleno derecho y se efectuará sin solución de continuidad. Si se produjeren diferencias de remuneraciones, éstas se pagarán por planillas suplementarias, las que serán imponibles en la misma proporción en que lo sean las remuneraciones que sirvan de base para calcularlas. En el orden previsional, continuarán siendo aplicables a los funcionarios las normas que los rigieren con anterioridad a dicho encasillamiento, manteniéndose la calidad de tope de escalafón de quienes la tuvieren para tales efectos.



	Los cargos que quedaren vacantes en las plantes de los ministerios o servicios a que perteneciere el personal traspasado, deberán ser suprimidos.  Asimismo, el Presidente de la República
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podrá efectuar traspasos de bienes y de recursos financieros al gobierno regional.



	El personal que desempeñe los cargos correspondientes a los tres primeros niveles jerárquicos se regirá por las disposiciones de los artículos 51 de la ley Nº 18.575 y 72 de la ley Nº 18.834.



	QUINTA.� Durante el período comprendido entre la fecha de entrada en vigencia de esta ley y la instalación de los gobiernos regionales, regirán plenamente las funciones, atribuciones y competencias que en esta ley se establecen para los intendentes y gobernadores. Entre tanto, los consejos regionales de desarrollo establecidos por la ley N° 18.605 mantendrán sus actuales composición y atribuciones, de conformidad a la legislación vigente.



	SEXTA.�	El dominio de los bienes inventariables, muebles e inmuebles, adquiridos o construidos con recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional, antes de la entrada en vigencia de esta ley, cuyo dominio no haya sido transferido por aplicación del artículo 16 de la ley Nº 18.267, deberán entenderse transferidos a las entidades públicas que no sean fiscales o a las privadas a las cuales estén actualmente asignados.  Los referidos bienes, que actualmente estén utilizando los servicios fiscales, deberán entenderse destinados a éstos.  La transferencia del. dominio de dichos bienes se perfeccionará mediante decreto del Ministerio de Bienes Nacionales, el que deberá llevar, además, la firma del intendente de la región respectiva. Las inscripciones y anotaciones que procedan se efectuarán con el solo mérito de la copia autorizada del respectivo decreto.
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	Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, mediante decreto fundado, expedido a través del Ministerio de Bienes Nacionales, el que será suscrito, además, por el Ministro del Interior, determinados bienes se podrán destinar al patrimonio del gobierno regional.



	SEPTIMA.� Para los efectos de la primera elección de los consejos regionales que se regulan en esta ley, la determinación a que se refiere el inciso final del artículo 27 será hecha por el respectivo director regional del Servicio Electoral dentro de los veinte días siguientes a la fecha de publicación de esta ley.







	Se designó DIPUTADO INFORMANTE al señor AGUILO, don Sergio.





	SALA DE LA COMISION, a 4 de abril de 1992.







	Acordado en sesiones de fechas 14 de enero, 10, 17, 18, 30, 31 de marzo y 10 de abril de 1992, con asistencia de los señores Ortega (Presidente), �206.







Aguiló, Barrueto, Bombal, Cantero, señora Caraball, Carrasco, Correa, Elgueta, Elizalde, García Ruminot, Hamuy, Letelier, Longton, Montes, Morales y Ulloa.

























SERGIO MALAGAMBA STIGLICH

Secretario de Comisión
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